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1. OBJETIVO GENERAL

2. METODOLOGÍA

Conocer la respuesta pública y la ruta crítica para la atención integral de los casos de sobrevivientes 
de violencia basada en género en poblaciones migrantes y refugiadas en regiones seleccionadas, 
a fin de plantear las recomendaciones que estimemos necesarias. 

Para ello, se tomará en cuenta el marco normativo internacional y nacional, así como la 
jurisprudencia existente en esta materia.

Para la elaboración del presente informe se ha desarrollado una metodología que se divide en 
tres fases:

•	 Fase 1: Revisión y sistematización de información de fuentes primarias y secundarias.

•	 Fase 2: Diseño de instrumentos cualitativos para el recojo de información.

•	 Fase 3: Definición de actoras/es clave y coordinaciones para su participación en entrevistas.

Dichas fases implicaron las siguientes acciones:

•	 Elaboración de un plan de trabajo que incluya objetivos, metodología, instrumentos de recojo 
de información, identificación de actoras/es y decisoras/es clave que serán entrevistadas/os, 
y elaboración de propuesta de oficios para la realización de solicitudes de información a insti-
tuciones públicas.

•	 Análisis del marco normativo nacional e internacional sobre prevención y atención de violen-
cia basada en género en población migrante y refugiada (acceso a apoyo psicosocial, orient-
ación legal, justicia y salud con énfasis en salud sexual y reproductiva y salud mental).

•	 Mapeo de actoras/es clave nacionales y subnacionales (Tumbes, Lambayeque, Piura y San 
Juan de Lurigancho) en temas de violencia basada en género, y salud sexual y reproductiva 
(manejo clínico de la violencia sexual), incluyendo a las organizaciones de la sociedad civil, 
y cooperación internacional que atiende a población migrante y refugiada sobreviviente de 
violencia basada en género.

•	 Entrevistas virtuales con al menos, 10 actoras/es clave y funcionarias/os con competencias 
para abordar la violencia de género en población migrante y refugiada a nivel nacional, que 
permita recoger aportes sobre las actuales brechas, retos y desafíos para ofrecer servicios de 
atención oportunos y eficientes a dicha población (incluye organizaciones de la sociedad civil 
que trabajan la temática). Las entrevistas se desarrollaron sobre la base de instrumentos de 
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recojo de información.

•	 Entrevistas virtuales por zona de intervención para recojo de información (mínimo 4 actoras/
es clave en regiones seleccionadas) que permitiera identificar los avances y desafíos de los di-
versos sectores que conforman la respuesta pública multisectorial para la gestión de los casos 
de sobrevivientes de violencia basada en género migrantes y refugiadas.

•	 Sistematización y análisis de las entrevistas desarrolladas con actoras/es clave a nivel nacional 
y a nivel subnacional en las regiones seleccionadas.

3.MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL Y 
DECISIONES INTERNACIONALES SOBRE 
PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE VIOLENCIA 
BASADA EN GÉNERO EN POBLACIÓN 
MIGRANTE Y REFUGIADA

Para el análisis del marco jurídico internacional y decisiones internacionales sobre prevención 
y atención de violencia basada en género en población migrante y refugiada, se han revisado 
los instrumentos y decisiones internacionales del Sistema Universal de Protección de Derechos 
Humanos, y el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos relacionadas a este 
tema. 

3.1. MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL SOBRE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE VIOLENCIA 
BASADA EN GÉNERO EN POBLACIÓN MIGRANTE Y REFUGIADA

Los instrumentos internacionales del sistema universal e interamericano de protección de 
derechos humanos no han reconocido de manera explícita la prevención y atención de la violencia 
basada en género, específicamente para sobrevivientes migrantes y refugiadas. Sin embargo, sí 
han reconocido el derecho a una vida libre de violencia y el acceso a servicios para su atención sin 
ningún tipo de discriminación. 

A continuación, mencionamos los principales instrumentos internacionales.
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3.1.1. SISTEMA UNIVERSAL DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS

a)	 Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo1

En la Primera Conferencia Regional sobre Población y Desarrollo, los Gobiernos adoptaron el 
Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo (CEPAL, 2013) que reconoce aspectos 
vinculados a la violencia contra las mujeres y las personas migrantes:

57. Hacer efectivas las políticas adoptadas y tomar medidas preventivas, penales, de protección y 
atención que contribuyan a la erradicación de todas las formas de violencia, incluida la esterilización 
forzada, y estigmatización contra las mujeres y las niñas en los espacios públicos y privados, en 
particular los asesinatos violentos de niñas y mujeres por motivos de género, asegurando el acceso 
efectivo y universal a los servicios fundamentales para todas las víctimas y sobrevivientes de la 
violencia basada en género y prestando especial atención a las mujeres en situaciones de mayor 
riesgo, como […] migrantes, que residen en las zonas de frontera, solicitantes de refugio y víctimas 
de trata, entre otras;

67. Brindar asistencia y protección a las personas migrantes, independientemente de su condición 
migratoria, especialmente a aquellos grupos en condición de vulnerabilidad, respetando cabalmente 
sus derechos […], destacando la necesidad de brindarles una atención integral en aquellos países de 
tránsito y destino;

72. Proteger decididamente los derechos humanos, evitando toda forma de criminalización de la 
migración, garantizando el acceso a servicios sociales básicos, de educación y de salud, incluida 
la salud sexual y la salud reproductiva cuando corresponda, para todas las personas migrantes, 
independientemente de su condición migratoria, prestando particular atención a los grupos en 
condición de mayor vulnerabilidad, entre ellos, los menores no acompañados, las personas que se 
desplazan en situación irregular, las mujeres víctimas de la violencia […].

b)	 Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH)

La DUDH no ha reconocido de manera explícita la prevención y atención de la violencia basada 
en género en población migrante y refugiada. Sin embargo, sí reconoce el principio de igualdad y 
mandato de no discriminación en los artículos 2 y 7. De manera específica, el artículo 2 reconoce 
que todas las personas tienen los derechos y libertades reconocidos en la DUDH sin distinción de 
origen nacional o de cualquier otra condición, y que tampoco se hará distinción alguna fundada 
en la condición jurídica o internacional de un país.

c)	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)

El PIDCP no ha reconocido de manera explícita la prevención y atención de la violencia basada en 
género en población migrante y refugiada. Sin embargo, sí reconoce en su artículo 26 que todas 
las personas son iguales ante la ley y que ninguna persona será discriminada por motivo de su 
1 CEPAL. Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://repositorio.cepal.
org/bitstream/handle/11362/21835/4/S20131037_es.pdf
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origen nacional o cualquier otra condición social.

d)	 Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales (PIDESC)

El PIDESC no ha reconocido de manera explícita la prevención y atención de la violencia basada en 
género en población migrante y refugiada. Sin embargo, sí reconoce, en el numeral 2 del artículo 2, 
que los Estados parte se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que se reconocen 
en este pacto, sin discriminación alguna por motivos de origen nacional o cualquier otra índole de 
condición social.

e)	 Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer

Respecto de las mujeres migrantes y refugiadas, la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia 
contra la Mujer señala que la Asamblea General reconoce su preocupación por el hecho de que 
algunos grupos de mujeres, como las mujeres refugiadas y las migrantes, son particularmente 
vulnerables a la violencia.

El literal c) del artículo 4 de la Declaración establece que los Estados deben condenar la violencia 
contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa para eludir 
su obligación de procurar eliminarla. Asimismo, deben aplicar por todos los medios apropiados, y 
sin demora, una política encaminada a eliminar la violencia contra la mujer. Con este fin, deberán 
proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación nacional, 
castigar todo acto de violencia contra la mujer, ya sea que se trate de actos perpetrados por el 
Estado o por particulares.

f)	 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(Cedaw)

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Cedaw) 
no hace referencia explícita a las mujeres migrantes o las refugiadas. Sin embargo, sí establece la 
prohibición de discriminar.

De manera específica, el artículo 1 establece que, a los efectos de la Cedaw, la expresión 
“discriminación contra la mujer” es “toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 
que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por 
la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la 
mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. Asimismo, el artículo 2 establece que los Estados 
parte condenan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen en seguir, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación 
contra la mujer.

Respecto de la atención en salud, el numeral 1 del artículo 12 establece que “Los Estados parte 
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adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera 
de la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, el 
acceso a servicios de atención médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la familia”.

g)	 Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares2

El artículo 1 de la Convención establece que, salvo cuando la misma disponga lo contrario, esta 
será aplicable a todos los trabajadores migratorios y a sus familiares, sin distinción alguna por 
motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen 
nacional, étnico o social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, 
nacimiento o cualquier otra condición.

El numeral 2 del artículo 16 establece que los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán 
derecho a la protección efectiva del Estado contra toda violencia, daño corporal, amenaza o 
intimidación por parte de funcionarios públicos o de particulares, grupos o instituciones.

De otro lado, el literal “c” del numeral 1 del artículo 68 señala que los Estados parte, incluidos 
los Estados de tránsito, colaborarán con miras a impedir y eliminar los movimientos y el empleo 
ilegales o clandestinos de los trabajadores migratorios en situación irregular. Entre las medidas 
que se adopten con ese objetivo dentro de la jurisdicción de cada Estado interesado, se contará 
con medidas para imponer sanciones efectivas a las personas, grupos o entidades que hagan uso 
de la violencia o de amenazas o intimidación contra este grupo de especial protección.

h)	 Resolución n.° 54/166. Protección de los Migrantes de la Asamblea General de la ONU3

La Resolución n.° 54/166, Protección de los Migrantes, fue aprobada por la Asamblea General de 
Naciones Unidas el 24 de febrero de 2020. Mediante esta Resolución, la Asamblea General señala 
que se encuentra profundamente preocupada por “las manifestaciones de violencia, racismo, 
xenofobia y otras formas de discriminación y trato inhumano y degradante de que son objeto los 
migrantes, especialmente las mujeres y los niños, en diferentes partes del mundo”.

En ese sentido, señala en el punto 5 que acepta la decisión de la Comisión de Derechos Humanos 
de nombrar a un relator especial sobre los derechos humanos de los migrantes que examine los 
medios necesarios para superar los obstáculos a la protección plena y efectiva de los derechos 
humanos de este grupo vulnerable, incluidos los obstáculos y las dificultades para el regreso de 
los migrantes sin documentación o en situación irregular, con diversas funciones, siendo una de 
ellas: “e) Tener en cuenta una perspectiva de género al solicitar y analizar la información, así como 
prestar atención a la incidencia de casos de discriminación múltiple y violencia contra las mujeres 
2 NACIONES UNIDAS. Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus 
familiares. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pages/cmw.aspx
El Estado peruano ha firmado el 22 de septiembre de 2004 y ratificado el 14 de septiembre de 2005.
3 NACIONES UNIDAS. Resolución 54/166. Protección de los migrantes. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://www.iom.int/
jahia/webdav/shared/shared/mainsite/policy_and_research/un/54/A_RES_54_166_es.pdf
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migrantes”.

i)	 Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes4

Respecto de la violencia basada en género, la Asamblea General mediante la Declaración reconoce 
que “las mujeres y los niños son especialmente vulnerables durante el viaje del país de origen al 
país de llegada y adoptaremos medidas para encarar esas vulnerabilidades. Las mujeres y los 
niños pueden verse expuestos a la discriminación y la explotación, así como al abuso sexual y los 
malos tratos físicos y psicológicos, la violencia, la trata de personas y las formas contemporáneas 
de esclavitud”.

Asimismo, con relación a los compromisos que se deben aplicar tanto a las personas migrantes 
como refugiadas, la Asamblea General señala lo siguiente: 

[…] Lucharemos en la mayor medida posible contra la violencia sexual y la violencia por razón 
de género. Facilitaremos el acceso a servicios de atención de la salud sexual y reproductiva. 
Combatiremos las formas múltiples e interrelacionadas de discriminación contra las mujeres y niñas 
refugiadas y migrantes. Al mismo tiempo, reconociendo la importante contribución y el liderazgo 
de las mujeres en las comunidades de refugiados y migrantes, trabajaremos para garantizar que 
participen de manera plena, fructífera y en pie de igualdad en la formulación de soluciones y 
oportunidades locales. Tomaremos en consideración las diferentes necesidades, vulnerabilidades y 
capacidades de las mujeres, las niñas, los niños y los hombres.

Respecto de los compromisos con las personas migrantes, de manera específica con las personas 
víctimas de violencia basada en género, la Declaración reconoce la necesidad de fortalecer la 
normativa y programas para combatir la violencia por razón de género:

60. Reconocemos la necesidad de abordar la situación especial y la vulnerabilidad de las mujeres y 
las niñas migrantes mediante, entre otras cosas, la incorporación de una perspectiva de género en las 
políticas de migración y el fortalecimiento de las leyes, las instituciones y los programas nacionales 
para combatir la violencia por razón de género, incluida la trata de personas y la discriminación 
contra las mujeres y las niñas.

Asimismo, la Declaración tiene dos anexos, el anexo 1 es el “Marco de respuesta integral para los 
refugiados”. 

Con relación a la violencia basada en género, establece que los Estados receptores en la recepción 
y admisión deberán hacer lo siguiente:

a) Garantizar en lo posible que se adopten medidas para identificar como refugiados a las personas 
que necesitan protección internacional; ofrecer condiciones de recepción suficientes, seguras y 
dignas, prestando especial atención a las personas con necesidades específicas, las víctimas de la 

4 NACIONES UNIDAS. Proyecto de resolución remitido a la reunión plenaria de alto nivel de la Asamblea General sobre la respuesta 
a los grandes desplazamientos de refugiados y migrantes en su septuagésimo período de sesiones Declaración de Nueva York para 
los Refugiados y los Migrantes. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://undocs.org/es/A/71/L.1
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trata de personas, la protección de los niños, la unidad de la familia y la prevención de la violencia 
sexual y basada en el género y la respuesta ante ella; y respaldar la aportación fundamental de las 
comunidades y las sociedades receptoras a este respecto.

e) Utilizar el proceso de inscripción para determinar las necesidades específicas de asistencia y 
las medidas concretas de protección, en lo posible, por ejemplo, aunque no exclusivamente, a los 
refugiados con necesidades especiales de protección, como las mujeres en situación de riesgo, los 
niños, especialmente los niños no acompañados y los niños separados de sus familias, los hogares 
encabezados por niños y los hogares monoparentales, las víctimas de la trata, las víctimas de traumas 
y los supervivientes de la violencia sexual, así como los refugiados con discapacidad y las personas 
de edad.

Como podemos observar, se considera importante no solo cumplir con el procedimiento de 
admisión de refugio, sino también atender cualquier otra necesidad específica vinculada a la 
violencia basada en género. 

3.1.2. SISTEMA INTERAMERICANO DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS

a)	 Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH)

La CADH no ha reconocido de manera explícita la prevención y atención de la violencia basada 
en género en población migrante y refugiada. Sin embargo, sí reconoce en el inciso 1 del artículo 
1 el mandato de no discriminación por razón de origen nacional o de cualquier otra condición 
social. Así, establece que los Estados parte se comprometen a “respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de […] origen nacional o social […] o cualquier 
otra condición social”.

b)	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer, Convención de Belém Do Pará5

El inciso a) del artículo 6 de la Convención de Belém Do Para establece que el derecho de toda 
mujer a una vida libre de violencia incluye el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de 
discriminación.

El capítulo III, denominado “Deberes de los Estados”, desarrolla los artículos 7, 8 y 9, haciendo una 
referencia explícita a las personas migrantes en el artículo 9. Al respecto, este artículo señala que, 
para la adopción de las medidas, los Estados parte tendrán especialmente en cuenta la situación 
de vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, entre otras, de su condición 
de migrante o refugiada.

El artículo 7 establece que los Estados parte condenan todas las formas de violencia contra la mujer 
5 OEA. Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. Recuperado el 2 de marzo de 
2021 de https://www.mimp.gob.pe/files/direcciones/dgcvg/legisinternacional/ConvenBelemdoPara.pdf
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y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a 
prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia. 

Respecto de las políticas orientadas a prevenir, cabe destacar las siguientes: 

a) Actuar con la debida diligencia para prevenir la violencia contra la mujer.

b) Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra 
naturaleza que sean necesarias para prevenir la violencia contra la mujer y adoptar las medidas 
administrativas apropiadas que sean del caso.

c) Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, 
amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su 
integridad o perjudique su propiedad.

d) Tomar todas las medidas apropiadas para modificar o derogar toda normativa que respalde la 
persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer, entre otras.

De otro lado, el artículo 8 establece que los Estados parte convienen en adoptar, en forma 
progresiva, medidas específicas, inclusive programas para lo siguiente:

•	 Fomentar el conocimiento del derecho de la mujer a una vida libre de violencia. 

•	 Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, prejuicios y 
costumbres, y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los géneros.

•	 Capacitación del personal en la administración de justicia, policial y demás funcionarios 
encargados de la aplicación de la ley. 

•	 Entregar servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto 
de violencia.

•	 Promover que los medios de comunicación elaboren directrices adecuadas de difusión 
que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer, entre otras medidas.

c)	 Principios Interamericanos sobre los Derechos Humanos de todas las Personas Migrantes, 
Refugiadas, Apátridas y las Víctimas de la Trata de Personas (o Principios Interamericanos).

Los Principios Interamericanos fueron adoptados el 7 de diciembre de 2019 a través de la 
Resolución 04/2019 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Al respecto, si bien el 
presente informe no aborda directamente la problemática de la trata de personas, sí estimamos 
importante resaltar los aspectos referidos a la violencia en general y su relación con las personas 
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migrantes.

De manera específica, el Principio 14 establece consideraciones sobre la “Prohibición de toda 
forma de violencia” señalando que los Estados tienen las siguientes obligaciones:

•	 Deben actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar a los 
responsables y resarcir a las víctimas de delitos cometidos contra los migrantes.

•	 Deben adoptar medidas preventivas para protegerlos de cualquier tipo de violencia y 
explotación cometida por instituciones y funcionarios del Estado o por personas, grupos o 
entidades privadas.

•	 Deben prevenir, investigar y sancionar todas las formas de violencia sexual y de género 
contra mujeres, hombres, niñas y niños y personas LGTBI en todas las etapas de 
desplazamiento y cometidas por cualquier tipo de actor/a.

De otro lado, el Principio 16, denominado “Protección de migrantes en situación de vulnerabilidad”, 
subraya que las autoridades deben ser conscientes de los riesgos particulares a los que están 
expuestos ciertos grupos de población, en los cuales converjan uno o varios factores de 
discriminación y aumenten sus niveles de vulnerabilidad, incluidos aquellos que pueden ocurrir a 
lo largo de todo el ciclo migratorio, y aquellos que requieren atención especializada, debido a su 
alto nivel de vulnerabilidad. Asimismo, establece que debe reconocerse que esto tiene relación 
con situaciones de discriminación y exclusión estructural, por lo que las respuestas de los Estados 
deben tener en cuenta las vulnerabilidades específicas que acompañan a las personas desde su 
país de origen y que se agravan por su condición de personas que se encuentran en un contexto 
de movilidad humana, lo que incrementa el riesgo de sufrir mayor discriminación y exclusión 
en los países de tránsito y destino. Estos grupos de población están formados, entre otros, por 
migrantes irregulares, refugiados, apátridas o personas con riesgo de apatridia, personas LGBTI, 
mujeres, entre otros; y se debe asegurar que reciban la protección y la asistencia que necesiten, 
así como el tratamiento requerido de acuerdo con las necesidades especiales de los migrantes.

Asimismo, el principio 16 señala que deben adoptarse medidas positivas para revertir o modificar 
las situaciones discriminatorias existentes que sean perjudiciales para un grupo particular de 
personas. Los Estados deben incorporar una perspectiva de género e interseccional en todas las 
medidas y respuestas relativas a los migrantes y refugiados que permita llegar a la comprensión 
de las situaciones y necesidades de cada grupo poblacional, basada en el género, la edad y otras 
construcciones sociales, como la orientación sexual, expresión de género, entre otros.



15Violencia basada en género contra mujeres migrantes en el Perú

3.1.3. DECISIONES INTERNACIONALES SOBRE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE VIOLENCIA 
BASADA EN GÉNERO EN POBLACIÓN MIGRANTE Y REFUGIADA

3.1.3.1. Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos

a)	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer

Mujeres migrantes y el derecho a una vida libre de violencia

Recomendación general n.° 35 sobre la violencia por razón de género contra la mujer, por la que 
se actualiza la recomendación general n.° 19

Respecto de la discriminación contra la mujer, el Comité señala que tanto en la Recomendación 
General n.° 28 y n.° 33 confirman que la discriminación contra la mujer está inseparablemente 
vinculada a otros factores que afectan a su vida, siendo alguno de ellos: la solicitud de asilo, la 
condición de refugiada, el estatus migratorio, así como la trata de mujeres, la lejanía geográfica, 
entre otras6. Por ello, el Comité reconoce que dado que las mujeres experimentan formas 
múltiples e interrelacionadas de discriminación, la violencia por razón de género puede afectarlas 
en distinta medida, o en distintas formas, por lo que el Estado requiere brindar respuestas jurídicas 
y normativas adecuadas7.

Asimismo, el Comité señala que la violencia por razón de género se ve agravada por factores 
culturales, económicos, ideológicos, tecnológicos, políticos, religiosos, sociales y ambientales, 
como se pone de manifiesto, entre otras cosas, en los contextos del desplazamiento y la migración. 
Además, indica que este tipo de violencia también se ve afectada por las crisis políticas, económicas 
y sociales, las emergencias humanitarias, entre otras8.

De manera específica, con relación a las mujeres migrantes, recomienda que los Estados parte 
deroguen las leyes consuetudinarias, religiosas, indígenas, y todas las disposiciones jurídicas que 
discriminan a la mujer que —de ese modo— consagran, alientan, facilitan, justifican o toleran 
toda forma de violencia por razón de género9. En particular, recomienda derogar lo siguiente:

iii) Todas las leyes que impidan a las mujeres denunciar la violencia por razón de género o las 
disuadan de hacerlo, como las leyes de tutela que privan a las mujeres de su capacidad jurídica o 
limitan la posibilidad de las mujeres con discapacidad de declarar ante un tribunal, la práctica de la 
denominada “custodia precautoria”, las leyes de inmigración restrictivas que disuadan a las mujeres, 
en particular las trabajadoras domésticas migrantes, de denunciar ese tipo de violencia y las leyes 
que permitan la doble detención en casos de violencia doméstica o el procesamiento de las mujeres 
cuando el autor es absuelto (punto 29. c.iii).

6 Punto 12.
7 Punto 12.
8 Punto 14.
9 De conformidad con las orientaciones previstas en la Recomendación General n.° 33.
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Como se puede observar, el Comité recomienda que se derogue toda forma de normativa que 
impida o disuada a las mujeres migrantes a denunciar la violencia de género.

Derecho al acceso a la justicia de las mujeres migrantes

Recomendación general n.° 33 sobre el acceso de las mujeres a la justicia

En la Recomendación General n.° 33, el Comité señala que la discriminación contra la mujer se 
ve agravada por factores interseccionales que las afectan en diferente grado o forma que a los 
hombres e incluso a otras mujeres.

Las causas de la discriminación, interseccional o compuesta, pueden incluir el origen nacional, el 
estado civil y/o maternal, la localización urbana o rural, entre otros. Estos factores interseccionales, 
según indica el Comité, dificultan a las mujeres pertenecientes a esos grupos el acceso a la justicia.

Asimismo, se considera que otros factores que entorpecen el acceso de las mujeres a la justicia 
son la trata, la búsqueda de asilo, los desplazamientos internos, las migraciones, etc.

Respecto de la accesibilidad a los sistemas de justicia, el Comité realiza una serie de recomendaciones 
a los Estados parte, siendo una de ellas que establezcan centros de acceso a la justicia, como 
“centros de atención integral”, que incluyan una gama de servicios jurídicos y sociales, a fin de 
reducir el número de pasos que deben realizar las mujeres para obtener acceso a la justicia. Esos 
centros deben proporcionar asesoramiento jurídico y asistencia, iniciar el procedimiento judicial, 
y coordinar los servicios de apoyo para las recurrentes en todas las esferas, como la violencia 
contra la mujer, la inmigración, entre otros. Asimismo, estos servicios deben ser accesibles para 
todas las personas que deseen acudir a ellos.

El Comité también señala que debe garantizarse a las mujeres, en pie de igualdad, la disponibilidad 
y el acceso a mecanismos y recursos judiciales y cuasi judiciales en virtud del derecho 
administrativo, social y laboral. Las esferas que suelen quedar comprendidas en el ámbito de las 
leyes administrativas, sociales y laborales, de particular importancia para ellas, son, entre otras, 
los servicios de salud, migración y asilo.

Protección de las personas refugiadas, asiladas y apátridas

Recomendación General n.° 32 sobre las dimensiones de género del estatuto de refugiada, el 
asilo, la nacionalidad y la apatridia de las mujeres

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, a través de la Recomendación 
General n.° 32, busca proporcionar a los Estados parte una orientación autorizada sobre medidas 
legislativas y de políticas, y otras medidas apropiadas para garantizar el cumplimiento de sus 
obligaciones, en virtud de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer y su Protocolo Facultativo sobre la no discriminación y la igualdad de género en 



17Violencia basada en género contra mujeres migrantes en el Perú

relación con el estatuto de refugiada, el asilo, la nacionalidad y la apatridia de las mujeres.

Con relación a la violencia basada en género, el Comité considera que, de conformidad con lo 
establecido en el literal d) del artículo 2 de la Convención, los Estados parte se comprometen a 
abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de discriminación contra la mujer y velar por que las 
autoridades e instituciones públicas actúen de conformidad con esta obligación.

Ese compromiso incluye el mandato de los Estados parte de proteger a las mujeres contra la 
exposición a un peligro real, personal y previsible de formas graves de discriminación, incluida 
la violencia basada en el género, independientemente de si esas consecuencias tendrían lugar 
fuera de los límites territoriales del Estado emisor: si un Estado parte toma una decisión con 
respecto a una persona bajo su jurisdicción, y la consecuencia necesaria y previsible es que los 
derechos fundamentales de esa persona, en virtud de la Convención, resultaran violados en 
otra jurisdicción, el propio Estado parte estaría en violación de la misma. La previsibilidad de 
la consecuencia implicaría una violación actual del Estado parte, aunque las consecuencias solo 
fueran a producirse más tarde.

Por lo anterior, el Comité considera que los Estados parte tienen la obligación de garantizar que 
ninguna mujer sea expulsada o devuelta a otro Estado en el que su vida, su integridad física, su 
libertad y su seguridad personales se verían amenazadas o en el que estaría en riesgo de ser 
objeto de formas graves de discriminación, como actores de persecución o violencia, por razón de 
género y dependiendo de las circunstancias que medien en cada caso10.

Asimismo, el Comité señala que los Estados parte deben adoptar medidas legislativas, y de otra 
índole, para respetar el principio de no devolución y tomar todas las medidas necesarias para 
velar por que las víctimas de formas graves de discriminación, como la persecución por razón de 
género, que necesitan protección, independientemente de su situación o su lugar de residencia, 
no sean devueltas en ninguna circunstancia a un país en el que sus vidas correrían peligro o en el 
que podrían ser objeto de formas graves de discriminación, como la violencia por razón de género 
o de tortura o tratos o penas inhumanos o degradantes11.

Recomendación General n.° 28 relativa al artículo 2 de la Convención sobre la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, mediante la Recomendación 
General n.° 28, procura aclarar el alcance y el significado del artículo 2 de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (la Convención), en el que 
se establecen medios para que los Estados parte apliquen a nivel nacional las disposiciones 
sustantivas de la Convención.

Respecto de las mujeres migrantes, el Comité señala que las obligaciones de los Estados parte se 
10 Punto 23.
11 Punto 37.
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aplican sin discriminación tanto a los ciudadanos como a los no ciudadanos, incluidos los refugiados 
y los trabajadores migratorios. Asimismo, los Estados parte son responsables de todos sus actos 
que afecten a los derechos humanos, independientemente de que las personas afectadas estén 
o no en su territorio.

Asimismo, los Estados parte tienen la obligación de “seguir, por todos los medios apropiados” 
una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer12. Esto significa que el Estado 
parte debe evaluar de inmediato la situación de jure y de facto de la mujer, a fin de adoptar 
medidas concretas para formular y aplicar una política claramente orientada con el objetivo de 
eliminar por completo todas las formas de discriminación y alcanzar la igualdad sustantiva entre la 
mujer y el hombre13. De manera adicional, el Comité señala que en la política se deberá establecer 
que las mujeres que se encuentren en la jurisdicción del Estado parte, incluidas las migrantes y 
refugiadas, son titulares de derechos, poniendo particular énfasis en los grupos de mujeres más 
marginadas y que pueden ser víctimas de varias formas de discriminación a la vez14.

Trabajadoras migratorias y violencia

Recomendación general n.° 26 sobre las trabajadoras migratorias15

El Comité de la Cedaw en la presente recomendación señala cómo el impacto de la migración es 
diferente en mujeres y hombres:

5. Aunque tanto los hombres como las mujeres migran, la migración no es un fenómeno independiente 
del género. La situación de las mujeres migrantes es diferente en lo que respecta a los cauces legales 
de migración, los sectores a los que migran, los abusos de que son víctimas y las consecuencias 
que sufren por ello. Para comprender las formas concretas en que resultan afectadas las mujeres, 
es menester examinar la migración de la mujer desde la perspectiva de la desigualdad entre los 
géneros, las funciones tradicionales de la mujer, el desequilibrio del mercado laboral desde el punto 
de vista del género, la prevalencia generalizada de la violencia por motivo de género y la feminización 
de la pobreza y la migración laboral a nivel mundial. La incorporación de una perspectiva de género 
reviste, por tanto, una importancia esencial para el análisis de la situación de las mujeres migrantes 
y la elaboración de políticas para combatir la discriminación, la explotación y el abuso de que son 
víctimas.

Respecto de la violencia de género que sufren las mujeres trabajadoras migratorias, el Comité 
señala que ellas son más vulnerables al abuso sexual, el acoso sexual y la violencia física, 
particularmente en los sectores donde predomina la mujer. Así, resalta lo siguiente:

a) Las empleadas domésticas migrantes son particularmente vulnerables a los maltratos físicos y 
12 Punto 23
13 Punto 24.
14 Punto 26.
15 COMITÉ PARA LA ELIMINACIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER. Recomendación general No. 26 sobre las 
trabajadoras migratorias. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://tbinternet.ohchr.org/Treaties/CEDAW/Shared%20
Documents/1_Global/CEDAW_C_2009_WP-1_R_7138_S.pdf
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sexuales, la privación de alimentos y del sueño, y la crueldad de sus empleadores.

b) El acoso sexual de las trabajadoras migratorias empleadas en otros entornos laborales, como la 
agricultura y el sector industrial, es un problema de alcance mundial. 

c) Las trabajadoras que migran como esposas de trabajadores migratorios o junto con sus familiares 
corren —además— el riesgo de ser víctimas de la violencia a manos de sus propios maridos o 
familiares cuando vienen de sociedades en que se considera importante la sumisión de la mujer16.

Asimismo, el Comité señala que el acceso de las trabajadoras migratorias a la justicia puede ser 
limitado. Así, por ejemplo, se han constado diversos obstáculos formales y prácticos que pueden 
impedir el acceso a los recursos jurídicos:

a) En algunos países se restringe el recurso de las trabajadoras migratorias a la justicia para 
reclamar contra la violencia sexual o por motivo de género.

b) Las trabajadoras migratorias no siempre reúnen los requisitos para acceder a servicios 
gubernamentales gratuitos de asistencia jurídica; a ello se suman muchas veces otros obstáculos, 
como la falta de atención y la hostilidad de algunos funcionarios. 

c) Se ha tomado conocimiento sobre casos de abuso sexual, violencia y otras formas de 
discriminación contra las trabajadoras migratorias, cometidos por diplomáticos que disfrutaban 
de inmunidad diplomática.

d) La existencia de vacíos en la legislación puede hacer que pierdan su permiso de trabajo si 
informan de actos de abuso o discriminación, y no pueden, entonces, costear su permanencia en 
el país durante el juicio.

e) Las trabajadoras migratorias no siempre dominan el idioma del país y desconocen sus derechos.

f) Sufren de falta de movilidad, ya que a menudo son confinadas por sus empleadores o parejas, 
y dependen de ellas por lo que no están muchas veces al corriente de las embajadas ni de los 
servicios a su disposición.

g) El temor a las represalias de las que trabajan en sectores vinculados a redes delictivas les 
impiden presentar denuncias, entre otras17.

Además, el Comité subraya que las trabajadoras indocumentadas son particularmente vulnerables 
a la explotación y el abuso en razón de su estatus migratorio irregular; esto exacerba su exclusión 
y el riesgo de explotación18.

16 Punto 20.
17 Punto 21.
18 Punto 22.
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Frente a esta situación, el Comité recomienda a los Estados parte, en que trabajan las mujeres 
migrantes, adoptar todas las medidas pertinentes para garantizar la no discriminación y la igualdad 
de derechos de las trabajadoras migratorias. Entre las medidas vinculadas de manera explícita a la 
violencia basa en género destacan las siguientes:

i) Acceso a los servicios: los Estados Partes deben velar por que las trabajadoras migratorias 
dispongan de servicios adecuados desde el punto de vista lingüístico y cultural, en que se tengan en 
cuenta las cuestiones de género; por ejemplo, […] alojamiento de emergencia, atención de la salud, 
servicios de policía, […] programas especialmente concebidos para las trabajadoras migratorias […] 
víctimas de violencia en el hogar. Las víctimas de abusos deben tener derecho a los servicios sociales 
y de emergencia pertinentes, sea cual fuere su estatus migratorio (artículos 3, 5 y 12);

j) Derechos de las trabajadoras migratorias detenidas, incluidas las indocumentadas: los Estados 
Partes deben asegurar que las trabajadoras migratorias detenidas no sufran discriminación ni sean 
víctimas de actos de violencia por motivo de género, […].

l) Protección de las trabajadoras migratorias indocumentadas: debe prestarse especial atención a 
la situación de las mujeres indocumentadas. Independientemente del estatus migratorio irregular 
de las trabajadoras migratorias indocumentadas, los Estados Partes tienen la obligación de proteger 
sus derechos humanos básicos. Las trabajadoras migratorias indocumentadas deben tener acceso 
a recursos jurídicos y reparación en situaciones que entrañen riesgos para su vida o tratos crueles o 
degradantes, […] o si son víctimas de abusos sexuales o físicos por parte de sus empleadores u otras 
personas. En caso de arresto o detención, los Estados Partes deben velar por que las trabajadoras 
migratorias indocumentadas reciban un trato humano y tengan acceso a las garantías procesales 
que prescribe la ley, incluida la prestación de asistencia jurídica gratuita. A tal fin, los Estados Partes 
deberían derogar o modificar las leyes o prácticas que impidan a las trabajadoras migratorias 
indocumentadas recurrir a los tribunales u otros mecanismos de reparación. De ser inevitable la 
deportación, los Estados Partes deberían examinar cada caso individualmente y tener debidamente 
en cuenta las circunstancias relacionadas con el género y el riesgo de que se violen en el país de 
origen los derechos humanos de la deportada (artículo 2 c), e) y f)).

Derecho al acceso a la salud de las mujeres migrantes 

Recomendación general n.° 24. Artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer-La mujer y la salud

El Comité recuerda, en la Recomendación general n.° 24, que hay factores sociales que determinan 
el estado de salud de las mujeres y los hombres, y que incluso pueden variar entre las propias 
mujeres. Por ello, debe prestarse especial atención a las necesidades y los derechos en materia 
de salud de las mujeres pertenecientes a grupos vulnerables y desfavorecidos como los de las 
migrantes, las refugiadas, entre otras19.

Respecto de la violencia por motivos de género, el Comité resalta que es una cuestión relativa 
a la salud de importancia crítica para la mujer, por lo que los Estados parte deben garantizar lo 
19 Punto 6.
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siguiente:

a) La promulgación y aplicación eficaz de leyes y la formulación de políticas, incluidos los protocolos 
sanitarios y procedimientos hospitalarios, que aborden la violencia contra la mujer y los abusos 
deshonestos de las niñas, y la prestación de los servicios sanitarios apropiados;

b) La capacitación de los trabajadores de la salud sobre cuestiones relacionadas con el género de 
manera que puedan detectar y tratar las consecuencias que tiene para la salud la violencia basada 
en el género;

c) Los procedimientos justos y seguros para atender las denuncias e imponer las sanciones 
correspondientes a los profesionales de la salud culpables de haber cometido abusos sexuales 
contra las pacientes;

d) La promulgación y aplicación eficaz de leyes que prohíben la mutilación genital de la mujer y el 
matrimonio precoz.

Asimismo, el Comité señala que los Estados parte deben velar porque las mujeres en circunstancias 
especialmente difíciles, como las que se encuentren en situaciones de conflicto armado y las 
refugiadas, reciban suficiente protección y servicios de salud, incluidos el tratamiento de los 
traumas y la orientación pertinente20.

Recomendaciones específicas al Perú

Observaciones finales sobre los informes periódicos séptimo y octavo combinados del Perú (2014)

En esta Observación Final, el Comité lamenta la falta de información específica por parte del 
Estado peruano con respecto a las medidas dirigidas a abordar la discriminación y la violencia 
a las que se enfrentan determinados grupos desfavorecidos de mujeres, tales como las mujeres 
migrantes y otras mujeres que afrontan formas múltiples e interrelacionadas de discriminación.

Orientaciones en el marco del COVID-19

Nota con orientaciones: Cedaw y COVID-19

En esta nota, el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer expresa su 
profunda preocupación por las desigualdades agravadas y el riesgo más elevado de violencia de 
género y discriminación que están sufriendo las mujeres como consecuencia de la crisis actual 
provocada por el COVID-19. En ese sentido, recomienda a los Estados parte adoptar medidas 
específicas dirigidas a las mujeres en situación de desventaja, tales como las mujeres migrantes 
víctimas de violencia:

Asegurar el acceso adecuado a alimentación, agua y saneamiento de las mujeres y niñas en 
situación de pobreza mediante, entre otras medidas, el suministro de alimentos y mejoras en las 

20 Punto 16.



22 Defensoría del Pueblo - Fondo de Población de las Naciones Unidas en el Perú (UNFPA)

correspondientes infraestructuras necesarias. Garantizar que las mujeres y niñas migrantes, e 
incluso las que se encuentren en situación irregular y sin seguro médico, gocen de acceso adecuado 
a la atención sanitaria, y que los proveedores de servicios de atención sanitaria no estén obligados a 
informar de su situación a las autoridades competentes en materia de inmigración.

Respecto de la violencia basa en género durante la pandemia del COVID-19, la CEDAW recomienda 
a los Estados fortalecer la protección y prevención de las mujeres y niñas adoptando diversas 
medidas. Sobre el particular, menciona lo siguiente:

3. Proteger a las mujeres y niñas de la violencia de género: durante el confinamiento, las mujeres 
y niñas se enfrentan a mayor riesgo de violencia de género de tipo doméstico, sexual, económico 
y psicológico, además de otros tipos, a manos de parejas, familiares y cuidadores abusivos, y en 
comunidades rurales. Los Estados parte tienen la obligación de proteger a la mujer y prevenir la 
violencia de género contra ella, exigiendo responsabilidades a los autores. Los Estados parte deben 
garantizar el acceso efectivo de las mujeres y niñas víctimas de la violencia de género o en situación 
de riesgo de serlo, incluidas las que viven en instituciones, a la justicia, y en particular a órdenes de 
alejamiento, asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación. En los 
planes nacionales de respuesta al COVID-19 se debe otorgar prioridad, incluso en zonas rurales, a 
la disponibilidad de casas de acogida seguras, líneas telefónicas y servicios remotos de orientación 
psicológica, y sistemas de seguridad especializados y eficaces que sean inclusivos y accesibles, y es 
necesario abordar los problemas de salud mental de la mujer, que son consecuencia de la violencia y 
el aislamiento social, y las consiguientes depresiones. Los Estados parte han de desarrollar protocolos 
para la atención de las mujeres que no puedan acceder a estos servicios por estar expuestas al riesgo 
de contraer el COVID-19, y estos protocolos han de incluir medidas para asegurar una cuarentena 
segura y acceso a las pruebas.

Así, el Comité de la Cedaw recomienda que los Estados cuenten con casas de acogida seguras, líneas 
telefónicas y servicios remotos de orientación psicológica, sistemas de seguridad especializados y 
eficaces que sean inclusivos y accesibles, atención de la salud mental, desarrollar protocolos para 
la atención de las mujeres que no puedan acceder a los servicios que brinda el Estado por estar 
expuestas al riesgo de contraer el COVID-19, entre otros.

b)	 Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus 
Familiares

Observación General n.° 1 sobre los trabajadores domésticos migratorios

El Comité, en la Observación General n.° 1, resalta que las personas trabajadoras domésticas 
migratorias tienen un riesgo mayor de sufrir determinadas formas de explotación y maltrato, 
porque son más vulnerables a encontrarse en una situación de aislamiento y dependencia, que 
puede caracterizarse por los siguientes elementos:

[…] el aislamiento que representa la vida en un país extranjero, en el que a menudo se habla un 
idioma distinto, lejos de la familia; la falta de sistemas de apoyo básico y el desconocimiento de la 
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cultura y la legislación nacional en materia de trabajo y migración; y la dependencia del migrante 
respecto del empleo y del empleador a causa de las deudas contraídas para migrar, su estatuto 
jurídico, las prácticas de los empleadores que restringen su libertad para abandonar el lugar de 
trabajo, el simple hecho de que su lugar de trabajo es también a veces su único alojamiento y la 
dependencia de los familiares que dejaron en su país de origen de las remesas enviadas por el 
migrante.

Asimismo, el Comité señala las mujeres trabajadoras domésticas migratorias enfrentan otros 
riesgos por el hecho de ser mujeres, como la violencia de género. Y esta situación de vulnerabilidad 
se agrava cuando se encuentran no documentadas o en situación irregular, especialmente, porque 
suelen correr el riesgo de expulsión si se ponen en contacto con las autoridades para solicitar 
protección frente a los abusos de un empleador.

Por lo anterior, el Comité señala que, considerando que la mayoría de las personas trabajadoras 
domésticas son mujeres y niñas, y tomando en consideración la distinción de géneros en el 
mercado laboral, la prevalencia universal de la violencia de género y la feminización de la pobreza, 
y la migración laboral en todo el mundo, recomienda que los Estados incorporen la perspectiva de 
género en las acciones que adopten para comprender los problemas específicos y prever recursos 
contra la discriminación basada en el género a la que se exponen a lo largo de todo el proceso de 
migración las mujeres.

Observación general n.° 2 sobre los derechos de los trabajadores migratorios en situación 
irregular y de sus familiares21

Respecto de la protección contra la violencia, el Comité señala que las/los trabajadoras/es 
migratorias/os en situación irregular, en particular las mujeres, corren un mayor riesgo de ser 
objeto de malos tratos y de otras formas de violencia, tanto por parte de agentes privados como 
de funcionarios del Estado. Entre las formas de violencia, menciona la violencia sexual, las palizas, 
las amenazas, los abusos psicológicos y la denegación del acceso a atención médica.

Asimismo, el Comité señala que el artículo 16, párrafo 2, de la Convención Internacional sobre la 
Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares establece que 
los Estados parte tienen la obligación de proteger a todas/os las/los trabajadoras/es migratorias/
os y sus familiares de la violencia, el daño corporal, las amenazas y la intimidación, ya sea por 
parte de funcionarios públicos o de particulares, grupos o instituciones. En ese sentido, el Comité 
señala que dicha obligación requiere que los Estados parte realicen las siguientes acciones:

•	 Aprueben y apliquen legislación que prohíba esos actos.

•	 Investiguen con eficacia los casos de malos tratos y violencia.

21 COMITÉ DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE TODOS LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES. Observación 
general Nº 2 sobre los derechos de los trabajadores migratorios en situación irregular y de sus familiares Recuperado el 2 de marzo 
de 2021 de https://www.mre.gov.py/SimorePlus/Adjuntos/Informes/CMW%20N%C2%BA%202.pdf
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•	 Procesen y castiguen con penas adecuadas a los responsables de esos actos.

•	 Proporcionen una reparación adecuada a las víctimas y a sus familiares.

•	 Proporcionen a los funcionarios formación en materia de derechos humanos; y

•	 Vigilen de manera efectiva el comportamiento de los funcionarios del Estado y reglamenten 
el de las personas físicas y las entidades privadas, a fin de prevenir esos actos.

c)	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Observación General n.° 20. La no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales 
(artículo 2, párrafo 2, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)

El Comité reconoce que todos los derechos reconocidos en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales son aplicables a todas las personas, incluidas las no nacionales, 
refugiadas, solicitantes de asilo, apátridas, trabajadoras migratorias y víctimas de la trata 
internacional, independientemente de su condición jurídica y de la documentación que posean22.

d)	 Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes

Informe Los derechos humanos de las personas migrantes: buenas prácticas e iniciativas en el 
ámbito de la legislación y las políticas migratorias con perspectiva de género (2019)23

En este informe, el Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes presenta las 
principales dificultades de los Estados en el ámbito de la legislación y las políticas migratorias con 
perspectiva de género:

a) Falta de un enfoque firme con perspectiva de género en la gobernanza en materia de migración.

b) Falta de estadísticas y datos desglosados por sexo en el ámbito de la migración.

c) Condiciones de acogida inadecuadas.

d) Devolución y regreso forzado.

e) Efecto negativo en el derecho a la unidad familiar.

f) Falta de acceso oportuno a información pertinente y actualizada.

g) Acceso insuficiente a asistencia médica, incluso en materia de salud sexual y reproductiva.

22 Punto 30.
23 NACIONES UNIDADAS. Los derechos humanos de las personas migrantes: buenas prácticas e iniciativas en el ámbito de la 
legislación y las políticas migratorias con perspectiva de género. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://undocs.org/
es/A/74/191
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h) Restricciones a la libertad de circulación.

i) Discriminación que repercute en los derechos laborales, y 

j) Menor protección de los derechos y menor protección ante todas las formas de violencia, 
explotación y abuso.

Respecto al último punto, el Relator resalta que cuando las mujeres y las niñas migrantes se 
encuentran en una situación irregular, es menos probable que denuncien la violencia sufrida por 
ellas mismas o por miembros de su familia ante el temor de ser detenidas o deportadas. Asimismo, 
indica que cuando los Estados pasan por alto la experiencia vivida por las mujeres migrantes y 
no aplican un análisis interseccional, estas mujeres encuentran obstáculos considerables cuando 
tratan de denunciar abusos por motivos de género. Así, por ejemplo, supeditar la adquisición 
de un estatus migratorio regular a la cooperación con las fuerzas del orden o con funcionarios 
gubernamentales, también merma la capacidad de las mujeres y las niñas migrantes de pedir y 
obtener protección24.

Entre las recomendaciones brindadas por el Relator vinculadas a la violencia basada en género, 
resaltan las referidas a la necesidad de incrementar las vías regulares migratorias, políticas 
migratorias con enfoque de género, brindar información a las personas migrantes sobre violencia 
de género y los servicios que brinda el Estado, brindar asistencia incondicional y apoyo integrado 
a las víctimas:

14. Los Estados deben incrementar las vías regulares de que disponen las mujeres y las niñas 
migrantes para entrar y permanecer en el país a fin de que mejore el goce de sus derechos. Se tienen 
pruebas de que las mujeres y las niñas que migran por rutas migratorias irregulares corren mayor 
peligro de violencia, explotación y discriminación.

115. Los Estados deben también elaborar políticas migratorias basadas en los derechos humanos, 
receptivas a las cuestiones de género y adaptadas a las necesidades de la infancia que reconozcan 
la independencia y la capacidad de acción de las mujeres y las niñas migrantes y promuevan su 
empoderamiento y su liderazgo. Partiendo de que las mujeres y los hombres migrantes encuentran 
dificultades distintas, esas políticas deben atender las necesidades y dificultades concretas de todas 
las personas migrantes, incluidas las mujeres y las niñas. En consecuencia, los Estados tienen, entre 
otras cosas, las obligaciones siguientes:

[…]

i) Impartir antes de la partida formación que tenga en cuenta las necesidades de protección de 
todas las personas migrantes, entre ellas las mujeres y las niñas; esa formación debe centrarse en 
la reducción de la vulnerabilidad e incorporar información sobre la violencia de género, así como 
la dimensión de género de la trata de personas, en particular cuando tiene como fin la explotación 
sexual, así como medidas prácticas, como el fomento de la conciencia de las diferencias culturales 
desde la óptica del género, conocimientos de idiomas, la comunicación de números telefónicos de 

24 Punto 101 y 102.
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emergencia y aclaraciones sobre las leyes, los reglamentos y los sistemas locales;

k) Encargarse de identificar tempranamente a las mujeres y las niñas migrantes que pudieran 
ser víctimas de violencia de género o de trata de personas centrándose en la detección de las 
vulnerabilidades, empezando por la ubicación de los puntos de entrada en el país, rebajar el umbral 
del nivel de pruebas que debe emplearse en los procesos de identificación y prestar asistencia y 
protección siempre que quepa suponer que una persona es víctima de violencia de género o trata; 
esa asistencia deberá prestarse independientemente de si el delincuente es identificado, enjuiciado 
o condenado y al margen del estatuto jurídico, el origen étnico y la nacionalidad de la persona o de 
su nivel de cooperación en las actuaciones penales;

m) Velar por que exista un cortafuegos claro entre las autoridades policiales locales y las de 
inmigración para fomentar la denuncia de delitos, en particular de casos de violencia de género; 
es importante que se preste a los supervivientes de violencia, incluidos los de violencia de género, 
asistencia incondicional, así como apoyo integrado, con independencia de si el delincuente es 
identificado, enjuiciado o condenado y al margen del estatus migratorio de la persona.

3.1.3.2. Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos

a)	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)

Informe Debido proceso en los procedimientos para la determinación de la condición de persona 
refugiada, y apátrida y el otorgamiento de protección complementaria25

El informe, publicado en agosto del 2020, busca recopilar las normas y estándares más altos en 
materia de derechos humanos y del derecho internacional de los refugiados, así como las mejores 
prácticas de los Estados de la región, relativas al derecho a buscar y recibir asilo, la protección 
complementaria y la apatridia. 

La CIDH menciona que las personas migrantes, y aquellas sujetas a protección internacional, a 
menudo enfrentan formas transversales de discriminación, no solo a causa de la xenofobia y el 
racismo, sino también en razón de su género, entre otras.

Señala que esto ha sido reconocido, a nivel internacional, por diferentes órganos de protección de 
derechos humanos como la Corte Interamericana que señaló que generalmente:

[…] los migrantes se encuentran en una situación de vulnerabilidad como sujetos de derechos 
humanos, en una condición individual de ausencia o diferencia de poder con respecto a los 
no migrantes (nacionales o residentes). Esta condición de vulnerabilidad tiene una dimensión 
ideológica y se presenta en un contexto histórico que es distinto para cada Estado, y es mantenida 
por situaciones de jure (desigualdades entre nacionales y extranjeros en las leyes) y de facto 
(desigualdades estructurales). Esta situación conduce al establecimiento de diferencias en el acceso 

25	  COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Debido proceso en los procedimientos
para la determinación de la condición de persona refugiada y apátrida, y el otorgamiento de protección complementaria. Recupe-
rado el 2 de marzo de 2021 https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/DebidoProceso-ES.pdf
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de unos y otros a los recursos públicos administrados por el Estado.

Asimismo, la CIDH señala que las personas migrantes y sujetas de protección internacional, al igual 
que las personas nacionales de un Estado, tienen derecho al respeto y garantía de sus derechos 
humanos y a que los Estados establezcan mecanismos para su protección. Y considera que las 
únicas limitaciones que se prevén son el derecho a entrar, circular y residir en un país, el cual se 
encuentra restringido a aquellas personas que no cuenten con la autorización legal para hacerlo, y 
ciertos derechos políticos que se encuentran previstos únicamente para las personas ciudadanas. 
Así, la CIDH resalta que las personas migrantes, y sujetas de protección internacional, tienen 
derecho a que se les respeten y garanticen los derechos reconocidos en la Convención Americana 
en igualdad de condiciones con las demás personas y solo con las limitaciones anteriormente 
mencionadas.

No obstante, la CIDH reconoce que la existencia de situaciones de discriminación o diferenciación 
negativa de los derechos de los migrantes, exige de los Estados la adopción de medidas positivas 
que permitan a las personas la utilización de los servicios legales en igualdad real de condiciones26.

Con relación a los derechos y las garantías procesales en el marco del reconocimiento de estatutos 
de protección, de manera específica con relación al derecho a un traductor y/o intérprete gratuito, 
la CIDH establece que los Estados deben valorar la necesidad de contar con personas intérpretes 
mujeres para los casos que involucren violencia sexual y/o de género:

Las personas que trabajan como traductoras e intérpretes tienen una función primordial en asegurar 
el debido proceso y el acceso a la justicia de las personas sujetas de protección internacional. Es 
por lo anterior que resulta de extrema utilidad la elaboración de guías sobre su rol, así como una 
capacitación adecuada que incluya temas de sensibilidad y confidencialidad. En particular, resulta 
fundamental asegurar que se cumpla con el objetivo de la traducción y que se logre mandar el mensaje 
de manera precisa, adecuada y confiable de un lenguaje al otro. Para lo anterior, es importante que 
la persona que actúe como intérprete no dé consejos o exprese sus opiniones durante el proceso y 
que no existan conflictos de interés, asegurando que se den a conocer todos los factores que puedan 
comprometer su imparcialidad, como conocer personalmente a un solicitante o haber recibido 
amenazas u ofertas de soborno. Asimismo, se debe valorar la necesidad de contar con intérpretes 
mujeres, especialmente para los casos que involucren violencia sexual y/o de género.

De otro lado, en el presente informe, la CIDH incorpora un anexo denominado Guía rápida sobre 
normas, principios, y estándares de debido proceso en los procedimientos para la determinación 
de la condición de persona refugiada, apátrida y el otorgamiento de protección complementaria. 
Esta guía, según lo señala la CIDH, es una herramienta que sirve de orientación para los Estados 
miembros de la OEA sobre “cómo cumplir con diversas obligaciones relacionadas con la 
protección integral de los derechos humanos de todas las personas en situación de movilidad 
humana, como las personas migrantes, refugiadas, apátridas, solicitantes de asilo y de protección 
complementaria, y con distintas necesidades de protección”. En esta guía se hace mención 

26 Punto 102.
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particular a la obligación de los Estados con relación a la violencia basada en género que puedan 
sufrir las personas solicitantes de refugio: “Los Estados deben proporcionar los medios adecuados 
para recibir y procesar denuncias relativas a delitos y afectaciones de derechos sufridos por las 
personas solicitantes a lo largo de su itinerario migratorio, como la trata, extorsión, violencia 
sexual, que les llegue a conocimiento durante el proceso de refugio o otorgamiento de protección 
complementaria/apatridia”.

Informe Violencia y discriminación contra mujeres, niñas y adolescentes: buenas prácticas y 
desafíos en América Latina y en el Caribe27

El informe temático procura analizar buenas prácticas identificadas en la región para el avance 
de los derechos de las mujeres y niñas, al tiempo que pretende visibilizar las temáticas de 
especial preocupación en América Latina y en el Caribe con el fin de avanzar en la comprensión y 
respuesta a estos problemas de derechos humanos. Se adjunta al informe el Anexo 1, “Principales 
estándares y recomendaciones en materia de violencia y discriminación contra mujeres, niñas y 
adolescentes”,

En varios extremos de este anexo, la CIDH hace referencia a la relación entre personas migrantes 
y violencia. Así, señala que, anteriormente, ha establecido que la discriminación no afecta a todas 
las mujeres por igual, y ha considerado que existen mujeres que están expuestas a un mayor riesgo 
de violación de sus derechos como resultado de la intersección de varios factores en adición a su 
género, como las mujeres que se encuentran en contextos particulares de riesgo tales como las 
mujeres migrantes y refugiadas. 

En ese marco, la CIDH ha brindado diversas recomendaciones a los Estados, siendo una de ellas 
las relativas a la recopilación y disposición de información integral, consolidada, desagregada, 
periódica y pública relativa a la violencia de género y discriminación contra mujeres, niñas y 
adolescentes. Sobre el particular, la CIDH recomendó a los Estados lo siguiente:

[…] que dispongan de mecanismos para recopilar datos y disponer de información completa, 
desglosada y confiable de manera periódica, cumpliendo con su obligación de hacerla pública. 
En particular, desarrollar protocolos de recolección, registro y sistematización de la información, 
especialmente en los sistemas judiciales, que reflejen la situación específica de las mujeres de distinta 
edad, origen étnico o grupo social, […] estatus migratorio, […] y otras características pertinentes a los 
contextos nacionales.

Asimismo, la CIDH recomienda que las medidas de recolección de información deben prestar 
especial atención a la situación de las mujeres migrantes.

De otro lado, con relación a los estándares relativos a estereotipos y patrones socioculturales 
discriminatorios y su impacto en el derecho a una vida libre de violencia, la CIDH afirma que el 

27 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Violencia y discriminación contra  las mujeres, niñas y adolescentes. 
Recuperado el 2 de marzo de 2021 de http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ViolenciaMujeresNNA.pdf
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uso de estereotipos basados en género, en adición a otros estereotipos, agrava la situación de 
vulnerabilidad de ciertas mujeres, niñas y adolescentes. Sobre las mujeres migrantes señala la 
CIDH que “la inserción de las mujeres migrantes en las cadenas globales de cuidados perpetúa 
la reproducción de esquemas de género al seguir asignando a las mujeres roles y estereotipos 
tradicionales que tienden a perpetuar la visión de mujer como cuidadora, ama de casa y 
responsable del ámbito doméstico”. Asimismo, la CIDH señala que ha recibido información que 
da cuenta de la violencia y discriminación que enfrentan las mujeres migrantes durante todo el 
proceso migratorio en el destino, tránsito y origen, resultando en grave riesgo de ser víctimas de 
tráfico de personas y de sufrir diversas formas de explotación como explotación laboral o sexual.

De otro lado, en el marco de las estrategias para enfrentar la violencia y la discriminación, la CIDH 
recomienda que los Estados adopten medidas que consideren el acceso a una educación sexual 
de calidad adaptada a la edad, y a servicios de salud sexual y reproductiva accesibles. Asimismo, 
la CIDH recuerda que las niñas y las adolescentes migrantes, así como de grupos tradicionalmente 
excluidos y discriminados, enfrentan mayor discriminación y obstáculos para acceder al ejercicio 
de sus derechos, y suelen ser más vulnerables a ser víctimas de diversas formas de violencia y de 
explotación28.

Informe Derechos humanos de migrantes, refugiados, apátridas, víctimas de trata de personas 
y desplazados internos: Normas y Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
29

La Comisión Interamericana señala que la situación de violencia y discriminación que enfrentan las 
mujeres migrantes ha estado históricamente invisibilizada en la agenda pública y en los sistemas 
judiciales de diversos países del hemisferio. Asimismo, menciona que con frecuencia las mujeres 
y niñas migrantes tienen que enfrentar situaciones adicionales de violencia y discriminación por 
razón de su género a lo largo de las diferentes etapas de su migración. Así, las mujeres pueden 
ser víctimas de trata de personas con fines de explotación sexual o trabajo forzoso, así como 
diversas formas de violencia psicológica y sexual. Por ello, la Comisión Interamericana señala que 
la protección efectiva de las mujeres migrantes requiere un abordaje integral desde la perspectiva 
de género y de los derechos de los migrantes. 

Informe Anual 2019 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

La CIDH en su Informe Anual 2019, de manera específica en el capítulo “IV.B Venezuela”30, ha 
resaltado la situación de vulnerabilidad y exposición a la violencia que sufren las mujeres, niñas y 
adolescentes venezolanas migrantes en los países de tránsito y de destino. Al respecto, menciona 
lo siguiente:

28 Punto 105.
29 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Movilidad humana. Estándares interamericanos. Recuperado el 2 de 
marzo de 2021 de https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/MovilidadHumana.pdf
30 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informe Anual 2019 Capítulo IV. B Venezuela. Recuperado el 2 de 
marzo de 2021 de http://www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/docs/IA2019cap4bVE-es.pdf
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El fenómeno migratorio y los riesgos que enfrentan mujeres, niñas y adolescentes durante su 
trayecto. La comisión ha corroborado que la falta de acceso a atención de salud prenatal y postnatal, 
la insuficiencia de mecanismos de protección frente a la violencia doméstica y la precarización de sus 
condiciones de vida motivan su migración hacia otros países. Las situaciones de vulnerabilidad que 
las personas migrantes afrontan en los países de tránsito y de destino, como la falta de regularización 
de su estatus migratorio, condiciones de vida indignas, explotación laboral, discriminación y 
xenofobia se agravan en el caso de las mujeres. Estos factores de vulnerabilidad, conjugados con los 
estereotipos que enfrentan las mujeres venezolanas como la hipersexualización de sus cuerpos, y la 
situación de discriminación estructural contra las mujeres que caracteriza al hemisferio, aumentan 
su exposición a la trata, explotación sexual, asesinatos y a otras formas de violencia durante el viaje 
y en el lugar de destino. 31

Asimismo, la CIDH menciona que las restricciones que sufren las personas venezolanas para 
migrar las colocan en una situación de vulnerabilidad y riesgo, impactando de manera diferente 
en las mujeres:

152. Dadas las restricciones que enfrentan las personas venezolanas para moverse por otros países 
de la región, muchas veces se ven forzadas a usar vías irregulares en las que están más expuestas a 
organizaciones criminales. De acuerdo con las informaciones disponibles, desde el año 2016, 75 % 
de las víctimas de trata en Colombia son de nacionalidad venezolana, mayoritariamente, mujeres. 
Si bien no existen datos unificados, actualizados y oficiales relacionados con la trata de personas 
venezolanas en la región, un portavoz de la Policía Nacional de República Dominicana afirmó que 
sólo en mayo de 2018 fueron rescatadas 21 mujeres de nacionalidad venezolana, víctimas de trata 
con fines de explotación sexual. Asimismo, durante las primeras semanas de 2019, el UNFPA-Perú 
registró 21 casos de violencia contra mujeres venezolanas en los servicios del Centro Binacional 
de Atención en Frontera (CEBAF). La Comisión ha también tomado conocimiento de los reportes 
de mujeres y niñas obligadas a ejercer el trabajo sexual durante su viaje desde Venezuela hasta 
Colombia y de mujeres víctimas de agresiones sexuales mientras cruzaban la frontera entre estos 
dos países. Igualmente, de los reportes relativos al tráfico y la explotación sexual de migrantes 
venezolanas y de asesinatos de mujeres venezolanas por parte de sus traficantes.32

Informe sobre personas trans y de género diverso y sus derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales

En el informe, la CIDH reitera que las personas trans migrantes y desplazadas internas se encuentran 
en situación de vulnerabilidad agravada a causa de la discriminación interseccional que sufren por 
su identidad y su expresión de género, así como a causa de su condición de migrante. Asimismo, 
la CIDH resalta que el contexto de la migración puede enfrentarlas a una serie de riesgos y 
vulneraciones a sus derechos:

El contexto de la migración suele presentarse como un terreno en el que tienen lugar un 
considerable número de violaciones a los derechos de las personas trans. Para ellas, la migración 

31 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informe Anual 2019. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de http://
www.oas.org/es/cidh/docs/anual/2019/indice.asp
32 Ibidem.
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puede conllevar un alto riesgo, tomando en cuenta que la documentación que portan no refleja 
su identidad de género, incluso cuando se trata de migraciones internas. Bajo esas circunstancias, 
una persona trans migrante suele enfrentarse diversos tipos de violencia institucional de manos de 
autoridades migratorias, de seguridad interior, fronteriza o aeroportuaria, sufriendo rechazos en 
frontera arbitrarios, escrutinios de seguridad y registros invasivos, cuestionamientos degradantes, 
demoras o detenciones arbitrarias, alojamiento en centros de detención destinados a personas de 
un género con el que no se identifican, trato hostil y humillante, desconfianza injustificada y negativa 
a interponer una solicitud de asilo. Grupos privados también se valen de la inconsistencia de la 
documentación, o mismo de la mayor vulnerabilidad a que las personas trans están expuestas, para 
exponerlas a las redes de trata de personas33.

Informe sobre pandemia y derechos humanos en las Américas34

El 10 de abril de 2020, la CIDH adoptó la Resolución n.° 1/2020, Pandemia y Derechos Humanos en 
las Américas, mediante la cual formuló diversas recomendaciones a los gobiernos de los Estados 
miembros de la OEA, entre los cuales se encuentran los vinculados a la necesidad de fortalecer los 
servicios de atención y prevención de la violencia basada en género 

51. Fortalecer los servicios de respuesta a la violencia de género, en particular la violencia 
intrafamiliar y la violencia sexual en el contexto de confinamiento. Reformular los mecanismos 
tradicionales de respuesta, adoptando canales alternativos de comunicación y fortaleciendo las 
redes comunitarias para ampliar los medios de denuncia y órdenes de protección en el marco del 
periodo de confinamiento. Así como desarrollar protocolos de atención y fortalecer la capacidad de 
los agentes de seguridad y actores de justicia involucrados en la investigación y sanción de hechos 
de violencia intrafamiliar, así como llevar a cabo la distribución de materiales de orientación sobre el 
manejo de dichos casos en todas las instituciones estatales.

Asimismo, la CIDH brinda recomendaciones específicas para la prevención y atención de la violencia 
basada en género que puedan sufrir personas adultas mayores, niños, niñas y adolescentes, así 
como personas LGBTI:

Personas adultas mayores: “42. Reforzar en este contexto las medidas de monitoreo y vigilancia 
contra la violencia hacia personas mayores, ya sea a nivel intrafamiliar, en residencias de larga 
estancia, hospitales o cárceles, facilitando la accesibilidad a los mecanismos de denuncia”.

Niños, niñas y adolescentes:

64. En cuanto al derecho a la educación, los Estados deben disponer de mecanismos que permitan 
a los NNA seguir con el acceso a la educación y con estímulos que su edad y nivel de desarrollo 
requieran. En particular, los Estados deben proveer herramientas para que los adultos responsables 

33 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Informe sobre Personas Trans y de Género Diverso y sus derechos 
económicos, sociales, culturales y ambientales. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/
PersonasTransDESCA-es.pdf
34 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Pandemia y Derechos Humanos en las Américas. Recuperado el 2 de 
marzo de 2021 de  https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-1-20-es.pdf
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realicen actividades con sus niños y niñas, privilegiando el refuerzo de los vínculos familiares y 
previniendo la violencia en el hogar. Asegurar que las niñas y los niños con algún tipo de discapacidad, 
puedan acceder a la educación en línea sin exclusiones, mediante sistemas de apoyo, estrategias de 
comunicación y contenidos accesibles.

65. Adoptar medidas de prevención del abuso y violencia intrafamiliar, facilitando el acceso a los 
medios de denuncia y actuando con la debida diligencia ante las denuncias realizadas.

LGBTI: “69. Adoptar o fortalecer protocolos de atención en salud y sistema de denuncias para las 
personas LGBTI —incluyendo niños, niñas y adolescentes— que tomen en cuenta el prejuicio, la 
discriminación y la violencia en sus hogares en el contexto de distanciamiento social o cuarentena”.

Con relación a las personas migrantes, solicitantes de asilo, personas refugiadas, apátridas, 
víctimas de trata de personas y personas desplazadas internas, la CIDH desarrolla un apartado 
de recomendaciones, de las cuales se encuentran vinculadas a la violencia basada en género las 
siguientes:

59. Abstenerse de implementar medidas que puedan obstaculizar, intimidar y desestimular el acceso 
de las personas en situación de movilidad humana a los programas, servicios y políticas de respuesta 
y atención ante la pandemia del COVID-19, tales como acciones de control migratorio o represión en 
las cercanías de hospitales o albergues, así como el intercambio de información de servicios médico 
hospitalarios con autoridades migratorias con carácter represivo.

61. Implementar medidas para prevenir y combatir la xenofobia y la estigmatización de las 
personas en situación de movilidad humana en el marco de la pandemia, impulsando acciones de 
sensibilización a través de campañas y otros instrumentos de comunicación y elaborando protocolos 
y procedimientos específicos de protección y atención dirigidos a niñas, niños y adolescentes 
migrantes y refugiados, en especial, proveyendo los mecanismos específicos de asistencia a aquellas 
personas que se encuentran separadas o sin compañía.

62. Incluir expresamente las poblaciones en situación de movilidad humana en las políticas y 
acciones de recuperación económica que se hagan necesarias en todos los momentos de la crisis 
generada por la pandemia.

Como podemos observar, la CIDH recomienda a los Estados miembros de la OEA que todas las 
medidas y/o políticas impulsadas en el marco de la pandemia del COVID-19 incluyan a las personas 
migrantes.

Informe Derechos humanos de las personas con COVID-19

El 27 de julio del 2020, la CIDH adoptó la Resolución n.° 4/2020, Derechos Humanos de las 
Personas con COVID-19, que tiene como objetivo establecer “Directrices Interamericanas sobre 
los Derechos Humanos de las personas con COVID-19”.

En ese sentido, la CIDH desarrolla un apartado denominado “Directrices sobre la protección del 
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derecho a la igualdad y no discriminación de las personas con COVID-19” en el que menciona 
que los Estados deben adoptar medidas frente a posibles comportamientos discriminatorios 
hacia personas que se perciben hayan estado en contacto con el virus, en especial las personas 
en situación de vulnerabilidad como las personas migrantes, refugiadas, mujeres víctimas de 
violencia de género, entre otras:

24. Para superar el estigma social asociado con COVID-19 y posibles comportamientos 
discriminatorios hacia personas que se perciben hayan estado en contacto con el virus, se deben 
adoptar de forma inmediata medidas que tengan en cuenta las perspectivas de igualdad de género 
e interseccionalidad, además de enfoques diferenciados, que hacen visibles los riesgos agravados 
sobre los derechos humanos contra personas, grupos y colectividades en especial situación de 
vulnerabilidad y exclusión histórica en el hemisferio, tales como […] personas migrantes, refugiadas 
y otras en situación de movilidad humana, […] y mujeres, teniendo especialmente en cuenta a 
aquellas que estén embarazadas o sean víctimas de violencia de género.35

Informe Situación de derechos humanos en Venezuela

La CIDH, en el presente informe, señala que los países a los que están llegando las personas 
venezolanas se enfrentan a diversos desafíos como la violencia sexual y de género de los que 
son víctimas. En ese sentido, la CIDH recomienda a los Estados lo siguiente: “Prevenir y condenar 
todas las formas de violencia y discriminación contra las mujeres, incluyendo abstenerse de 
cualquier acción o práctica de violencia o discriminación basada en género y velar porque las 
autoridades, sus funcionarios, personal, agentes e instituciones se comporten de conformidad 
con esta obligación”36.

Declaración conjunta sobre el acceso a la justicia en el contexto de la pandemia del COVID-1937

La CIDH y el Relator Especial sobre independencia de magistrados y abogados de Naciones Unidas 
hicieron un llamado a los Estados de la región para que se garantice el más amplio acceso a la 
justicia como medio fundamental para proteger y promover los derechos humanos y libertades 
fundamentales. De manera específica, señalan que los Estados deben asegurar el funcionamiento 
de tribunales independientes e imparciales, y garantizar el cumplimiento efectivo de las decisiones 
judiciales emitidas por los órganos jurisdiccionales.

Asimismo, respecto del uso de medios tecnológicos en la prestación de servicios de justicia, 
señalan que en ocasiones tuvo un impacto negativo en el acceso a la justicia de la población que 
se encuentra en situación de vulnerabilidad por no tener acceso a medios electrónicos, poco o 
nulo conocimiento tecnológico para acceder a los servicios de justicia o falta de cobertura en 
35 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Derechos Humanos de las Personas con COVID-19. Recuperado el 2 de 
marzo de 2021 de  https://www.oas.org/es/cidh/decisiones/pdf/Resolucion-4-20-es.pdf
36 CIDH. Situación de los derechos humanos en Venezuela. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://www.oas.org/es/cidh/
MESEVE/informePais/default.html
37 COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Declaración conjunta sobre el acceso a la justicia en el contexto de 
la pandemia del COVID-19. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://www.oas.org/es/CIDH/jsForm/?File=/es/cidh/prensa/
comunicados/2021/015.asp
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algunas partes del territorio de los Estados. En ese sentido, solicitan que los Estados adopten 
medidas para reducir la brecha digital y garantizar el acceso en persona a los servicios de justicia, 
acompañado de medidas adecuadas para proteger la salud y la integridad de los operadores de 
justicia, el personal judicial y las personas usuarias.

b)	 Corte Interamericana de Derechos Humanos

Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 2014. Derechos y garantías de niñas y niños en 
el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional38

La Corte Interamericana señala que la expresión “protección internacional” comprende: (a) la 
protección recibida por las personas solicitantes de asilo y refugiadas con fundamento en los 
convenios internacionales o las legislaciones internas; (b) la protección recibida por las personas 
solicitantes de asilo y refugiadas con fundamento en la definición ampliada de la Declaración 
de Cartagena; (c) la protección recibida por cualquier extranjero con base en las obligaciones 
internacionales de derechos humanos y, en particular, el principio de no devolución y la denominada 
protección complementaria u otras formas de protección humanitaria, y (d) la protección recibida 
por las personas apátridas de conformidad con los instrumentos internacionales sobre la materia.

La Corte Interamericana reconoce que pueden presentarse situaciones de afectación de derechos 
de niñas y niños, que se encuentran protegidos internacionalmente, las cuales pueden generar 
el desplazamiento del país de origen. En ese contexto, la Corte estima necesario que se recabe 
información sobre factores personales, tales como la historia personal y su condición de salud física 
y psicológica, así como el entorno ambiental en que se desarrolló la migración para determinar 
la situación concreta de riesgo de vulneración de derechos en su país de origen, de tránsito o 
en el receptor que amerite una protección complementaria o evidencie otras necesidades de 
protección o asistencia humanitaria, como las que provienen de la tortura, la violencia, la trata o 
experiencias traumáticas39.

Asimismo, al evaluar las necesidades de protección internacional, la Corte Interamericana 
recuerda que “si bien tanto las niñas como los niños hacen frente a muchos de los mismos riesgos 
que requieren protección, también pueden verse expuestos a problemas de protección propios 
de su género”, por lo que la información debe ser recabada y analizada tomando en cuenta la 
perspectiva de género. Es importante y necesario identificar los riesgos específicos de sufrir 
violaciones a sus derechos enfrentados por las niñas a raíz de su género, su posición cultural y 
socioeconómica y su condición jurídica40.

Respecto a las condiciones mínimas obligatorias que el Estado debe procurar para las personas bajo 
38 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Opinión consultiva oc-21/14 de 19 de agosto de 2014 solicitada por la 
república Argentina, la república federativa de Brasil, la república del Paraguay y la república oriental del Uruguay derechos y 
garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional. Recuperado el 2 de marzo 
de 2021 de https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_21_esp.pdf
39 Punto 101.
40 Punto 102.
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su custodia, la Corte Interamericana señala que es fundamental que los espacios de alojamiento 
de niñas y niños migrantes, más allá de si se encuentran junto a su familia, no acompañados 
o separados, aseguren condiciones materiales y un régimen adecuado para las niñas y niños, 
resguardando en todo momento la protección de sus derechos. 

Asimismo, es también importante disponer de una serie de servicios de atención especializada en 
razón de las necesidades particulares de cada niña o niño, atendiendo, por ejemplo, a las niñas y 
los niños víctimas de trata, entre otros. Además, señala la Corte que se debe asegurar que no sea 
un escenario en el cual ellas y ellos puedan ser objeto de violencia, explotación o abuso.

Declaración de la Corte Interamericana de Derechos Humanos n.° 1/20, “COVID-19 y derechos 
humanos: los problemas y desafíos deben ser abordados con perspectiva de derechos humanos 
y respetando las obligaciones internacionales”41

La Corte Interamericana, en esta Declaración, insta a los Estados parte de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos a que la adopción y la implementación de medidas se efectúe en el marco 
del Estado de Derecho con el pleno respeto a los instrumentos interamericanos de protección de 
los derechos humanos y los estándares desarrollados en la jurisprudencia de este Tribunal.

Respecto de la violencia basada en género, la Corte Interamericana señala lo siguiente:

Ante las medidas de aislamiento social que pueden redundar en el aumento exponencial de la 
violencia contra las mujeres y niñas en sus hogares, es preciso recalcar el deber estatal de debida 
diligencia estricta respecto al derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia, por lo que 
deben adoptarse todas las acciones necesarias para prevenir casos de violencia de género y sexual; 
disponer de mecanismos seguros de denuncia directa e inmediata, y reforzar la atención para las 
víctimas.

Asimismo, con relación a los actos de discriminación y xenofobia, la Corte Interamericana indica 
lo siguiente: “Resulta pertinente poner en alerta a los órganos o dependencias competentes para 
combatir la xenofobia, el racismo y cualquier otra forma de discriminación, para que extremen el 
cuidado a efectos de que, durante la pandemia, nadie promueva brotes de esta naturaleza con 
noticias falsas o incitaciones a la violencia”.

c)	 Comisión Interamericana de Mujeres (CIM)

Informe COVID-19 en la vida de las mujeres. Razones para reconocer los impactos diferenciados 

Respecto de la violencia contra las mujeres y las niñas en el marco de la pandemia por el COVID-19, 
la CIM señala lo siguiente:

El confinamiento obliga a las mujeres a estar encerradas con sus maltratadores.

41 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. COVID-19 y derechos humanos: los problemas y desafíos deben ser 
abordados con perspectiva de derechos humanos y respetando las obligaciones internacionales. Recuperado el 2 de marzo de 
2021 de https://www.corteidh.or.cr/tablas/alerta/comunicado/declaracion_1_20_ESP.pdf
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Teniendo en cuenta que el hogar es el lugar más peligroso para las mujeres, el encierro hace 
que se incremente el riesgo de violencia contra ellas en la medida en que aumenta el tiempo de 
convivencia; se generan conflictos alrededor de cuestiones domésticas y familiares; la violencia 
se prolonga sin que sea interrumpida y se genera una percepción de seguridad e impunidad del 
agresor. Es indispensable declarar las líneas de atención a la violencia, centros de orientación y 
atención psicológica, psicosocial y jurídica como servicios indispensables y reforzarlos. También 
realizar campañas informativas sobre prevención y atención de casos de violencia, garantizando que 
las denuncias serán atendidas y que las víctimas no están solas42.

En este informe, la CIM reconoce que la intersección del género con otras condiciones de 
vulnerabilidad agudiza el impacto negativo de la crisis por la pandemia del COVID-19. En ese 
sentido, estima que es prioritario que los Estados presten atención a los grupos de mayor 
vulnerabilidad como las mujeres migrantes.

Informe La violencia contra las mujeres frente a las medidas dirigidas a disminuir el contagio 
del COVID-1943

En este informe, la CIM señala que las restricciones al derecho al tránsito han afectado de manera 
desproporcionada a las mujeres y niñas migrantes dado que han experimentado un aumento del 
riesgo debido a la falta de movilidad y la inseguridad migratoria.

A fin de prevenir la violencia contra las mujeres y las niñas durante y después de la pandemia, la 
CIM señala que es necesario que los Estados lleven a cabo acciones específicas que se centren 
en el aumento de la violencia provocada por las medidas implementadas para reducir el contagio 
del COVID-19. Así, coloca como ejemplo de medida el establecer casas de acogida para mujeres y 
niñas migrantes que no pueden movilizarse y no tienen opciones de espacios seguros durante las 
cuarentenas.

Asimismo, la CIM recomienda contar con información sobre la situación de las mujeres y las niñas 
que están sufriendo directa o indirectamente violencia (o el aumento de esta) como efecto de la 
pandemia del COVID-19, dando especial atención a las mujeres y niñas migrantes, entre otras.

42 OEA-CIM. COVID-19 en la vida de las mujeres Razones para reconocer los impactos diferenciados. Recuperado el 2 de marzo de 
2021 de https://www.oas.org/es/cim/docs/ArgumentarioCOVID19-ES.pdf
43 OEA-CIM-MESECVI. La violencia contra las mujeres frente a las medidas dirigidas a disminuir el contagio del COVID-19. 
Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://www.oas.org/es/cim/docs/COVID-19-RespuestasViolencia-ES.pdf
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Para el análisis del marco nacional sobre prevención y atención de violencia basada en género en 
población migrante y refugiada, se ha revisado la legislación nacional relacionada con la violencia 
basada en género y la migración. De manera específica, en dicho marco normativo, se ha buscado, 
primero, identificar de manera explícita los alcances en torno a la violencia basada en género 
en población migrante y refugiada. Segundo, se ha buscado identificar disposiciones específicas 
relacionadas a la prevención y atención de las distintas modalidades de violencia basada en género 
que puede ser víctima la población migrante y refugiada.

Por lo anterior, este apartado se divide en cuatro partes: 

1) Normativa relacionada a la prevención y atención de la violencia basada en género en población 
migrante y refugiada.

2) Normativa relacionada a la prevención y atención en materia de salud de la población migrante 
y refugiada víctima de violencia basada en género.

3) Normativa relacionada a la prevención y atención en materia de orientación legal y acceso a la 
justicia de la población migrante y refugiada víctima de violencia basada en género.

4) Normativa relacionada a la prevención y atención en materia migratoria de la población 
migrante y refugiada víctima de violencia basada en género.

4.1. NORMATIVA RELACIONADA A LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE VIOLENCIA BASADA EN 
GÉNERO EN POBLACIÓN MIGRANTE Y REFUGIADA

a)	 PLAN NACIONAL CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO 2016-2021

El Plan Nacional contra la Violencia de Género 2016-2021 fue aprobado mediante Decreto 
Supremo n.° 008-2016-MIMP y hace referencia a las personas migrantes y refugiadas en varios 
de sus extremos. Así, en el punto II.1, “Modelo conceptual”, señala que la violencia basada en 
género se cruza con formas de violencia por estatus migratorio, lo que las ensombrece y complica, 
configurando así un sistema problemático complejo. En ese sentido, señala que los sujetos de 
atención prioritaria del Plan seguirán siendo las mujeres en los ámbitos público y privado; no 
obstante, la protección y atención se dirigirá también hacia las otras poblaciones mencionadas y 

4.MARCO NORMATIVO NACIONAL SOBRE 
PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE VIOLENCIA 
BASADA EN GÉNERO EN POBLACIÓN 
MIGRANTE Y REFUGIADA
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hacia cualquier persona que sea discriminada y violentada por razones de género.

En esa misma línea, el Plan menciona que una de las modalidades de violencia de género que 
abordará es la violencia contra las mujeres migrantes entendida como la siguiente descripción:

m. Violencia contra mujeres migrantes.— La situación de estar en un país distinto al lugar de 
origen, coloca a las mujeres en una situación de particular vulnerabilidad a ser víctimas de trata 
de personas, tráfico ilícito de migrantes o violencia de género, razón por la cual se deben adoptar 
medidas específicas que garanticen su protección y debida atención. El artículo 17 del Decreto 
Legislativo n.° 1236, Decreto Legislativo de Migraciones, señala que “la autoridad migratoria pone 
en conocimiento de las autoridades competentes aquellos casos… especialmente [de] las víctimas 
de violencia familiar y sexual, todos ellos extranjeros o extranjeras, para que se adopten las acciones 
administrativas o jurisdiccionales que corresponden a sus derechos”.

Asimismo, establece que el Plan asume diversos enfoques; entre ellos, el enfoque intersectorial 
entendido como aquel que “Reconoce que el género no es el único factor de exclusión y de 
violencia contra las mujeres, sino que existe un ‘sistema complejo de estructuras de opresión que 
son múltiples y simultáneas’”. Así, la discriminación por ser mujer se ve agravada al interactuar 
con otros mecanismos de opresión ya existentes (por razones de […] estatus migratorio, […], entre 
otras) creando en conjunto una nueva dimensión de exclusión y de violencia. No se trata de una 
suma de desigualdades, sino que conforman un nexo o nudo que “intersecciona” cada una de 
estas discriminaciones de forma diferente en cada situación personal y grupo social”.

Respecto de los Objetivos Estratégicos del Plan, cabe señalar que el Objetivo Estratégico 1 hace 
referencia a las mujeres migrantes estableciendo lo siguiente: “Cambiar patrones socioculturales 
que reproducen relaciones desiguales de poder y diferencias jerárquicas que legitiman y exacerban 
la violencia de género, que afecta desproporcionadamente a las mujeres en su diversidad (entre 
ellas […] mujeres migrantes; […]) en la familia, sociedad e instituciones públicas y privadas”.

Asimismo, en la Actividad Estratégica 2.6, “Establecimiento de un sistema de información de 
la violencia de género”, de manera específica en el indicador I.AE 2.6.2, se hace mención a la 
necesidad de contar con data concreta sobre la situación migratoria de la siguiente manera: 
“Base de datos sobre personas afectadas que centralice la información para la acción articulada, 
considerando su sexo, edad, orientación sexual, situación de discapacidad, identidad étnica y/o 
por raza, situación migrante, viviendo con VIH; así como las diferentes formas de violencia”.

b)	 DECRETO LEGISLATIVO N.° 130 “DE MIGRACIONES” Y SU REGLAMENTO

El Decreto Legislativo “De Migraciones” fue aprobado mediante D. Leg. n.° 1350 y su correspondiente 
Reglamento fue aprobado mediante Decreto Supremo n.° 007-2017-IN44.

Respecto de la violencia que pueden sufrir las personas migrantes, el artículo 11 del Decreto 
Legislativo n.° 1350 desarrolla aspectos referidos a las personas extranjeras en situación de 
vulnerabilidad. De manera específica establece lo siguiente:

44 D.Leg. n.° 1350. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de  https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/decreto-supremo-que-
aprueba-el-reglamento-del-decreto-legisl-decreto-supremo-n-007-2017-in-1501641-5/
Decreto Supremo N° 007-2017-IN. Recuperado el 2 de marzo de 2021. https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/
reglamento-del-decreto-legislativo-n-1350-decreto-legislat-anexo-ds-n-007-2017-in-1502810-4/
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Artículo 11.— Personas extranjeras en situación de vulnerabilidad

11.1 que MIGRACIONES y el Ministerio de Relaciones Exteriores ponen en conocimiento de las 
autoridades competentes las situaciones de vulnerabilidad en que se encuentren las personas 
migrantes, para la adopción de las acciones administrativas o jurisdiccionales que correspondan para 
la protección de sus derechos, en particular las referidas a niños, niñas y adolescentes, adulto mayor, 
personas con discapacidad, o que pertenecen a un pueblo indígena víctima de trata de personas 
y tráfico de migrantes, víctimas de violencia familiar y sexual, y quienes requieren protección en 
atención a una grave amenaza o afectación a sus derechos fundamentales.

11.2  MIGRACIONES y Ministerio de Relaciones Exteriores en el ámbito de sus competencias 
adoptan los criterios para asistir a las personas en situación de vulnerabilidad; pudiendo emitir los 
documentos y/o permisos de permanencia temporal o residencia pertinentes.

Como podemos observar, las personas migrantes víctimas de violencia de género (víctima de 
trata de personas, víctimas de violencia familiar y sexual, u otras) son consideradas personas en 
situación de vulnerabilidad por lo que Migraciones y el Ministerio de Relaciones Exteriores tienen 
principalmente las siguientes obligaciones: 

1) Poner en conocimiento de las autoridades competentes las situaciones de vulnerabilidad en 
que se encuentren las personas migrantes para la adopción de las acciones administrativas o 
jurisdiccionales que correspondan para la protección de sus derechos.

2) Adoptar los criterios para asistir a las personas en situación de vulnerabilidad, pudiendo emitir 
los documentos y/o permisos de permanencia temporal o residencia pertinentes.

El Reglamento del Decreto Legislativo n.° 1350 desarrolla, en el Título X, normativa específica 
sobre las “personas extranjeras en situación de vulnerabilidad”. Al respecto, el artículo 226 señala 
que las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad son aquellas que se encuentran en 
estado de desprotección o riesgo de no acceder al ejercicio pleno de sus derechos fundamentales 
en nuestro país. Asimismo, el artículo 227 establece como supuestos de dicha situación de 
vulnerabilidad a:

a) Víctimas de violencia familiar y sexual 

b) Víctimas de trata de personas y tráfico ilícito de migrantes 

c) Situación migratoria irregular […]

q) Otros que requieren protección en atención a una afectación o grave amenaza a sus derechos 
fundamentales.

Como podemos observar, las anteriores son consideradas las víctimas de violencia basada en 
género y determinadas personas que por su identidad y/o condición pueden ser consideradas 
personas extranjeras en situación de vulnerabilidad.

Respecto de la acreditación de la situación de vulnerabilidad, el artículo 228 del Reglamento 
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establece que 1) las autoridades migratorias, cuando corresponda, podrán solicitar a las entidades 
correspondientes de oficio o a solicitud del administrado, la documentación que acredite la 
situación de vulnerabilidad o 2) Migraciones puede verificar la situación de vulnerabilidad o de 
ser el caso de su continuidad que amerita la especial protección, pudiendo contar con el apoyo de 
autoridades competentes.

Con relación a la protección de personas extranjeras en situación de vulnerabilidad, el artículo 
229 establece que, en el numeral 1, las autoridades migratorias pondrán en conocimiento de las 
autoridades competentes como el Ministerio Público, Poder Judicial, Policía Nacional del Perú, 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, Ministerio de Salud, Ministerio del Trabajo y 
Promoción del Empleo y otras entidades según corresponda, la situación de un presunto caso 
de vulnerabilidad en que se encuentren las personas migrantes para la adopción de las acciones 
administrativas o jurisdiccionales que correspondan para la protección de sus derechos en los 
supuestos establecidos en el artículo 227 del Reglamento.

Asimismo, el numeral 2 del artículo 229 del Reglamento señala que las entidades públicas 
coordinarán las acciones de protección y prevención dirigidas a las personas extranjeras que 
se encuentran en el territorio nacional en situación de vulnerabilidad. Las Entidades tienen el 
deber, en el marco de sus competencias, de tomar acción y dar atención oportuna a cada caso 
en concreto con la siguiente finalidad: 

a) Acceso a los servicios públicos con énfasis en salud, educación y trabajo.

b) Derivación de casos para la protección de sus derechos fundamentales.

c) Colaboración interinstitucional para la obtención de información y documentación respecto a 
la situación de vulnerabilidad, en cada caso en concreto.

d) Implementación de políticas públicas a favor de migrantes extranjeros en situación de 
vulnerabilidad.

e) Capacitación a funcionarios públicos en técnicas de entrevistas para detectar posibles casos de 
vulneraciones a los derechos fundamentales de personas extranjeras.

f) Estudios e investigaciones que sirvan de línea de base para la elaboración de políticas públicas 
específicas, y desarrollar programas especiales para prevenir vulneraciones a los derechos 
fundamentales de las personas extranjeras.

g) Elaboración de protocolos de actuación interinstitucional ante la identificación de casos de 
personas extranjeras en situación de vulnerabilidad durante el control migratorio.

h) Mecanismos de coordinación y cooperación con entidades públicas y privadas de otros países 
para prevenir y responder a casos de personas extranjeras en situación de vulnerabilidad. 

i) Acciones de comunicación y difusión de la normatividad migratoria vigente.

j) Sensibilización a funcionarios públicos sobre las necesidades y particularidades específicas de 
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las poblaciones extranjeras e inmigrantes en el territorio nacional, así como los alcances de la 
normativa nacional e internacional en materia de derechos humanos de migrantes. 

k) Alianzas con organismos internacionales y de la sociedad civil, a fin de que coadyuven a la 
prevención y respuesta, en casos de personas extranjeras en situación de vulnerabilidad.

l) Otras que se requieran, a fin de proteger a la persona en situación de especial protección.

Respecto de las medidas migratorias de protección para las personas en situación de vulnerabilidad, 
el artículo 230 del Reglamento establece varias obligaciones referidas a los documentos y/o 
permisos temporales de permanencia en el país, exoneración de requisitos para determinados 
procedimientos, otorgamiento de ampliación de plazos y exoneración de multas, el otorgamiento 
de la Calidad Migratoria Especial, entre otros aspectos:

230.1. Las Autoridades Migratorias expedirán los documentos y/o permiso temporal de permanencia 
a las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad, previo informe técnico de la unidad 
orgánica especializada en la materia; medidas que incluyen el otorgamiento de ampliaciones de 
plazo y exoneración de multas y derechos de tramitación estipulados en la normatividad migratoria 
vigente u otros, que faciliten la atención a las circunstancias especiales de cada caso en concreto.

230.2. MIGRACIONES, en casos de situación de vulnerabilidad, podrá exonerar de la presentación de 
requisitos establecidos para los procedimientos estipulados en la normatividad migratoria vigente u 
otros, previo informe del órgano especializado en la materia.

230.3. MIGRACIONES podrá otorgar la Calidad Migratoria Especial de manera excepcional a personas 
extranjeras en extrema situación de vulnerabilidad, permitiendo la permanencia en situaciones no 
contempladas en las demás calidades migratorias, calidad que será otorgada previo informe del 
órgano especializado en la materia.

Asimismo, de conformidad con lo establecido en el literal k, numeral 2, del artículo 29, la calidad 
migratoria del tipo “humanitaria” es brindada a la persona extranjera que

[…] encontrándose en territorio nacional y sin reunir los requisitos para acceder a la condición de 
asilado o refugiado, se encuentre en situación de gran vulnerabilidad o peligro de vida en caso de 
abandono del territorio peruano o para quien requiere protección en atención a una grave amenaza 
o acto de violación o afectación de sus derechos fundamentales. Del mismo modo, será aplicable 
para los solicitantes de refugio y asilo o para quienes hayan migrado por motivos de desastres 
naturales y medioambientales; o para quienes han sido víctima de trata o tráfico de personas; o para 
las niñas, niños y adolescentes no acompañados; o para apátridas. También se aplica para personas 
que se encuentren fuera del territorio nacional en situaciones excepcionales de crisis humanitaria 
reconocida internacionalmente, que soliciten venir al Perú y obtener protección. Permite realizar 
actividades lucrativas de manera subordinada, autónoma o por cuenta propia.

Esta calidad migratoria es otorgada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y el plazo de 
permanencia es de ciento ochenta y tres (183) días, pudiendo mantenerse en tanto persistan las 
condiciones de vulnerabilidad por las cuales se otorgó la calidad migratoria.

Sobre el particular, el artículo 91 del Reglamento del Decreto Legislativo n.° 1350, respecto de la 
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“calidad migratoria humanitaria”, establece que Relaciones Exteriores, en ejercicio de la potestad 
del Estado, otorga esta calidad migratoria a las personas extranjeras que se encuentre en territorio 
nacional, en atención a su situación personal, bajo algunos supuestos relacionados a la violencia 
basada en género, tales como los establecidos en los siguientes literales:

a) Quienes no reúnen los requisitos para la protección de asilado o refugiado y se encuentren en 
una situación de vulnerabilidad o peligro de vida en caso de abandono del territorio peruano o 
quien requiere protección en atención a una grave amenaza o acto de violación o afectación de sus 
derechos fundamentales. […]

d. Víctimas de trata de personas o tráfico ilícito de migrantes. […]

Asimismo, el numeral 3 del artículo 91 del Reglamento establece que la calidad migratoria no 
se aplicará a la persona extranjera respecto de la cual haya razones fundadas para considerar lo 
siguiente:

a) Ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la humanidad, 
definido en los instrumentos internacionales referentes a dichos delitos.

b) Ha cometido un delito grave de índole no política fuera del país de su residencia antes de su 
admisión en dicho país.

c) Es declarado culpable de actos contrarios a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Además, es importante señalar que de conformidad con lo establecido en la novena disposición 
complementaria del Decreto Legislativo n.° 1350, Migraciones exonera de tasas en casos de 
migrantes que se encuentren en situación de vulnerabilidad.

c)	 TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY N.° 30364, “LEY PARA PREVENIR, SANCIONAR 
Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR” (TUO LEY N.° 30364), SU REGLAMENTO Y MODIFICATORIAS

El Texto Único Ordenado de la Ley n.° 30364, “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar”, fue aprobado mediante Decreto Supremo 
n.° 004-2020-MIMP.

El artículo 1 del TUO de la Ley n.° 30364 establece que este tiene como “objeto prevenir, erradicar 
y sancionar toda forma de violencia producida en el ámbito público o privado contra las mujeres 
por su condición de tales, y contra los integrantes del grupo familiar; en especial, cuando se 
encuentran en situación de vulnerabilidad, por la edad o situación física como las niñas, niños, 
adolescentes, personas adultas mayores y personas con discapacidad”.

Respecto de la situación de vulnerabilidad, el Reglamento de la Ley n.° 30364, en su última 
modificatoria establecida en el Decreto Supremo n.° 004-2019-MIMP, establece en su numeral 
2, artículo 4, que para efectos de la aplicación de las disposiciones contenidas en el Reglamento, 
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entiende por “personas en condición de vulnerabilidad” lo siguiente:

Son las personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, origen étnico o por 
circunstancias sociales, económicas, culturales o lingüísticas, se encuentren con especiales dificultades 
para ejercer con plenitud sus derechos. Esto incluye, de manera enunciativa, la pertenencia a 
comunidades campesinas, nativas y pueblos indígenas u originarios, población afroperuana, la 
migración, el refugio, el desplazamiento, la pobreza, la identidad de género, la orientación sexual, la 
privación de la libertad, el estado de gestación, la discapacidad, entre otras.

Como se puede observar, la Ley n.° 30364 y su reglamento tienen como objetivo prevenir, erradicar 
y sancionar toda forma de violencia contra las mujeres por su condición de tales y contra los 
integrantes del grupo familiar, en especial cuando se encuentren en situación de vulnerabilidad 
por ser migrante o refugiado.

Respecto de las modalidades de violencia, el literal a), numeral 1 del artículo 8 del Reglamento 
establece que, para los efectos del mismo, una modalidad de violencia son los actos de violencia 
contra las mujeres señalados en el artículo 5 de la Ley, incluido aquellas que se manifiestan a 
través de violencia contra mujeres migrantes.

Con relación a la prevención y atención de las víctimas de VBG, el TUO de la Ley n.° 30364 “establece 
mecanismos, medidas y políticas integrales de prevención, atención y protección de las víctimas, 
así como reparación del daño causado; y dispone la persecución, sanción y reeducación de los 
agresores sentenciados con el fin de garantizar a las mujeres y al grupo familiar una vida libre de 
violencia asegurando el ejercicio pleno de sus derechos”.

Como se puede observar, si bien el artículo 1 del TUO de la Ley n.° 30364 no hace referencia a la 
población migrante y refugiada, sí hace referencia a las personas que se encuentran en situación 
de vulnerabilidad, por lo que, en concordancia con lo establecido en su Reglamento, las mujeres 
migrantes y refugiadas se encuentran comprendidas en dicha situación.

Asimismo, de la revisión del contenido del TUO de la Ley n.° 30364, se advierte que no hace 
referencia explícita a la prevención y atención de VBG en población migrante y refugiada. Sin 
embargo, establece que los operadores al aplicar el TUO de la Ley n.° 30364 deben considerar 
el enfoque de interseccionalidad que reconoce que la experiencia que las mujeres tienen de la 
violencia se ve incluida por factores e identidades como su condición de inmigrante o refugiada; 
y, en su caso, incluye medidas orientadas a determinados grupos de mujeres. Así, lo establece el 
numeral 5 del artículo 3:

Artículo 3.— Enfoques 

Los operadores, al aplicar la presente Ley, consideran los siguientes enfoques: […]

5. Enfoque de interseccionalidad. Reconoce que la experiencia que las mujeres tienen de la violencia 
se ve incluida por factores e identidades como su etnia, color, religión; opinión política o de otro 
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tipo; origen nacional o social, patrimonio; estado civil, orientación sexual, condición de seropositiva, 
condición de inmigrante o refugiada, edad o discapacidad; y, en su caso, incluye medidas orientadas 
a determinados grupos de mujeres.

Además, es importante señalar que el TUO de la Ley n.° 30364 establece que, en la interpretación 
y aplicación de esta Ley, y en general, en toda medida que adopte el Estado a través de sus poderes 
públicos e instituciones, así como en la acción de la sociedad, se consideran preferentemente los 
siguientes principios: 

1) Principio de igualdad y no discriminación

2) Principio del interés superior del niño

3) Principio de la debida diligencia

4) Principio de intervención inmediata y oportuna

5) Principio de sencillez y oralidad

6) Principio de razonabilidad y proporcionalidad

Al respecto, cabe resaltar algunos de estos principios que permiten asegurar la atención y 
prevención de la violencia basada en género hacia las personas migrantes y refugiadas. El principio 
de igualdad y no discriminación, reconocido en el numeral 1 del artículo 2, establece que se 
debe garantizar la igualdad entre mujeres y hombres y se prohíbe toda forma de discriminación, 
entendiendo esta como “cualquier tipo de distinción, exclusión o restricción, basada en el sexo, que 
tenga por finalidad o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos de las personas”. En ese sentido, tomando en consideración el principio de igualdad y no 
discriminación, toda medida que adopte el Estado no puede discriminar a las personas migrantes 
y refugiadas víctimas de violencia basada en género.

De otro lado, el principio de la debida diligencia, reconocido en el numeral 3 del artículo 2, 
establece que “el Estado adopta sin dilaciones, todas las políticas orientadas a prevenir, sancionar 
y erradicar toda forma de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar. Deben 
imponerse las sanciones correspondientes a las autoridades que incumplan este principio”; y 
el principio de intervención inmediata y oportuna, reconocido en el numeral 4 del artículo 2, 
establece que “los operadores de justicia y la Policía Nacional del Perú, ante un hecho o amenaza 
de violencia, deben actuar en forma oportuna, sin dilación por razones procedimentales, formales 
o de otra naturaleza, disponiendo el ejercicio de las medidas de protección previstas en la ley y 
otras normas, con la finalidad de atender efectivamente a la víctima”. Estos principios permiten 
asegurar que el Estado adopte medidas sin dilaciones en la atención y prevención de toda forma 
de violencia basada en género, incluida aquella que va dirigida hacia las personas migrantes y 
refugiadas.
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Respecto de la prevención y atención de la violencia, el TUO de la Ley n.° 30364 lo desarrolla 
de manera específica en el Título III del Capítulo 1, “Prevención de la violencia, atención y 
recuperación de víctimas y reeducación de personas agresoras”, el cual comprende tres artículos: 
artículo 42, “Servicios de promoción, prevención y recuperación de víctimas de violencia”; artículo 
43, “Valoración del riesgo”; y artículo 44, “Implementación y registro de hogares de refugio 
temporal”. No obstante, cabe precisar que en dichos artículos no se hace referencia explícita a las 
mujeres migrantes/refugiadas.

d)	 PROTOCOLO BASE DE ACTUACIÓN CONJUNTA EN EL ÁMBITO DE LA ATENCIÓN INTEGRAL 
Y PROTECCIÓN FRENTE A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL 
GRUPO FAMILIAR

El Protocolo Base de actuación conjunta en el ámbito de la atención integral y protección frente a 
la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar fue aprobado mediante Decreto 
Supremo n.° 012-2019- MIMP. Tiene como objetivo “fortalecer la articulación intersectorial a fin 
de asegurar el trabajo conjunto y la actuación integral de los servicios a favor de las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar afectados por hechos de violencia”.

Respecto de la atención a las personas migrantes, el artículo 8 establece “Disposiciones para la 
atención diferenciada de casos en los servicios que brinda el Estado”, de manera específica el 
numeral 4 del artículo 8, sobre “migrantes internos y externos”, señala lo siguiente:

a) Se identifica y fortalece redes de apoyo.

b) Se brinda información sobre la legislación vigente y los mecanismos previstos en el Perú frente a 
la violencia.

c) Se coordina con INABIF, instituciones públicas, privadas, organizaciones no gubernamentales 
(ONGs) o empresas de transportes para el traslado de la persona a su lugar de origen o domicilio de la 
red familiar idónea. En el caso de niños, niñas y adolescentes en situación de riesgo o desprotección 
familiar se coordina con la Unidad de Protección Especial – UPE.

d) Si la persona migrante lo solicita, se coordina con la Embajada o Consultado según corresponda, 
la ubicación de familiares o amistades.

Asimismo, sobre los servicios de asistencia jurídica y defensa pública, se establece que en el caso 
de las personas migrantes víctimas de violencia, estas requieren ser orientadas sobre la legislación 
migratoria y derivadas a servicios sociales complementarios, como los hogares refugio temporal, 
entre otros.

De igual manera, se reconoce que las instituciones públicas deben atender y orientar de inmediato 
a las personas que acuden a los servicios para presentar denuncias escritas o verbales y no deben 
condicionar la atención a tener DNI u otro documento de identificación. 
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El protocolo también señala que los profesionales, que se encuentran insertos en los servicios de 
atención y recuperación de víctimas de violencia, deben tomar en cuenta, en su abordaje a las 
personas migrantes afectadas por violencia, a quienes se les debe orientar y derivar a los servicios 
sociales complementarios sin que su calidad migratoria constituya un obstáculo, incluso si no se 
cuenta con documentos que acrediten su identidad.

e)	 PROTOCOLO DE ACTUACIÓN CONJUNTA ENTRE LOS CENTROS EMERGENCIA MUJER (CEM) 
Y LOS ESTABLECIMIENTOS DE SALUD (EE. SS.) PARA LA ATENCIÓN DE LAS PERSONAS 
VÍCTIMAS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR, 
EN EL MARCO DE LA LEY N.° 30364 Y PERSONAS AFECTADAS POR VIOLENCIA SEXUAL

En el marco de la Ley n.° 30364 se aprobó, mediante Decreto Supremo n.° 008-2019-SA, el 
Protocolo de Actuación Conjunta entre los Centros Emergencia Mujer (CEM) y los Establecimientos 
de Salud (EE. SS.) para la Atención de las Personas Víctimas de Violencia contra las mujeres y 
los integrantes del grupo familiar y personas afectadas por violencia sexual con el objetivo de 
“establecer disposiciones para garantizar la atención articulada de los servicios que brindan las 
entidades públicas involucradas, en el marco de sus competencias, para contribuir al acceso a la 
justicia, atención, cuidado integral, protección y prevención de la violencia contra las mujeres y 
los integrantes del grupo familiar, y cualquier persona afectada por la violencia sexual” (artículo II 
del Protocolo).

El Protocolo establece diversos enfoques, entre los que destaca el “enfoque diferencial” y el 
“enfoque de interseccionalidad” que hacen referencia explícita a las personas migrantes:

Enfoque diferencial: Reconoce que hay personas que, por sus características particulares, en razón 
de su edad, género, orientación sexual, grupo étnico o situación de discapacidad, frente a diversas 
formas de discriminación y violencia deben recibir una atención y cuidado acorde a su situación, 
características y necesidades especiales.

Supone llevar a cabo acciones de promoción, prevención y protección; atención y cuidado integral 
para el restablecimiento de derechos que respondan a las necesidades particulares de [...] personas 
migrantes.

Enfoque de interseccionalidad: Enfatiza las limitaciones que implican tratar categorías como género, 
etnia, clase social como variables que actúan de manera separada, desconexa y hasta mutuamente 
excluyentes […]. Reconoce que la experiencia de las mujeres sobre la violencia se ve influenciada 
por factores socioculturales como […] la condición de inmigrantes o refugiada […] y en su caso 
incluye medidas orientadas a determinados grupos de mujeres. Desde esta comprensión, el enfoque 
intersectorial constituye un instrumento para analizar y abordar integral y articuladamente la 
multidimensionalidad de la violencia de género en contextos específicos.

Como se puede observar, tanto el enfoque diferencial como el enfoque de interseccionalidad 
reconocen la necesidad e importancia de adoptar medidas específicas para la atención, promoción, 
prevención y protección de las personas migrantes y/o refugiadas víctimas de violencia basada en 
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género, dado que tienen necesidades particulares y su experiencia de la violencia se ve influenciada 
—agravada— por su situación migratoria que la coloca en un estado de vulnerabilidad.

En ese sentido, el protocolo desarrolla el apartado XVII denominado “Disposiciones para la atención 
diferenciada de personas víctimas de violencia”. Al respecto, establece que tanto los CEM como 
los EE. SS. deben establecer con cada persona víctima de violencia una relación personalizada, 
amable, respetuosa e implementarán acciones orientadas a evitar la doble victimización de 
hechos de violencia, a fin de protegerla de experiencias negativas en su intento de buscar justicia 
y reparación del daño sufrido.

Asimismo, establece que el trato del servicio se caracteriza por el reconocimiento de sus 
necesidades, respeto de sus derechos y el trato digno, considerando si se encuentra en una 
situación de vulnerabilidad dada por alguna condición personal o por una situación específica que 
lo afecta.

De manera específica en el numeral 17.4, el Protocolo establece que en el caso de migrantes 
internos y externos tanto en los EE. SS. y CEM se debe realizar lo siguiente:

a) Identificar y fortalecer redes de apoyo familiar y comunitaria.

b) Brindar información sobre la legislación vigente y los mecanismos previstos en el Perú frente a la 
violencia.

c) Coordinar con INABIF, instituciones públicas, privadas, ONGs o empresas de transportes para el 
traslado de la persona a su lugar de origen o domicilio de la red familiar idónea.

d) Si la persona migrante lo solicita, coordinar con la Embajada o Consulado según corresponda, la 
ubicación de familiares o amistades.

e) Asegurar el cuidado integral y el acompañamiento desde CEM y EESS del territorio, durante toda 
la ruta de atención.

Asimismo, en el apartado 10.3 denominado “De la provisión gratuita de servicios de salud”, 
reconoce que todas las personas atendidas por situaciones de violencia deben ser provistas de 
todo lo necesario para la promoción, prevención, atención y recuperación integral de la salud 
física y mental de forma gratuita en todos los EE. SS. donde sean atendidas, así no cuenten con 
documento de identidad.

En ese mismo sentido, en el apartado XI, “Disposiciones para la actuación de los establecimientos 
de salud frente a la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, en el marco 
de la Ley n.° 30364”, se establece que los establecimientos de salud a cargo del Minsa, de las 
Direcciones y Gerencias Regionales de Salud, o las que hagan sus veces en el ámbito regional, 
deben atender a las mujeres víctimas de violencia y el grupo familiar, independientemente de si 
cuentan o no con su documento de identidad. Es decir, que el acceso a la atención integral no se 
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verá condicionado a contar con este documento. 

De otro lado, el protocolo establece, en el apartado XVI, disposiciones para el abordaje a personas 
víctimas de violación sexual. Sobre el particular, cabe destacar la atención intersectorial que se 
debe desarrollar a fin de garantizar una atención adecuada, pertinente e integral; estableciendo 
cuáles son las acciones que deben desarrollar los CEM y los EE. SS. de manera articulada cuando 
atiendan casos de violencia sexual.

f)	 PROGRAMA PRESUPUESTAL ORIENTADO A RESULTADOS DE REDUCCIÓN DE LA VIOLENCIA 
CONTRA LA MUJER (ANEXO DE LA R. S. N.° 024-2019-EF)

Mediante la Resolución Suprema n.° 024-2019-EF, publicada en el diario oficial El Peruano el 30 
de diciembre de 2019, se aprobó el Programa Presupuestal orientado a Resultados (PPoR) de 
Reducción de la Violencia contra la Mujer45. Este programa fue elaborado por el Grupo de Trabajo 
Multisectorial encargado de desarrollar los contenidos técnicos del Programa Presupuestal 
orientado a Resultados para la Reducción de la Violencia contra la Mujer.

La condición de interés en este programa es “la violencia contra las mujeres” entendida como lo 
siguiente (pág. 32):

La Violencia Contra las Mujeres (VCM) es cualquier acción u omisión contra las mujeres46 a lo largo 
del curso de la vida, basado en su género, que cause la muerte o un sufrimiento o daño físico, 
psicológico, o económico, que ocurre dentro de la familia o unidad doméstica, en la comunidad y la 
perpetrada o tolerada por el Estado y que repercute de manera diferenciada en aquellas personas 
expuestas a marginación, estigma y a las múltiples e interrelacionadas formas de discriminación”.

Al respecto, el PPoR señala que la expresión “las mujeres” hace referencia a las “mujeres en su 
diversidad” que incluye a las mujeres migrantes y refugiadas, entre otras.

Asimismo, de la revisión del programa se puede apreciar que no hay una mención explícita de 
las personas migrantes o refugiadas en el modelo explicativo, modelo prescriptivo y la teoría de 
cambio. No obstante, se hace mención a la “condición migratoria” en el “ámbito de reporte del 
indicador” de las Fichas de los Servicios de los Productos, Fichas de los Indicadores de Resultados 
respecto de la Condición de Interés, Fichas de los Indicadores de Resultados respecto de los 
Factores Relevantes de la Teoría de Cambio y Ficha de Indicadores de Producto.

45 Resolución Suprema n.° 024-2019-EF. Recuperada el 2 de marzo de 2021 de https://busquedas.elperuano.pe/download/url/
aprueban-el-programa-presupuestal-orientado-a-resultados-de-resolucion-suprema-n-024-2019-ef-1841817-6 
46 Mujeres en su diversidad incluye a las niñas, adolescentes, adultas y adultas mayores, mujeres indígenas, nativas, originarias, 
afrodescendientes y mestizas, mujeres urbanas y rurales; mujeres heterosexuales, mujeres lesbianas, bisexuales, trans e intersex; 
mujeres con discapacidad física o mental; mujeres migrantes, refugiadas y desplazadas internas; mujeres viviendo con VIH; 
mujeres privadas de libertad; mujeres que trabajan en la prostitución.
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g)	 RESOLUCIÓN MINISTERIAL N.° 328-2019-MIMP. ACTUALIZACIÓN DE LA FICHA DE 
VALORACIÓN DE RIESGO EN MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE PAREJA

Mediante Resolución Ministerial n.° 328-2019-MIMP se actualizó la Ficha de Valoración de Riesgo 
en Mujeres Víctimas de Violencia de Pareja y su instructivo. Asimismo, el Anexo 1 presenta la 
Ficha de Valoración en Mujeres Víctimas de Violencia de Pareja e indica que es un instrumento 
que debe ser “aplicado a mujeres y adolescentes mayores de 14 años que han sido víctimas de 
violencia de parte de su pareja o ex pareja, con el objetivo de valorar su riesgo de ser agredidas, 
prevenir el feminicidio y adoptar las medidas de protección correspondientes”. En dicha ficha 
se observa que, en la sección sobre los datos generales, se consulta si la persona usuaria tiene 
“carnet de extranjería” como documento de identidad.

h)	 LINEAMIENTOS ESTRATÉGICOS PARA LA PREVENCIÓN DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO 
CONTRA LAS MUJERES 47

Mediante la Resolución Ministerial n.° 058-2021-MIMP se aprobó los Lineamientos Estratégicos 
para la Prevención de la Violencia de Género contra las Mujeres, que tiene como objetivo:

[…] establecer pautas estratégicas para orientar la intervención intersectorial articulada y multinivel 
en materia de prevención de la violencia de género contra las mujeres (VGCM), con énfasis en la 
prevención primaria, en el marco de la implementación de la Ley n.° 30364, Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, y la Política 
Nacional de Igualdad de Género (PNIG), aprobada mediante Decreto Supremo n.° 008-2019-MIMP, 
entre otras normas aplicables.

Los lineamientos no desarrollan acciones específicas para las personas migrantes. Sin embargo, 
sí establece que los lineamientos sean aplicados tomando en consideración diversos enfoques, 
entre ellos el “enfoque de interseccionalidad” entendido de la siguiente manera:

Reconoce que es necesario identificar las relaciones de poder entre distintas edades de la vida y sus 
vinculaciones para mejorar las condiciones de vida o el desarrollo común. Considera que la niñez, la 
juventud, la adultez y la vejez deben tener una conexión, pues en conjunto están abonando a una 
historia común y deben fortalecerse generacionalmente. Presenta aportes a largo plazo considerando 
las distintas generaciones y colocando la importancia de construir corresponsabilidades entre estas.

4.2. NORMATIVA RELACIONADA A LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN EN MATERIA DE SALUD 
DE LA POBLACIÓN MIGRANTE Y REFUGIADA VÍCTIMA DE VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO

a)	 NORMA TÉCNICA DE SALUD PARA EL CIUDADANO INTEGRAL A MUJERES E INTEGRANTES 
DEL GRUPO FAMILIAR AFECTADOS POR VIOLENCIA SEXUAL

Mediante Resolución Ministerial n.° 649-2020-Minsa se aprueba la Norma Técnica de Salud para 

47 Lineamientos estratégicos para la prevención de la violencia de género contra las mujeres. Recuperado el 2 de marzo de 2021 
de https://www.gob.pe/institucion/mimp/normas-legales/1723256-058-2021-mimp
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el Ciudadano Integral a Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar Afectados por Violencia Sexual 
que tiene como finalidad contribuir a la respuesta nacional para el cuidado integral de la salud 
de las mujeres e integrantes del grupo familiar afectados por violencia sexual, la mejora en la 
calidad de vida de los mismos, garantizar su recuperación integral considerando las dimensiones 
personales, familiares y sociales y el acceso a la justicia, en el marco del enfoque de género, 
de los derechos ciudadanos y de la interculturalidad. En ese sentido, la norma técnica brinda 
disposiciones específicas para la atención de las personas migrantes víctimas de violencia sexual.

En el punto 5.7 de dicha norma se establecen disposiciones para la atención diferenciada de 
personas afectadas por violencia sexual. De manera específica, el punto 5.7.4 hace referencia a la 
atención que se debe brindar en el caso de migrantes internos y externos:

a. Si la persona migrante lo solicita, coordinar con la Embajada o Consulado según corresponda, la 
ubicación de familiares o amistades

b. Brindar la atención gratuita, no siendo necesaria la presentación de cédula o carnet de extranjería.

c. Brindar información sobre la legislación vigente y los mecanismos previstos en el Perú frente a la 
violencia.

d. Coordinar con INABIF, instituciones públicas, privadas, ONGSs o empresas de transporte para el 
traslado de la persona a su lugar de origen si lo solicita o domicilio de la red familiar idónea.

e. Asegurar el cuidado integral y el acompañamiento desde el CEM y el establecimiento de salud, 
durante la ruta de atención.

Como podemos observar, estas disposiciones diferenciadas buscan brindar una atención integral 
tomando en consideración la situación de vulnerabilidad en la que se pueden encontrar no solo 
por ser víctimas de violencia sexual, sino también por su situación migratoria.

b)	 GUÍA TÉCNICA PARA EL CUIDADO DE LA SALUD MENTAL DE LA POBLACIÓN AFECTADA, 
FAMILIAS Y COMUNIDAD, EN EL CONTEXTO DEL COVID-19 (R. M. N.° 186-2020-MINSA)

La guía tiene como finalidad “contribuir a la reducción del impacto sanitario de la pandemia del 
COVID-19 en la población afectada, familias y comunidad, mediante acciones de promoción, 
prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación en salud mental”.

En las disposiciones generales, de manera específica en el punto “4.2. Aspectos generales a 
considerar en situación de trasmisión comunitaria por COVID 19”, se establecen consideraciones 
relacionadas a las mujeres, las niñas, los niños, las adolescentes y las personas migrantes: 

b) Todas las IPRESS públicas y privadas priorizan el cuidado de la salud mental en: […] 

-	 Niñas, niños y adolescentes. El distanciamiento social, cambio de rutinas, los periodos prolongados 
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de cuarentena pueden generar mayor ansiedad, irritabilidad, tristeza, preocupación, cambios de 
comportamiento, rendimiento académico disminuido. Además, puede incrementar la presencia 
de maltrato infantil.

-	 Mujeres. Por la sobrecarga de trabajo doméstico que resulta al ser las principales cuidadoras 
familiares (niñas, niños, adolescentes, personas adultas mayores, personas con discapacidad, 
personas afectadas por COVID-19), mayor riesgo de sufrir violencias, y de postergar su autocuidado. 
[…]

-	 Población migrante. Por el temor al contagio estas personas pueden ser sujetos a mayor 
discriminación y actos de violencia. […]

En ese sentido, en el punto “5.2 Procedimiento 2: De la identificación y diagnóstico de personas 
con problemas de salud mental, en el contexto del COVID-19”, con relación a la violencia hacia las 
mujeres, establece que el personal de salud debe realizar las siguientes acciones: 

1) Identificación activa de problemas de salud mental en personas con COVID–19, que se atienden 
en los servicios de hospitalización y emergencia, así como en aquellas que se encuentran en 
aislamiento domiciliario.

2) Puede realizarse utilizando las preguntas del SRQ abreviado, AUDIT C (Anexo 1 y 2) y de detección 
de la violencia hacia las mujeres. Así, señala que se pueden identificar con mayor frecuencia los 
siguientes trastornos: 

a) Reacción a estrés agudo

b) Trastornos de adaptación

c) Problemas de ansiedad

d) Episodio depresivo

e) Trastorno de estrés postraumático

f) Síndromes de maltrato, en especial violencia contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes y 
otras poblaciones vulnerables

g) Trastornos por consumo de alcohol, tabaco y/u otras sustancias psicoactivas 

h) Conducta suicida

Respecto de los “Síndromes de maltrato, en especial violencia contra las mujeres, niñas, niños y 
adolescentes y otras poblaciones vulnerables”, la guía establece que estos pueden “ocurrir como 
consecuencia de la violencia contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes y otras personas 
vulnerables e implica daños o sufrimiento físico, sexual, psicológico y/o económico ocasionado 
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a muchas veces por la pareja, expareja u otra persona. En este contexto, las niñas, niños y 
adolescentes son más vulnerables de sufrir cualquier tipo de maltrato infantil”. Asimismo, se 
reconoce que la pandemia por COVID-19 y las medidas para afrontarla tiene un impacto en la vida 
de las mujeres:

[…] el aislamiento social, los conflictos, tensión y estrés en el hogar producto del contexto de 
pandemia por COVID-19 y confinamiento, pueden agudizar la violencia de género. El aislamiento 
social coloca a las mujeres con pocas posibilidades de abandonar el domicilio ante una situación de 
riesgo o de violencia, por lo que la intervención del personal de la salud para la detección, atención y 
referencia adecuada de las sobrevivientes de violencia resulta esencial para asegurar la salud y vida 
de las mujeres.

Por lo anterior, se señala que la primera línea de respuesta al COVID-19 incluye diversas medidas 
de atención integral para las mujeres víctimas de violencia en general y de manera específica para 
las mujeres víctimas de violencia sexual: 

•	 […] adoptar todas las medidas necesarias para asegurar la recuperación integral de su salud 
mental y salud reproductiva de las sobrevivientes de violencia. Particularmente, en el caso de 
violación sexual además de la contención emocional, se requiere garantizar el uso del kit de 
violación sexual aprobado según la normatividad vigente.

•	 […] asegura la coordinación y actuación conjunta intersectorial oportuna de las personas 
afectadas a los servicios de Atención de Urgencia (SAU) del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP) que se encuentran atendiendo en el actual contexto, en el marco del 
protocolo de actuación conjunta entre Centros Emergencia Mujer (CEM) y establecimientos 
de salud (EESS), así como con Juzgados y Fiscalías disponibles para garantizar la atención 
multisectorial en el actual contexto del COVID-19.

4.3. NORMATIVA RELACIONADA A LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN EN MATERIA DE 
ORIENTACIÓN LEGAL Y ACCESO A LA JUSTICIA DE LA POBLACIÓN MIGRANTE Y REFUGIADA 
VÍCTIMA DE VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO

a)	 TEXTO ÚNICO ORDENADO DE LA LEY N.° 30364, “LEY PARA PREVENIR, SANCIONAR 
Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO 
FAMILIAR” (TUO LEY N.° 30364), SU REGLAMENTO Y MODIFICATORIAS

Respecto de la denuncia que puede presentar una víctima de violencia basada en género, el 
artículo 16 del Reglamento de la Ley n.° 30364 establece que todas las instituciones públicas 
receptoras de denuncias por hechos de violencia deben actuar con un mínimo formalismo. De 
manera específica, el artículo 16 establece lo siguiente:

Artículo 16.— Actuación con mínimo formalismo

16.1. Las víctimas y personas denunciantes no requieren presentar documento que acredite su 
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identidad para acceder a registrar sus denuncias. La Institución receptora verifica dentro del Sistema 
Integrado del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec) la identidad de la persona 
denunciante.

16.2. El Reniec otorga facilidades para acceder al registro de identidad de personas de todas las 
edades, a todas las instituciones públicas receptoras de denuncias por hechos de violencia.

16.3. En caso la persona no se encuentre inscrita en el Registro Nacional de Identificación y Estado 
Civil o es extranjera que no cuenta con documentación, las instituciones competentes que reciben la 
denuncia cursan oficio al Registro Nacional de Identificación y Estado Civil o al Órgano Desconcentrado 
de Migraciones para el trámite respectivo.

16.4. Cuando las entidades facultadas para recibir la denuncia toman conocimiento por intermedio 
de un tercero de un hecho de violencia, no exigen los datos precisos de la presunta víctima para 
registrar la denuncia, siendo suficiente recibir las referencias mínimas para su ubicación.

Como podemos observar, este artículo establece que las víctimas y personas denunciantes no 
requieren presentar documento que acredite su identidad para acceder a registrar sus denuncias. 
Y en los casos que la persona sea extranjera y no cuente con documentación, las instituciones 
competentes que reciben la denuncia cursan oficio al Órgano Desconcentrado de Migraciones 
para el trámite respectivo.

b)	 PROTOCOLO DE ACTUACIÓN CONJUNTA DE LOS CENTROS EMERGENCIA MUJER Y 
COMISARÍAS O COMISARÍAS ESPECIALIZADAS EN MATERIA DE PROTECCIÓN CONTRA LA 
VIOLENCIA FAMILIAR DE LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ48

Como ya se ha mencionado en párrafos precedentes, este protocolo tiene por finalidad “establecer 
orientaciones de actuación normalizados a seguir por los Centros Emergencia Mujer y Comisarías 
o Comisarías Especializadas en materia de protección contra la violencia familiar de la Policía 
Nacional del Perú en el ámbito de sus competencias frente a la violencia contra las mujeres, 
integrantes del grupo familiar y cualquier persona afectada por violencia sexual” (punto 1).

Por su parte, en el punto 12 denominado “Consideraciones específicas de intervenciones” señala 
que se debe establecer con cada persona usuaria una relación personalizada, amable, respetuosa 
e implementar acciones orientadas a evitar la doble victimización de los hechos de violencia a 
fin de protegerla de experiencias negativas en su intento de buscar justicia y reparación del daño 
sufrido. 

Asimismo, señala que el servicio debe caracterizarse por el reconocimiento de sus necesidades, 
respeto de sus derechos y el trato digno, considerando entre otras variables su edad, características 
socioculturales, su lengua, si es una persona con discapacidad; así como también del tipo de 
48 Protocolo de Actuación Conjunta de los Centros Emergencia Mujer y Comisarías o Comisarías Especializadas en Materia de 
Protección contra la Violencia Familiar de la Policía Nacional del Perú. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://busquedas.
elperuano.pe/normaslegales/decreto-supremo-que-aprueba-el-protocolo-de-actuacion-conjun-decreto-supremo-n-006-2018-
mimp-1676524-7/
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violencia y de las circunstancias en que esta haya ocurrido independientemente de ello, teniendo 
como objetivo central el respeto a sus derechos y dignidad como persona. Por eso, se recomienda 
procurar primero acoger a la persona usuaria, para luego recopilar la información necesaria o 
realizar las intervenciones propias de su función.

De esta manera, el numeral 12.4 establece las siguientes consideraciones específicas sobre las 
personas migrantes:

a. Si la persona atendida se comunica en otro idioma, articule con la instancia que provea traductor/a 
oficial u otro servicio local que pueda ayudar en este aspecto. En el caso de migrantes internos se 
coordina con los intérpretes y traductores/as de lenguas indígenas del Ministerio de Cultura y para 
migrantes extranjeros el Colegio de traductores de Perú o traductores del Ministerio de Relaciones 
Exteriores.

b. Identificar y fortalecer redes de apoyo.

c. Brindar información sobre la legislación vigente y los mecanismos previstos en el Perú frente a la 
violencia.

d. Coordinar con la Embajada o Consulado según corresponda, la ubicación de familiares o amistades, 
determinar la situación de residencia en el territorio nacional y el retorno de la persona a su país de 
origen.

e. Coordinar con instituciones públicas, privadas, ONG o empresas de transportes para el traslado de 
la persona a su lugar de origen o domicilio de la red familiar idónea.

c)	 PROTOCOLO DE ACTUACIÓN CONJUNTA ENTRE LOS CENTROS EMERGENCIA MUJER Y LOS 
SERVICIOS DE DEFENSA PÚBLICA

Mediante Decreto Supremo n.° 008-2020-JUS se aprueba el Protocolo de Actuación Conjunta 
entre los Centros Emergencia Mujer y los Servicios de Defensa Pública que tiene como objetivo 
“establecer criterios de actuación para la atención articulada y complementaria entre los servicios 
del Centro Emergencia Mujer y los servicios de Defensa Pública a las personas afectadas por hechos 
de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, violencia sexual y afectación de 
otros derechos conexos, en el marco de sus competencias” (punto 1.2).

El punto 4 establece la “Ruta de actuación de los servicios” entre los CEM y la Defensa Pública.  
En el caso de la “Actuación del Centro de Emergencia Mujer” se señala los siguientes servicios: 
asistencia y defensa jurídica a nivel tutelar (punto 4.1.1) y el patrocinio jurídico a nivel penal 
(punto 4.1.2) que implica asesoría jurídica, defensa técnica y acompañamiento jurídico. En el 
caso de la “Actuación del Servicio de Defensa Pública” se señalan los siguientes servicios: defensa 
de víctimas (punto 4.2.a), asistencia legal (punto 4.2.b), servicio multidisciplinario (punto 4.2.c), 
defensa pública penal (punto 4.2.d), mecanismos alternativos de solución de conflictos (punto 
4.2.e), fono alegra 1884-asesoría legal gratuita (punto 4.2.a).
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El Protocolo de Actuación Conjunta entre los CEM y los Servicios de Defensa Pública no establece 
disposiciones específicas referidas a la atención de personas migrantes/refugiadas víctimas de 
violencia basada en género.

d)	 PROTOCOLO INTERINSTITUCIONAL DE ACCIÓN FRENTE AL FEMINICIDIO, TENTATIVA DE 
FEMINICIDIO Y VIOLENCIA DE PAREJA DE ALTO RIESGO

El Protocolo Interinstitucional de Acción Frente al Feminicidio, Tentativa de Feminicidio y Violencia 
de Pareja de Alto Riesgo, con relación a las mujeres migrantes, establece que “la protección social 
se entiende como el conjunto de acciones de protección y soporte dirigidas a las víctimas directas 
e indirectas, para fortalecer sus capacidades de afronte y recuperación. Las instituciones que 
brindan servicios de este tipo facilitan a los/as operadores/as la sostenibilidad de las acciones de 
la investigación judicial”. 

Este sistema de protección social está integrado por diversas instituciones, entre ellas, el Ministerio 
de Relaciones Exteriores (RR. EE.).

Al respecto, el Protocolo señala lo siguiente:

[…] Los numerales 11.1 y 11.2 del artículo 11 del Decreto Legislativo n.° 1350, Decreto Legislativo 
de Migraciones; establece que MIGRACIONES y el MRE ponen en conocimiento de las autoridades 
competentes las situaciones de vulnerabilidad en que se encuentren las personas migrantes, para 
la adopción de las acciones administrativas o jurisdiccionales que correspondan para la protección 
de sus derechos, en particular (…) trata de personas y tráfico de migrantes, víctimas de violencia 
familiar y sexual, y quienes requieren protección en atención a una grave amenaza o afectación a 
sus derechos fundamentales. En el ámbito de sus competencias, Migraciones y el MRE adoptan los 
criterios para asistir a las personas en situación de vulnerabilidad; pudiendo emitir los documentos 
y/o permisos de permanencia temporal o residencia pertinentes.

Con relación al conocimiento del caso e intervención de las instituciones involucradas, se establece 
en el punto 2.3.31 sobre “Situaciones especiales”:

iv. En caso de una mujer extranjera (migrante) sea víctima de tentativa de feminicidio MIGRACIONES 
y el MRE ponen en conocimiento de las autoridades las situaciones de vulnerabilidad en que se 
encuentren la víctima, para la adopción de las acciones administrativas o jurisdiccionales que 
correspondan para la protección de sus derechos, en particular las referidas a (…) víctima de trata 
de personas y tráfico de migrantes, víctimas de violencia familiar y sexual, y quienes requieren 
protección en atención a una grave amenaza o afectación a sus derechos fundamentales.

En ámbito de sus competencias, Migraciones y el MRE adoptan los criterios para asistir a las personas 
en situación de vulnerabilidad; pudiendo emitir los documentos y/o permisos de permanencia 
temporal o residencia pertinentes.

Como podemos observar, se plantea obligaciones específicas a Migraciones y RR. EE. de poner en 
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conocimiento de las autoridades la situación de vulnerabilidad en la que se encuentre la víctima 
extranjera. Así, de conformidad con lo establecido en el en el punto 2.3.31, se debería poner en 
conocimiento del MIMP para que adopte todas las acciones que correspondan para la protección 
de los derechos de las mujeres víctimas de violencia.

4.4. NORMATIVA RELACIONADA A LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN EN MATERIA MIGRATORIA 
DE LA POBLACIÓN MIGRANTE Y REFUGIADA VÍCTIMA DE VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO

a)	 DECRETO LEGISLATIVO N.° 1350 Y SU CORRESPONDIENTE REGLAMENTO APROBADO 
MEDIANTE DECRETO SUPREMO N.° 007-2017-IN49

Con relación a la protección de personas extranjeras en situación de vulnerabilidad, el artículo 
229 establece en el numeral 1 que las autoridades migratorias pondrán en conocimiento de las 
autoridades competentes como el Ministerio Público, Poder Judicial, Policía Nacional del Perú, 
Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, Ministerio de Salud, Ministerio del Trabajo 
y Promoción del Empleo, y otras entidades según corresponda, la situación de un presunto 
caso de vulnerabilidad en que se encuentre esta población para la adopción de las acciones 
administrativas o jurisdiccionales que correspondan para la protección de sus derechos, en los 
supuestos establecidos en el artículo 227 del Reglamento.

Asimismo, el numeral 2 del artículo 229 del Reglamento señala que las entidades públicas 
coordinarán las acciones de protección y prevención dirigidas a las personas extranjeras que 
se encuentran en el territorio nacional en situación de vulnerabilidad. Las entidades tienen el 
deber, en el marco de sus competencias, de tomar acción y dar atención oportuna a cada caso 
en concreto con la siguiente finalidad: 

a) Acceso a los servicios públicos, con énfasis en salud, educación y trabajo. 

b) Derivación de casos para la protección de sus derechos fundamentales.

c) Colaboración interinstitucional para la obtención de información y documentación respecto a 
la situación de vulnerabilidad, en cada caso en concreto.

d) Implementación de políticas públicas a favor de migrantes extranjeros en situación de 
vulnerabilidad.

e) Capacitación a funcionarios públicos en técnicas de entrevistas para detectar posibles casos de 
vulneraciones a los derechos fundamentales de personas extranjeras. 

f) Estudios e investigaciones que sirvan de línea de base para la elaboración de políticas públicas 

49 DECRETO LEGISLATIVO N.° 1350. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/
decreto-supremo-que-aprueba-el-reglamento-del-decreto-legisl-decreto-supremo-n-007-2017-in-1501641-5/
DECRETO SUPREMO N.° 007-2017-IN. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/
reglamento-del-decreto-legislativo-n-1350-decreto-legislat-anexo-ds-n-007-2017-in-1502810-4/
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específicas y desarrollar programas especiales para prevenir vulneraciones a los derechos 
fundamentales de las personas extranjeras.

g) Elaboración de protocolos de actuación interinstitucional ante la identificación de casos de 
personas extranjeras en situación de vulnerabilidad durante el control migratorio.

h) Mecanismos de coordinación y cooperación con entidades públicas y privadas de otros países 
para prevenir y responder a casos de personas extranjeras en situación de vulnerabilidad. 

i) Acciones de comunicación y difusión de la normatividad migratoria vigente.

j) Sensibilización a funcionarios públicos sobre las necesidades y particularidades específicas de 
las poblaciones extranjeras e inmigrantes en el territorio nacional, así como, los alcances de la 
normativa nacional e internacional en materia de derechos humanos de migrantes.

k) Alianzas con organismos internacionales y de la sociedad civil a fin de que coadyuven a la 
prevención y respuesta, en casos de personas extranjeras en situación de vulnerabilidad.

l) Otras que se requieran, a fin de proteger a la persona en situación de especial protección.

Respecto de las medidas migratorias de protección para las personas en situación de 
vulnerabilidad, el artículo 230 del Reglamento establece varias obligaciones referidas a los 
documentos y/o permisos temporales de permanencia en el país, exoneración de requisitos para 
determinados procedimientos, otorgamiento de ampliación de plazos y exoneración de multas, 
para el otorgamiento de la Calidad Migratoria Especial, entre otros aspectos:

230.1. Las Autoridades Migratorias expedirán los documentos y/o permiso temporal de permanencia 
a las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad, previo informe técnico de la unidad 
orgánica especializada en la materia; medidas que incluyen el otorgamiento de ampliaciones de 
plazo y exoneración de multas y derechos de tramitación estipulados en la normatividad migratoria 
vigente u otros, que faciliten la atención a las circunstancias especiales de cada caso en concreto.

230.2. MIGRACIONES, en casos de situación de vulnerabilidad, podrá exonerar de la presentación de 
requisitos establecidos para los procedimientos estipulados en la normatividad migratoria vigente u 
otros, previo informe del órgano especializado en la materia.

230.3. MIGRACIONES podrá otorgar la Calidad Migratoria Especial de manera excepcional a personas 
extranjeras en extrema situación de vulnerabilidad, permitiendo la permanencia en situaciones no 
contempladas en las demás calidades migratorias, calidad que será otorgada previo informe del 
órgano especializado en la materia.

Asimismo, de conformidad con lo establecido en el literal “k”, numeral 2, del artículo 29, la calidad 
migratoria del tipo “humanitaria” es brindada a la persona extranjera: 

[…] que encontrándose en territorio nacional y sin reunir los requisitos para acceder a la condición 
de asilado o refugiado, se encuentre en situación de gran vulnerabilidad o peligro de vida en caso de 
abandono del territorio peruano o para quien requiere protección en atención a una grave amenaza 
o acto de violación o afectación de sus derechos fundamentales. Del mismo modo, será aplicable 
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para los solicitantes de refugio y asilo o para quienes hayan migrado por motivos de desastres 
naturales y medioambientales; o para quienes han sido víctima de trata o tráfico de personas; o para 
las niñas, niños y adolescentes no acompañados; o para apátridas. También se aplica para personas 
que se encuentren fuera del territorio nacional en situaciones excepcionales de crisis humanitaria 
reconocida internacionalmente, que soliciten venir al Perú y obtener protección. Permite realizar 
actividades lucrativas de manera subordinada, autónoma o por cuenta propia.

Esta calidad migratoria es otorgada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, y el plazo de 
permanencia es de ciento ochenta y tres (183) días pudiendo mantenerse en tanto persistan las 
condiciones de vulnerabilidad por las cuales se otorgó la calidad migratoria.

Sobre el particular, el artículo 91 del Reglamento del Decreto Legislativo n.° 1350, respecto de 
la “Calidad Migratoria Humanitaria” establece que el Ministerio de Relaciones Exteriores, en 
ejercicio de la potestad del Estado, otorga esta calidad migratoria a las personas extranjeras que 
se encuentre en territorio nacional, en atención a su situación personal, bajo algunos supuestos 
relacionados a la violencia basada en género, tales como los establecidos en los literales a) y d):

a) Quienes no reúnen los requisitos para la protección de asilado o refugiado y se encuentren en 
una situación de vulnerabilidad o peligro de vida en caso de abandono del territorio peruano o 
quien requiere protección en atención a una grave amenaza o acto de violación o afectación de sus 
derechos fundamentales. […]

d) Víctimas de trata de personas o tráfico ilícito de migrantes. […]

Asimismo, el numeral 3 del artículo 91 del Reglamento establece que la calidad migratoria no 
se aplicará a la persona extranjera respecto de la cual haya razones fundadas para considerar lo 
siguiente: 

a) Ha cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la humanidad, 
definido en los instrumentos internacionales referentes a dichos delitos. 

b) Ha cometido un delito grave de índole no política fuera del país de su residencia, antes de su 
admisión en dicho país.

c) Es declarado culpable de actos contrarios a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Además, es importante señalar que de conformidad con lo establecido en la novena disposición 
complementaria del Decreto Legislativo n.° 1350, Migraciones exonera de tasas en casos de 
migrantes que se encuentren en situación de vulnerabilidad.

b)	 POLÍTICA NACIONAL MIGRATORIA 2017-2025

Mediante Decreto Supremo n.° 015-2017-RE se aprueba la Política Nacional Migratoria 2017-2025 
donde se establece como uno de los Principios de la Política Nacional Migratoria la “Igualdad y 
no discriminación de las personas migrantes, promoviendo su inclusión social y productiva; así 
como, la prevención y sanción de toda manifestación de violencia, xenofobia y racismo hacia las 
personas migrantes.”
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La Política Nacional Migratoria plantea un objetivo estratégico general y cinco (5) objetivos 
específicos (OE), de los cuales solo el OE5, denominado “Promover la integración de extranjeras y 
extranjeros a la sociedad peruana, garantizando la protección, atención y defensa de sus derechos 
humanos e idoneidad cultural”, hace referencia a las personas extranjeras en el Perú. 

Asimismo, el Plan señala los elementos que contribuyen al cumplimiento del OE5: 

•	 Las acciones contra la discriminación y violencia hacia la persona migrante.

•	 Las facilidades para que los extranjeros y extranjeras en el Perú puedan tener acceso a la 
salud, educación y servicios sociales.

•	 El diseño y/o fortalecimiento de los mecanismos de protección para grupos en situación 
de especial vulnerabilidad, en particular mujeres víctimas de violencia de género, sexual y 
familiar o personas que requieren protección internacional, entre otras.

c)	 DIRECTIVA DE ACREDITACIÓN DE PERSONAS EXTRANJERAS EN SITUACIÓN DE 
VULNERABILIDAD50

El 14 de febrero del 2019 se aprobó la Directiva-E01.PM.DI.002.2019, Directiva de Acreditación 
de Personas Extranjeras en Situación de Vulnerabilidad, que establece los lineamentos de la 
Superintendencia Nacional de Migraciones para la acreditación de personas extranjeras que se 
encuentran en situación de vulnerabilidad.

Esta directiva establece responsabilidades a a) el Equipo de Trabajo de Integración Migratoria, 
conformado por la Gerencia General, la Gerencia de Política Migratoria, la Gerencia de Usuarios 
y la Gerencia de Servicios Migratorios; y b) Equipo Técnico de Integración Migratoria, que brinda 
apoyo para el cumplimiento de las funciones del Equipo de Trabajo de Integración Migratoria el 
cual se encuentra integrado por un grupo de servidores designados por la Gerencia de Política 
Migratoria.

A continuación, se resaltan las principales responsabilidades relacionadas con la acreditación de 
personas extranjeras en situación de vulnerabilidad:

50 SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE MIGRACIONES. Directiva de acreditación de personas extranjeras en situación de 
vulnerabilidad. Recuperado el 2 de marzo de 2021 de https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/1500401/E01.
PM.DI.002.2019.pdf
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Tabla 7 
Responsabilidades en la acreditación migratoria

El Equipo de Trabajo de 
Integración Migratoria

El Equipo Técnico de Integración Migratoria

Promover la integración 
a la sociedad peruana de 
las personas migrantes 

en situación de 
vulnerabilidad impulsando 

las acciones que se 
consideren necesarias 

para la tutela de la 
dignidad y sus demás 

derechos fundamentales.

•	 Declarar, en caso sea acreditado debidamente, la situación de 
vulnerabilidad o extrema vulnerabilidad de las personas extranjeras.

•	 Implementar medidas migratorias de protección y especiales, respecto 
a personas extranjeras en situación de vulnerabilidad, conforme a la 
normativa vigente.

•	 Asesorar de forma oportuna y precisa a las personas extranjeras obre 
normativa migratoria, especialmente respecto a los supuestos de 
vulnerabilidad.

•	 Orientar a las personas que alegan situación de vulnerabilidad, respecto a 
la documentación que requieren para justificar y sustentar su condición, 
brindando apoyo para el llenado del formato E01.PM.FR.001, “Solicitud 
para personas en situación de vulnerabilidad”, y su presentación a la 
oficina correspondiente. Asimismo, quedará a discreción del Equipo 
Técnico el seguimiento y monitoreo de las solicitudes.

•	 Canalizarán las solicitudes que involucren situaciones o supuestos de 
vulnerabilidad, en lo que sea aplicable, a fin de que emita el informe 
técnico respectivo.

•	 Elabora los informes técnicos respectivos, de forma eficaz, eficiente y 
oportuna, a fin de garantizar una adecuada calificación y acreditación de 
la condición de la presunta víctima, recomendando de manera concisa, 
las medidas que deberán adoptarse en atención a las circunstancias 
especiales de cada caso concreto.

•	 Coordina con los órganos y unidades orgánicas, para que, en el 
marco de sus competencias y facultades, evalúen y emitan oportuno 
pronunciamiento sobre la solicitud de las personas extranjeras en posible 
situación de vulnerabilidad, atendiendo la amenaza o vulneración de 
sus derechos fundamentales, dándole dinamismo al trámite.

•	 En los supuestos en los que sea necesario, brindará apoyo a las personas 
extranjeras en situación de vulnerabilidad, a fin de coordinar con otras 
entidades públicas o privadas, la adopción de medidas complementarias 
para su protección.

Respecto de la presentación de la solicitud de acreditación, como persona extranjera en situación 
de vulnerabilidad, en el punto 5.2.1 de la Directiva se establece que la persona extranjera que 
alegue una situación de vulnerabilidad debe presentar una solicitud según formato E01.PM.FR.001 
“Solicitud para personas en situación de vulnerabilidad”, adjuntando todos los documentos 
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que sustenten su pedido según asesoría del equipo técnico. Los medios probatorios deben ser 
idóneos y pueden ser incorporados en el procedimiento administrativo por iniciativa de parte o 
por impulso de oficio. Cuando el equipo técnico identifique un medio probatorio que no es idóneo 
solicitará que se subsane en un plazo determinado. Si no lo subsana se declarará improcedente.

Como ya se mencionó anteriormente, el equipo técnico emite los informes técnicos que deben 
ser debidamente motivados, explicando de manera concreta y directa los hechos relevantes y la 
exposición de las razones jurídicas que justifican las conclusiones y recomendaciones arribadas en 
cada caso en particular.

El informe técnico puede acreditar una situación de vulnerabilidad donde podrá concluir sobre 
la declaración de la persona extranjera en situación de vulnerabilidad o sobre la declaración de 
la persona extranjera en extrema situación de vulnerabilidad. Asimismo, el equipo técnico puede 
recomendar medidas de protección, permisos de residencia, calidades migratorias o calidad 
migratoria especial residente.

4.5. INFORMES DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO

En el Informe de supervisión sobre el funcionamiento del Sistema Nacional Especializado 
de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia contra las Mujeres e Integrantes del 
Grupo Familiar (SNEJ), la Defensoría del Pueblo señala que las mujeres no constituyen un 
grupo homogéneo por lo que el SNEJ debe garantizar la adecuada protección de los derechos 
fundamentales de todas las víctimas de violencia de género. En este sentido, la Defensoría del 
Pueblo considera necesario que el SNEJ tenga en cuenta, al ejercer sus funciones, la obligatoriedad 
de las y los operadores del sistema de tener en cuenta la confluencia simultánea de dos o más 
factores de discriminación que coexisten en un gran número de víctimas de violencia mujeres 
migrantes, entre otras. 

5.AVANCES SOBRE LA PROTECCIÓN DE LAS 
MUJERES MIGRANTES Y REFUGIADAS 
VÍCTIMAS DE VIOLENCIA BASADA EN 
GÉNERO EN EL PERÚ POR SECTOR

5.1. CALIDAD DE LA INFORMACIÓN CUANTITATIVA REMITIDA

El Gráfico n.° 1 nos presenta un resumen de la calidad de la información remitida por 6 de las 
7 instituciones respecto al número de atenciones efectuadas a víctimas migrantes/refugiadas 
en los años 2019 y 2020. Tal como se puede apreciar solo Migraciones y el Ministerio de Salud 
remitieron información disgregada según atención a migrantes, pero solo en algunos acápites 
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específicos solicitados, más no respecto a personas refugiadas. Mientras que el Ministerio Público 
y el Ministerio de la Mujer y Poblaciones vulnerables remitieron información respecto a la atención 
a personas extranjeras, sin disgregar si se encontraban en calidad de migrantes/refugiadas. Por 
su parte, la Policía Nacional del Perú y Defensa Pública remitieron información general sobre las 
atenciones realizadas, sin diferenciar en extranjeras, o migrantes/refugiadas. 

En el caso del Poder Judicial, no remitió data estadística al respecto, en tanto, señaló que el 
Sistema Integrado Judicial (SIJ) no cuenta con la información solicitada, motivo por el cual no han 
podido atender a la solicitud. 

Gráfico 1

Calidad de la información remitida

Defensa 
Pública

Migraciones
Ministerio 

Público
Ministerio de 

Salud
PNP MIMP

2019: Migrantes 
(por regiones)
2019: Refugiadas
(por regiones)
2019: Migrantes (por regiones y 
tipo de violencia)
2019: Refugiadas (por regiones y 
tipo de violencia)
2019: Migrantes (por regiones y 
modalidad de violencia)
2019: Refugiadas (por regiones y 
modalidad de violencia)
2020: Migrantes
(por regiones)
2020: Refugiadas
(por regiones)
2020: Migrantes (por regionesy 
tipo de violencia)
2020: Refugiadas (por regiones y 
tipo de violencia)
2020: Migrantes (por regiones y 
modalidad de violencia)
2020: Refugiadas (por regiones y 
modalidad de violencia)

Información solicitada
Instituciones

Disgrega por personas migrantes y/o 
refugiadas

Disgrega solo por personas extranjeras

No disgrega por personas extranjeras ni 
migrantes y/o refugiadas

Leyenda
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5.2. DATA ESTADÍSTICA SOBRE LA ATENCIÓN A MIGRANTES/REFUGIADAS VÍCTIMAS DE 
VIOLENCIA

Tal como se ha expuesto en el acápite anterior, no todas las instituciones han remitido data 
cuantitativa vinculada a la atención a migrantes/refugiadas. En ese sentido, se presentará la 
información específica que han remitido algunas instituciones sobre la atención a migrantes, así 
como la de otras instituciones que atienden a mujeres migrantes. 

5.2.1. ATENCIÓN A MIGRANTES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA 

a)	 Migraciones

Atenciones a nivel nacional

Tal como se puede apreciar a nivel nacional, Migraciones ha atendido 17 casos de migrantes en 
2019 y 4 casos en 2020. Según tipo de violencia, en 2019 han atendido 17 casos de violencia 
sexual y en 2020 han atendido 1 caso de violencia sexual y 3 casos de violencia familiar (así lo ha 
denominado la propia institución). Según modalidad de violencia, ha atendido 1 caso de tentativa 
de feminicidio en 2019 y 2 casos de tentativa de feminicidio en 2020.

Gráfico 2 
Casos de víctimas migrantes atendidos en el 2019 y 2020

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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Gráfico 3
 Casos atendidos según tipo de violencia en 2019 y 2020

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Gráfico 4
Casos atendidos según modalidad de violencia

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

A nivel regional

Migraciones ha atendido un mayor número de casos de migrantes víctimas de violencia en Lima (9 
casos), seguida de Tumbes (4 casos), La Libertad (1 caso), Ayacucho y Cusco (1 caso cada uno) en 
el 2019. De acuerdo a la información remitida, para el 2020 se atendieron 4 casos en Lima. 
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Gráfico 5
 Casos de migrantes víctimas atendidos por región

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

b)	 Ministerio de Salud

A nivel nacional
En 2019, se han atendido 265 casos de migrantes víctimas de violencia, mientras que en 2020 se 
han atendido 280 casos. Por otro lado, según la categorización planteada por el Minsa, en 2019 
han atendido en su mayoría casos de abuso psicológico (103 casos), seguida de otros síndromes 
de maltrato (64 casos), abuso sexual (15 casos) y en menor medida casos de riesgo de abuso físico 
y/o emocional y/o sexual (10 casos). 

En 2020, se han atendido en su mayoría casos de abuso psicológico (103 casos), seguida de casos 
de otros síndromes de maltrato (96 casos), abuso sexual (44 casos), riesgo de abuso físico y/o 
emocional y/o sexual (21 casos) y finalmente se atendieron casos vinculados al síndrome de 
maltrato no especificado (10 casos). 
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Gráfico 6
Casos de migrantes atendidas

Gráfico 7 
Casos de migrantes atendidas según diagnóstico

A nivel regional

Los casos atendidos de migrantes en establecimientos de salud se presentan con mayor número 
en Lima, Callao, Arequipa, Piura y Tumbes, tanto en el año 2019 como en 2020.

Fuente: Información 
remitida por las 
instituciones
Elaboración: Defensoría 
del Pueblo

Fuente: Información 
remitida por las 
instituciones
Elaboración: Defensoría 
del Pueblo
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Gráfico 8

Casos de migrantes atendidas por región

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

5.3. ATENCIÓN A EXTRANJERAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA

A continuación, presentamos la data remitida por el Ministerio Público y Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables respecto a la atención a personas extranjeras, en tanto, no han disgregado 
data por migrante/refugiada.
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a)	 Ministerio Público

A nivel nacional

Durante el 2019 se han atendido 223 casos de mujeres extranjeras víctimas de violencia; mientras 
que para el 2020, esta cifra llega a 195. 

El rango de edad de las mujeres migrantes atendidas ha sido, en la mayoría de los casos, de 12 
a 18 años tanto en el 2019 como el 2020, seguida de menores de 12 años en el mismo periodo.

Finalmente, entra las mujeres de 18 años a más, según la modalidad de violencia, se ha reportado 
la atención mayoritaria de casos de agresiones tanto en el 2019 como del 2020, seguida de 
lesiones graves, y acoso sexual. 

Gráfico 9

 Casos de extranjeras atendidas

Fuente: Información remitida por las instituciones

Elaboración: Defensoría del Pueblo
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Gráfica 10
Casos de extranjeras atendidas según rango de edad

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Gráfico 11
Casos de extranjeras según modalidad de violencia

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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Respecto al feminicidio, para el 2019, el Ministerio Público ha atendido 3 casos de feminicidio de 
mujeres de nacionalidad venezolana y del tipo 151 a una víctima de nacionalidad ecuatoriana. Para el 
2020, se señala 3 casos de feminicidio contra mujeres de nacionalidad venezolana y una de nacionalidad 
ecuatoriana; mientras que para el tipo 1, han atendido 2 víctimas de nacionalidad venezolana y 2 de 
nacionalidad dominicana. 

Tabla 8
Feminicidio según modalidad de la víctima

Respecto a la tentativa de feminicidio, se ha atendido 3 casos de víctimas de nacionalidad venezolana, 
1 de nacionalidad colombiana en el 2019 y del tipo 152  se han atendido 4 de nacionalidad venezolanas. 
Para el 2020, se atendió dos casos de víctimas de nacionalidad venezolana y 1 de nacionalidad boliviana, 
así como del tipo 1 se atendió a 1 de nacionalidad venezolana.

Tabla 9

Feminicidio en grado de tentativa según nacionalidad de la víctima

51 Son posibles feminicidios “Tipo 1” las investigaciones fiscales seguidas por la muerte de mujeres, cuya apertura se realizó por el presunto 
delito de feminicidio, pero que se encuentran en etapa de investigación preliminar al momento de la actualización del Registro de Feminicidio 
(fecha de corte).
52 Son posibles feminicidios “Tipo 1” las investigaciones fiscales seguidas por la muerte de mujeres, cuya apertura se realizó por el presunto 
delito de feminicidio, pero que se encuentran en etapa de investigación preliminar al momento de la actualización del Registro de Feminicidio 
(fecha de corte).
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De otro lado, en el año 2019 se han registrado casos por el delito de lesiones graves por violencia 
y agresiones contra personas extranjeras en la mayoría de los casos en los siguientes distritos 
fiscales: Lambayeque, Lima Este, Loreto y La Libertad. Mientras que para 2020, estos casos se 
presentaron en los distritos fiscales de Lambayeque y Lima Este.

Tabla 10 

Casos delito lesiones graves por violencia y agresiones contra mujeres e integrantes del grupo 
familiar según personas agraviadas extranjeras y distrito fiscal
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Tabla 11

Cantidad de víctimas extranjeras por delito de lesiones graves por violencia y agresiones
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Durante el 2019 y 2020, se han reportado casos por delito de acoso sexual denunciados por 
extranjeras; mayoritariamente se ha dado en los distritos judiciales de Lambayeque y Lima Este. 
En el caso de niñas/os extranjeras/os víctimas del delito de acoso sexual se han presentado 
principalmente en los distritos judiciales de Lambayeque y Lima Este, tanto en el 2019 como en 
el 2020.

Tabla 12 

Casos por delito de acoso sexual contra extranjeras por distrito fiscal
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Tabla 13
Cantidad de víctimas extranjeras por delito de acoso sexual por distrito fiscal

Tabla 14 
Casos de delito de acoso sexual contra niñas/os extranjeras/os por distrito fiscal



75Violencia basada en género contra mujeres migrantes en el Perú

Tabla 15

Cantidad de víctimas niñas/os migrantes por delito de acoso sexual y distrito fiscal

A nivel regional

La mayoría de los casos atendidos a nivel regional se ha dado en Lima, Callao, Lambayeque, Loreto 
y Madre de Dios.
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Gráfico 20
 Casos de extranjeras atendidas por región

Fuente: 
Información 
remitida por las 
instituciones
Elaboración: 
Defensoría del 
Pueblo
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b)	 Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

A nivel nacional

Durante el 2019, los CEM han atendido a 1786 mujeres extranjeras; mientras que para el 2020 se 
registró un total de 1286 casos. Según el tipo de violencia, se han atendido principalmente casos 
de violencia física, luego violencia psicológica y, finalmente, violencia sexual, tanto en el 2019 
como del 2020.  

Por otro lado, se han atendido 5 casos de feminicidios contra mujeres extranjeras en el 2019 
y 7 casos en el 2020. Respecto a la tentativa de feminicidio contra mujeres extranjeras, se han 
atendido 17 casos en el 2019 y 13 casos en el 2020.

Gráfico 21

 Casos de extranjeras atendidas

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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Gráfico 22
Casos de extranjeras atendidas según tipo de violencia

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Gráfica 22

Casos de extranjeras según modalidad de violencia

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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A nivel regional

Los CEM que han atendido mayor número de casos de mujeres extranjeras víctimas de 
violencia en los años 2019 y 2020, se ha presentado en las regiones de Lima Metropolitana, 
Callao, Arequipa, La Libertad, Lima Provincias, y Tumbes. 

Gráfica 23
 Casos de extranjeras atendidas por región

Fuente: 
Información 
remitida por las 
instituciones
Elaboración: 
Defensoría del 
Pueblo
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5.4. AVANCES SOBRE LAS CARACTERÍSTICAS EN LA GESTIÓN INSTITUCIONAL
A todas las instituciones se les solicitó que completarán una ficha de opción múltiple para recabar 
información sobre las características de la gestión institucional vinculada a la atención a migrantes/
refugiadas víctimas de violencia. Solo 6 de las 7 instituciones referidas remitieron la información53 
y, de estas, 2 de ellas no completaron la ficha remitida, enviando en su lugar información vinculada 
a la temática54, por lo que se ha tomado lo pertinente para dar cuenta de la atención que brindan 
a las migrantes/refugiadas en el presente acápite. 

Gráfico 24
Sistematización de respuestas a la ficha de opción múltiple de todas las instituciones

Item/Institución
Defensa 
Pública

Migracio-
nes

PNP MIMP

1.   ¿Cuentan con protocolo específico para atender a 
migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
2.   ¿Cuenta en sus registros datos desagregados por migrantes, 
refugiados y/o extranjeros/as?
3.   ¿Cuentan con Plan de articulación interinstitucional para 
atender a migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
4.   ¿Articula con ONGS u organizaciones humanitarias o de 
cooperación internacional u organizaciones de migrantes para 
atender a migrantes/refugiadas víctimas de VBG?

5.   ¿Cuenta con Directorio de contactos de instituciones públicas o 
privadas que atiendan a migrantes/refugiadas víctimas de VBG?

6.   ¿Cuentan con instrumentos de recojo de necesidades de las 
migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
7.   Antes de la pandemia del COVID-19 ¿Se realizaban reuniones 
con migrantes/refugiadas víctimas de VBG para conocer sus 
opiniones y propuestas? 
8.   ¿Cuentan con materiales informativos ad hoc para las 
necesidades de migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
9.   ¿Los materiales informativos han sido validados con las 
migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
10. ¿Cuenta con flujograma de procesos y responsables del 
servicio para atender a migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
11. ¿Cuenta con Instrumentos para medir la satisfacción de las 
usuarias migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
12. ¿Cuentan con Resultados de evaluación de la satisfacción de 
usuarias migrantes/refugiadas víctimas de VBG?
13. ¿Articulan con hogares refugios temporales?
14.  ¿Es necesario que la persona migrante o extranjera se 
encuentre en situación regular migratoria / pasaporte / cédula 
/carnet de extranjería para poder ser atendida por los servicios de 
su institución?
15. ¿Si es una persona extranjera/migrante/refugiada se comunica 
usted con el personal de migraciones? 
16. ¿Se ha realizado en el 2019 capacitaciones sobre legislación 
migratoria y/o derechos de las personas migrantes? 
17. ¿Se ha realizado en el 2020 capacitaciones sobre legislación 
migratoria y/o derechos de las personas migrantes?

18. ¿Se ha realizado en el 2019 capacitaciones sobre atención 
especializada a personas migrante y/o refugiada víctimas de VBG?

19. ¿Se ha realizado en el 2020 capacitaciones sobre atención 
especializada a personas migrante y/o refugiada víctimas de VBG?

Sí

No

No informa

Leyenda

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

53 Falto la respuesta del Ministerio de Salud.
54 Poder Judicial y Ministerio Público.
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Defensa Pública

Respecto de la articulación intersectorial, respondió afirmativamente que articulan con ONG, 
organizaciones humanitarias o de cooperación internacional para la atención de migrantes/
refugiadas, así como con hogares refugio temporal. 

Respecto a los instrumentos de gestión vinculados con las personas migrantes/refugiadas,  
respondieron que no cuentan con un protocolo específico de atención, registros desagregados 
por migrantes/refugiadas/extranjeras, un plan de articulación interinstitucional, un directorio de 
contactos de instituciones privadas o públicas, instrumentos de recojo de necesidades, materiales 
informativos ad hoc validados con las migrantes, flujogramas de procesos y responsables para 
atender a migrantes/refugiadas, e instrumentos para evaluar la satisfacción de las usuarias 
migrantes/refugiadas y sus resultados. 

Respecto a reuniones llevadas a cabo con personas migrantes/refugiadas, señalan que estas 
tampoco se han realizado, motivo por el cual se desconoce sus opiniones y propuestas55.

Con relación al fortalecimiento de capacidades del personal, respondieron que no han desarrollado 
capacitaciones ni en el 2019 o 2020 sobre la legislación migratoria y/o derechos de las migrantes, 
tampoco sobre la atención especializada a migrantes. De otro lado, señalan que no es necesario 
que una migrante/refugiada se encuentre en situación regular migratoria para acceder a los 
servicios.

Migraciones

Respecto de la articulación intersectorial, señalaron que sí articulan con ONG, organizaciones 
humanitarias o de cooperación internacional para la atención de migrantes/refugiadas, así como 
con hogares refugio temporal. 

Sobre los instrumentos de gestión vinculados a las personas migrantes/refugiadas, se indicó 
que cuentan con registros de datos desagregados por migrantes/refugiadas/extranjeras, con 
un directorio de instituciones públicas y privadas, y con flujogramas de procesos y responsables 
del servicio. Sin embargo, tampoco cuentan con un protocolo específico de atención, un plan de 
articulación interinstitucional, instrumentos de recojo de necesidades, materiales informativos 
ad hoc validados con las migrantes, e instrumentos para evaluar la satisfacción de las usuarias 
migrantes/refugiadas y sus resultados. 

Cabe señalar que, antes del estado de emergencia sanitaria, se realizaban reuniones con personas 
migrantes/refugiadas a fin de conocer sus opiniones y propuestas. 

Con relación al fortalecimiento de capacidades del personal, señalaron que se han realizado 
capacitaciones en el 2019 y 2020, sobre temas como la legislación migratoria y/o derechos de 
las personas migrantes. Sin embargo, no han desarrollado capacitaciones sobre la atención 
especializada a migrantes.

De otro lado, señalaron que no es necesario que una migrante/refugiada se encuentre en situación 
55 Esta información esta relacionada al periodo anterior al estado de emergencia nacional.
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regular migratoria para acceder a los servicios. 

Policía Nacional del Perú

Respecto de la articulación intersectorial, respondieron que no articulan con ONG, organizaciones 
humanitarias o de cooperación internacional o con hogares refugio temporales para la atención 
de migrantes/refugiadas.

Respecto de instrumentos de gestión vinculados a las personas migrantes/refugiadas, señalaron 
que cuentan con un directorio de instituciones públicas y privadas. Sin embargo, no cuentan con un 
protocolo específico de atención, registros desagregados por migrantes/refugiadas/extranjeras, 
registro desagregado por migrante/refugiada/extranjera, plan de articulación interinstitucional, 
instrumentos de recojo de necesidades, materiales informativos ad hoc validados con las migrantes, 
flujo grama de procesos y responsables para atender a migrantes/refugiadas, instrumentos para 
evaluar la satisfacción de las usuarias migrantes/refugiadas y sus resultados.

Con relación al fortalecimiento de capacidades del personal, señalaron que durante el 2019 se 
realizaron capacitaciones sobre la legislación migratoria y/o derechos de las personas migrantes. 

Tampoco han sostenido reuniones con personas migrantes/refugiadas desde antes del inicio del 
estado de emergencia sanitaria. De manera similar, no se han desarrollado capacitaciones ni en el 
2019 o 2020 sobre la atención especializada a migrantes. 

Finalmente, señalaron que no es necesario que una migrante/refugiada se encuentre en situación 
regular migratoria para acceder a los servicios. 

Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables

Respecto de la articulación intersectorial, señalaron que articulan con ONG, organizaciones 
humanitarias o de cooperación internacional para la atención de migrantes/refugiadas, así como 
con hogares refugio temporal. Asimismo, se comunican con personal de migraciones cuando 
atienden un caso de una víctima migrante/refugiada.

Respecto de instrumentos de gestión vinculados a las personas migrantes/refugiadas, señalaron 
que cuentan con registros desagregados por extranjeras, así como con un directorio de contactos 
de instituciones privadas y públicas. No obstante, no cuentan con un protocolo específico de 
atención, un plan de articulación interinstitucional, instrumentos de recojo de necesidades, 
materiales informativos ad hoc validados con las migrantes, flujogramas de procesos y responsables 
para atender a migrantes/refugiadas, e instrumentos para evaluar la satisfacción de las usuarias 
migrantes/refugiadas y sus resultados. 

Tampoco se realizaron reuniones con personas migrantes/refugiadas para conocer sus opiniones 
y propuestas, incluso antes del estado de emergencia sanitaria. 

Con relación al fortalecimiento de capacidades del personal, no se han desarrollado capacitaciones 
ni en el 2019 o 2020 sobre la legislación migratoria y/o derechos de las migrantes, así como sobre 
la atención especializada a migrantes. 
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No obstante, señalan que no es necesario que una migrante/refugiada se encuentre en situación 
regular migratoria para acceder a los servicios.

Ministerio Público

Tal como se señaló, el Ministerio Público presentó respuestas desarrolladas a la ficha remitida.

Respecto de instrumentos de gestión vinculados a las personas migrantes/refugiadas, señalan que 
cuentan con algunos vinculados al delito de trata de personas, como el Protocolo del Ministerio 
Público para la atención de víctimas del delito de trata de personas, personas en situación de 
tráfico ilícito de migrantes y víctimas de delitos en el contexto de la migración, aprobado mediante 
Resolución de la Fiscalía de la Nación n.°2291-2019-MP-FN, de fecha 02 de setiembre de 2019, 
así como con el Protocolo para la acreditación de la situación de vulnerabilidad de las víctimas de 
trata de personas, aprobado mediante Resolución de Fiscalía de la Nación n.° 002636-2018-MP-
FN, de fecha 18 de julio de 2018. 

Asimismo, señalan que cuentan con diversos instrumentos para atender a las víctimas de violencia 
contra las mujeres e integrantes del grupo familiar, como son la Guía de Evaluación Psicológica 
forense en casos de violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar y en otros casos 
de violencia (incluye el enfoque interseccional), el Protocolo Interinstitucional de Acción Frente 
al Feminicidio, Tentativa de Feminicidio y Violencia de Pareja de Alto Riesgo, y el Protocolo del 
Ministerio Público para la Investigación de los Delitos de Feminicidio en el Perú. 

No obstante, no se cuenta con un Plan de Articulación Interinstitucional aprobado entre todas 
las instituciones del SNEJ que aborde de manera específica el tema de atención a las personas 
migrantes o refugiadas víctimas de violencia basada en género. Sin embargo, sí conocen que 
existen diversas normas vigentes en materia de migrantes, refugiados; niños, niñas y adolescentes 
en presunto estado de desprotección familiar o en riesgo de perderlos; adultos mayores, violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, entre otros.

En el marco de la emergencia sanitaria por el COVID-19, mediante Oficio Múltiple n.° 003-2020-MP-
FN de fecha 11 de diciembre de 2020, la Fiscalía de la Nación dictó pautas de actuación fiscal para 
la atención de los casos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar durante 
dicho estado, en las cuales se orienta a los fiscales especializados y fiscales penales a tener en 
cuenta las diferentes situaciones o condiciones que conllevan a que una víctima de violencia se 
encuentre en especial situación de vulnerabilidad, más aún su lugar de procedencia, pertenencia 
cultural o étnica; entre los cuales comprende a las víctimas, migrantes o refugiados.

Respecto de la articulación intersectorial, señalaron que articulan acciones entre la Policía Nacional 
del Perú, el Ministerio de Justicia para la defensa legal, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables a través de los servicios de los CEM y las Unidades de Protección Especial (UPE), así 
como con el Poder Judicial para el otorgamiento de las medidas de protección y otras medidas de 
cautela que sean necesarios a fin de garantizar los derechos de estas víctimas. Asimismo, afirmaron 
que articulan con la Superintendencia de Migraciones cuando se trata de casos en fronteras y con 
el Ministerio de Relaciones Exteriores para personas refugiadas.

En este sentido, se han identificado como principales nudos críticos los siguientes: 
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1) El Sistema Nacional Especializado de Justicia (SNEJ) aún no interactúa como un sistema integrado, 
con trazabilidad e interoperabilidad en la información, que permita hacer el seguimiento del caso 
concreto, tanto desde la perspectiva de la víctima como de la investigación penal.

2) Falta un Protocolo Específico Interinstitucional que articule de forma clara la ruta de atención 
para las victimas migrantes y refugiadas. Actualmente la atención se brinda en el marco de las 
competencias de las diversas instituciones que conforman el SNEJ. 

3) El servicio de justicia no ha incorporado el enfoque de niñez en su diseño. Sin embargo, el 
Ministerio Público busca garantizar el respeto del interés superior de las niñas, niños o adolescentes 
a través de las fiscalías especializadas de familia que intervienen en las diligencias preliminares.

4) No existen suficientes hogares o centros de acogida especializados que cuenten con equipos 
multidisciplinarios en la atención y albergue o acogimiento de las víctimas de violencia basada en 
género migrantes o refugiadas. 

Poder Judicial

El Poder Judicial plantea que la Comisión de Justicia de Género, en el marco de sus objetivos 
definidos en el Plan de Trabajo 2017-2021, ha impulsado la adopción de diversos instrumentos de 
alcance nacional con el objetivo de transversalizar el enfoque de género, lo que coadyuva a evitar 
las diversas modalidades de violencia contra las mujeres, como la violencia contra las mujeres 
migrantes y refugiadas.

Para ello, se citan diversas normas como la R. A. n.° 007-2018-CE-PJ, mediante la cual se aprueba los 
“Lineamientos técnicos para la transversalización del enfoque de género en gestión institucional 
del Poder Judicial”; la R. A. n.° 274-2018-CE-PJ, mediante la cual se aprueban los lineamientos 
para funcionamiento de las comisiones distritales de justicia de género; el correlativo n.° 476111-
2017, mediante el cual se constituyen las Comisiones Distritales de Justicia de Género en Cortes 
Superiores de Justicia de Paz; la R. A. n.° 113-2019-P-CSJV/PJ, que crea el “Sistema de registro, 
seguimiento y monitoreo para protección y sanción de VCMIGF”; la R. A. n.° 023-2019-CE-PJ, 
mediante la cual se aprueban lineamientos para uso de lenguaje inclusivo en Poder Judicial; la R. 
A. n.° 087-2019-CE-PJ, que aprueba el documento de “La Incorporación de enfoque de género en 
herramientas de gestión del Poder Judicial”; la R. M. n.° 25-2019-CE-PJ, que aprueba la “Propuesta 
metodológica para capacitar en enfoque de género a jueces y juezas a nivel nacional y diversos 
anexos”; la R. A. n.° 026-2019-CE-PJ, que crea el Observatorio de Justicia de Género en el Poder 
Judicial, y la R.A. n.° 016-2021-P-CE-PJ que dispone la implementación progresiva de la aplicación 
móvil “Botón de Pánico” en diversas cortes superiores de justicia del país

Con relación al fortalecimiento de capacidades del personal, la Comisión de Justicia de Género ha 
desarrollado múltiples capacitaciones centradas en el abordaje de la violencia contra las mujeres, 
las cuales se han desarrollado también durante el estado de emergencia sanitaria, utilizando 
los diversos canales virtuales disponibles en la institución (Facebook, twitter, entre otros). En 
dichas capacitaciones se ha desarrollado el enfoque de interseccionalidad de manera sustantiva 
y procesalmente. 

A esto se suma la labor que realizan los Módulos Judiciales Integrados en violencia contra la mujer 
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e integrantes del grupo familiar, que son servicios especializados para brindar atención integral 
que están en funcionamiento a nivel nacional: (03 en Lima Este), Cusco, Junín, Lima Norte (cuenta 
con sistema de interoperabilidad), Lambayeque, Arequipa, Lima Sur y La Libertad, los cuales 
atienden las 24 horas del día y los 07 días de la semana.

Asimismo, se participa activamente en la Comisión Multisectorial de Naturaleza Permanente 
contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes. Durante el año 2020, se trabajó en el 
marco de la Resolución Administrativa n.° 059-2020-CE-PJ, que aprueba el Plan de Actividades 
para el año 2020, a partir del cual se han desarrollado diversas actividades de capacitación:

Tabla 16 
Resumen de capacitaciones
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Asimismo, en el marco de la implementación del Plan de Trabajo del Acuerdo Binacional (2020-
2021) entre Perú y Chile para fortalecer la lucha contra la trata de personas, el tráfico ilícito de 
migrantes y los delitos conexos, se han desarrollado reuniones con la Gerencia de Informática del 
Poder Judicial para incorporar ítems relacionados a la identificación de la nacionalidad, edad y 
sexo de las víctimas.

Por otro lado, la Comisión Permanente de Acceso a la Justicia de Personas en Condición de 
Vulnerabilidad y Justicia en tu Comunidad también ha realizado acciones de capacitación 
vinculadas a las migrantes en cumplimiento de su Plan Nacional de Acceso a la Justicia de las 
Personas en Condición de Vulnerabilidad 2016-2021, que tiene como uno de sus ejes “Población 
migrante y desplazado interno”.  En esa lógica, han realizado diversas acciones de capacitación:

•	 Primer Congreso Nacional sobre Acceso a la Justicia para Migrantes en Condición de 
Vulnerabilidad-2019. 7 y 8 de noviembre de 2019. 

•	 Curso virtual: Acceso a la Justicia de Migrantes en Condición de Vulnerabilidad, se desarrolló 
durante los meses de septiembre a octubre de 2019. 

•	 Curso virtual: Migración, Trata de Personas y Reglas de Brasilia, desarrollada durante los 
meses de mayo y junio de 2019. 

•	 Taller Rutas de Violencia Sexual Basada en Género (SGVB) y la Protección Internacional, 
Tumbes, realizado el mes de junio de 2020. 

•	 Capacitación Virtual: Protección Infantil en Situación de Movilidad Humana, Tumbes, se 
desarrolló el 04 y 05 de agosto de 2020.

•	 Curso-Taller de capacitación sobre personas refugiadas y migrantes para la esfera judicial, 
se desarrolló del 27 de noviembre al 14 de diciembre de 2020.

•	 Seminario Virtual Retos y Desafíos para responder a la violencia basada en género en 
contexto de movilidad humana, llevado a cabo día 18 de diciembre de 2020. 

•	 Curso sobre protección internacional sobre refugio y migración dirigido a orientadoras 
Judiciales, realizado los días 12, 19 y 26 de enero de 2021.

Adicionalmente, han señalado que se encuentran coordinando con Acnur e IDEHPUCP la realización 
de un curso de formación de mujeres refugiadas y migrantes, para integrarlas como orientadoras 
judiciales.

Asimismo, se encuentra en proceso la edición y publicación de un cuaderno de sentencias 
emblemáticas en materia de protección de derechos de personas refugiadas y migrantes, emitidas 
por el Tribunal Constitucional y Poder Judicial de Perú, así como, los órganos judiciales de Ecuador, 
Colombia, Chile y Argentina.
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5.5. DESARROLLO Y ANÁLISIS DE ENTREVISTAS A ACTORES CLAVE Y FUNCIONARIAS/OS 
DE INSTITUCIONES PÚBLICAS, ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL Y COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL A NIVEL NACIONAL

Como se señaló en la metodología (sección III del presente Informe), se ha entrevistado en total a 
26 personas, distribuidas de la siguiente manera:

Tabla 17 
Total de personas entrevistadas

Nivel Instancia Número
A nivel nacional

Sociedad Civil

Estado 6
5

A nivel 
regional

Tumbes Estado 2
Sociedad Civil 2

Lambayeque Estado 2
Sociedad Civil 1

Piura Estado 4
Sociedad Civil 2

San Juan de 
Lurigancho

Estado 1
Sociedad Civil 1

TOTAL 26

Gráfico 25
 Número de personas entrevistadas
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A continuación, se analizará lo expuesto por las 26 personas entrevistadas, para lo cual se han 
agrupado sus respuestas según tipo de preguntas realizadas: 1) Preguntas en común efectuadas a 
los/las representantes del Estado y sociedad civil; 2) Preguntas efectuadas sólo a representantes 
del Estado; 3) Preguntas efectuadas sólo a representantes de la sociedad civil.  

Cabe mencionar que la inclusión de lo expuesto en las entrevistas corresponde a la extracción de 
las ideas principales de sus respuestas, no tratándose necesariamente de la transcripción textual 
de sus declaraciones, solo cuando se coloca entre comillas.

5.6. RESPUESTAS DE REPRESENTANTES DEL ESTADO Y SOCIEDAD CIVIL RESPECTO A 
PREGUNTAS COMUNES

Tanto a representantes del Estado, como de la sociedad civil a nivel nacional y regional, se les 
preguntó lo mismo respecto a su percepción sobre la actuación del Estado peruano; acciones 
en caso las víctimas migrantes/refugiadas en situación migratoria irregular; utilidad/impacto 
del informe que realiza el CEM o las medidas de protección para el proceso de regularización 
migratoria.

5.6.1. PERCEPCIÓN SOBRE LA ACTUACIÓN DEL ESTADO PERUANO DE MANERA 
GENERAL

Se aplicó la pregunta ¿cómo calificaría usted la actuación del Estado a nivel nacional para afrontar 
la violencia basada en género que sufren las migrantes/refugiadas en nuestro país? a once (11) 
personas entrevistadas representantes del Estado y sociedad civil a nivel nacional, las cuales 
asignaron una valoración en una escala del 1 al 5. De manera mayoritaria, 8 representantes del 
Estado y sociedad civil a nivel nacional, consideran que la actuación del Estado es regular. Por otro 
lado, solo 2 representantes de la sociedad civil la califican como mala, y una persona representante 
del Estado la califica como buena. 

Tabla 18

 Calificación de la actuación del Estado a nivel nacional

N° Categorías Número de votos Distribución de votos 
1 Muy mala 0 ----

2 Mala 2 •	Dos personas representantes de la sociedad 
civil.

3 Regular 8

•	Cinco personas representantes del Estado.

•	Tres personas representantes de la sociedad 
civil.

4 Buena 0
5 Muy buena 1 •	Una persona representante del Estado.

Fuente: Entrevistas semiestructuras aplicadas (2020-2021)
Elaboración propia, 2021
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Gráfico 26 

Calificación de la actuación del Estado a nivel nacional

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Al respecto, las representantes del Estado, que plantearon una calificación regular, explicaron 
que, si bien se han implementado algunas acciones, falta bastante por trabajar, en tanto, no todas 
las instituciones públicas están involucradas en el tema y menos aún, organizadas para atender 
adecuadamente esta problemática. Adicionalmente, señalan que aún no se considera la migración 
como factor de vulnerabilidad y es, por ello, que muchas instituciones públicas implementan una 
actuación aplicable a todas las víctimas de violencia sin tomar en cuenta las particularidades de 
la migración. Además, no se cuenta con una política ni lineamientos específicos en materia de 
atención a personas migrantes.

Por otro lado, las representantes de la sociedad civil, que calificaron la actuación del Estado como 
regular, señalaron que el principal problema es que las/los operadoras/es no necesariamente están 
informados del marco normativo vigente, sobre todo, respecto a la atención sin el requerimiento 
de documentos de formalización migratoria. Adicionalmente, señalaron que, si bien existen 
esfuerzos institucionales, existe una sobrecarga laboral en servicio de atención, y esto no permite 
que las personas migrantes puedan ser atendidas de manera adecuada. 

Por otro lado, 1 representante del Estado calificó la actuación pública como muy buena, aduciendo 
que no se genera ningún tipo de discriminación por la condición de migrante, sino que los servicios 
se rigen bajo los preceptos los derechos humanos de cada persona.

Otro grupo de personas de la sociedad civil entrevistadas calificaron la actuación del Estado como 
mala, porque no se cuenta con data específica sobre la problemática de las migrantes y refugiadas 
en el país; vinculado a ello, no se han fomentado investigaciones por parte del Estado que permita 
conocer la situación real que viven las migrantes en las diversas regiones del país, lo cual genera 
un servicio público inadecuado que no responde a sus necesidades diferenciadas. 

Por otro lado, a nivel regional, se aplicó la misma pregunta a 15 personas entrevistadas del 
Estado y sociedad civil, siendo que 8 personas calificaron la actuación del Estado en sus regiones 
como regular y dos personas la calificaron como mala; solo 5 personas calificaron la actuación del 
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Estado en sus regiones como buena.

Tabla 19 
Calificación de la actuación del Estado a nivel regional

N.° Categorías Número de votos Distribución de votos 
1 Muy mala 0 ----

2 Mala 2
•	Una persona representante de la sociedad 

civil.
•	Una persona representante del Estado.

3 Regular 8
•	Tres personas representantes de la socie-

dad civil.
•	Cinco personas representantes del Estado.

4 Buena 5
•	Dos personas representantes de la socie-

dad civil.
•	Tres personas representantes del Estado.

5 Muy buena 0 ---
Fuente: Entrevistas semiestructuras aplicadas (2020-2021)
Elaboración propia: Defensoría del Pueblo

Gráfico 27

Calificación de la actuación del Estado a nivel regional

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo
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Las personas entrevistadas, que calificaron la actuación el Estado a nivel regional como regular, 
señalaron que, en temas de salud, hay un desconocimiento del derecho de atención a pesar de que 
no cuenten con documentos migratorios en regla. Según una entrevistada, los derechos humanos 
y la urgencia en la atención pasan a un segundo plano frente a la carencia de documentos. Otros 
argumentos señalan que las instituciones han tenido apertura en la atención a personas migrantes, 
pero los sistemas de atención antes de la migración ya tenían deficiencias y no lograban cobertura 
con calidad a la misma población peruana; por ello que, con la migración, las deficiencias se 
agravaron y, a pesar de que las instituciones tratan de hacer su mayor esfuerzo, no es suficiente.

Aquellas personas entrevistadas, que calificaron la actuación del Estado a nivel regional como 
buena, señalan que, en comparación con la etapa inicial de la migración, hoy en día se ha mejorado 
el desarrollo normativo y el nivel de información y capacitación del personal. Asimismo, señalan 
que han llegado varias instituciones internacionales a las regiones a fin de trabajar en temas de 
migración, brindando apoyo a las instituciones públicas y privadas. Es así que ya se cuenta con 
procesos y rutas más claras para brindar una respuesta adecuada. Se destaca la disposición del 
CEM por mantener una adecuada coordinación con las diversas instituciones regionales para la 
atención de un caso, así como el buen abordaje de la problemática.

Aquellas personas entrevistadas, que calificaron como mala la actuación del Estado, señalaron 
que los servicios públicos regionales no se abastecen para cubrir las necesidades de la población 
sobre temas de violencia basada en género, y —peor aún— no tienen capacidad para atender las 
necesidades de la población migrante víctimas de violencia basada en género.

Específicamente por región se señaló lo siguiente: 

1)	 En el caso de Tumbes, se entrevistaron a 4 personas, 2 representantes del Estado y 2 
representantes de la sociedad civil. Las 2 personas representantes del Estado y 1 persona 
representante de la sociedad civil calificaron como buena la actuación del Estado en la región 
para afrontar la violencia basada en género que sufren las migrantes/refugiadas; mientras que 
un solo representante de la sociedad civil la calificó como mala.

2)	 En el caso de Lambayeque, se entrevistaron a 3 personas, 2 representantes del Estado y 1 
representante de la sociedad civil. 2 personas entrevistadas (1 del Estado y otra de la sociedad 
civil) calificación como regular la actuación del Estado en la región para afrontar la violencia 
basada en género que sufren las migrantes/refugiadas; mientras que 1 solo representante del 
estado la calificación como buena.

3)	 En el caso de Piura, se entrevistaron a 6 personas, 4 representantes del Estado y 2 representantes 
de la sociedad civil. 5 personas entrevistadas (4 del Estado y 1 de la sociedad civil) calificación 
como regular la actuación del Estado en la región para afrontar la violencia basada en género 
que sufren las migrantes/refugiadas; y solo 1 persona de la sociedad civil indicó que era buena.

4)	 En el caso de San Juan de Lurigancho, se entrevistaron a 2 personas, 1 representante del 
Estado y otra representante de la sociedad civil Las 2 personas entrevistas calificaron como 
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regular la actuación del Estado en la región para afrontar la violencia basada en género que 
sufren las migrantes/refugiadas.

5.6.2. ACCIONES EN CASO DE VÍCTIMAS DE VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO CON 
SITUACIÓN MIGRATORIA IRREGULAR

Respecto a la pregunta “Si una migrante/refugiada víctimas de violencia basada en género se 
encuentra en situación migratoria irregular, no cuenta con su carnet de extranjería o no cuenta con 
su pasaporte, ¿puede acceder a los servicios que brinda el estado para las víctimas de violencia 
basada en género a nivel regional?”, esta fue aplicada a las/los representantes del Estado a nivel 
nacional, regional y sociedad civil a nivel regional.

A nivel nacional, todas las personas entrevistadas representantes del Estado han señalado que una 
persona migrante podría acceder sin problemas a los servicios públicos, aun si no contara con algún 
documento. Así, 1 de las personas entrevistadas señaló lo siguiente: “entendemos que se trata 
de derechos humanos, en realidad que no pueden ser limitados por un tema formal”. De manera 
particular, la persona entrevistada señala que las instituciones públicas no siempre comprenden 
la diferencia entre una persona migrante y una persona refugiada. Así, menciona que “los tratan 
a todos como migrantes, no se advierten las especiales circunstancias que está atravesando la 
persona refugiada”. Otra persona entrevistada resaltó que su sector no necesariamente cuenta 
con los mecanismos para identificar si las personas beneficiarias son migrantes o refugiadas.

De otro lado, con relación a las personas representantes de la sociedad civil, la mayoría señala 
que de conformidad con la legislación nacional una víctima extranjera, independientemente de su 
calidad migratoria, tiene el derecho a recibir asistencia, protección y atención. Sin embargo, como 
lo señala 1 de las personas entrevistadas, en la práctica muchas personas que han sido víctimas 
y que se encuentran en situación irregular no acceden a los servicios de protección por diversos 
factores:

1)	 La desinformación de las/los operadoras/es, y sus prejuicios, que se expresan en comentarios 
estereotipados. Así, una persona entrevistada indica que en una oportunidad escuchó que 
uno de los operadores dijo “Mira cómo se viste, ella es la que incita y tenía la culpa de la 
situación que estaba denunciando”.

2)	 Otro factor es el temor que tienen las víctimas de no contar con documentos. Lo sienten 
como un limitante y les genera mucha inseguridad por lo que no ponen una denuncia o no 
buscan acceder a un servicio para recibir atención. En el caso de las víctimas de trata, 1 de las 
personas entrevistadas señaló que se logró la coordinación entre la oficina de migraciones y el 
establecimiento de salud para que se cumpla con la normativa.

Respecto de las nueve (9) personas representantes del Estado a nivel regional, cabe señalar que 
la mayoría indicó que las víctimas sí pueden acceder a los servicios, aun cuando presenten una 
situación migratoria irregular, justificando la vigencia de la normativa específica, el principio de 
no discriminación y el enfoque de derechos humanos; motivo por el cual prima el derecho de las 
víctimas más que la formalidad de contar con sus documentos de identidad.
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No obstante, algunas personas representantes del Estado sí han señalado la importancia de 
contar con una identificación. A manera de ejemplo, presentamos la siguiente cita: “Bueno, creo 
que es un poco complicado, usted sabe que siempre incluso como nacional si te falta el DNI no te 
atienden”; con lo cual confirman que la indocumentación es el principal problema para que las 
migrantes puedan ser atendidas de manera adecuada. 

Este problema se agrava en los servicios de salud; si bien pueden acceder a servicios de emergencia 
para una atención posterior en consultorio, sí es un limitante no contar con un documento de 
identidad. 

Con relación a las seis personas entrevistadas representantes de la sociedad civil a nivel regional, 
cabe resaltar que la mayoría señala que sí pueden acceder a los servicios en base a la normativa 
existente, así como que se realizan acciones de información dirigidas a la población migrante a fin 
de que conozcan los alcances de los servicios y no tengan temor de denunciar si no cuentan con 
un documento de identidad. 

Sin embargo, las personas entrevistadas representantes de la sociedad civil en Tumbes han 
señalado que en diversas zonas se requiere del apoyo de la propia sociedad civil, el CEM o de 
otros organismos humanitarios para que puedan recibir atención sin necesidad de un documento 
de identidad. 

Señalan también que solo pueden acceder a servicios de emergencias en salud, pero una atención 
más integral y periódica depende de la documentación migratoria regular. En estos casos, la 
sociedad civil tiene que apoyarlas con el pago de servicios de salud privados. Señalan también 
que el mismo trámite de regularización migratoria es engorroso y no siempre es fácil.

5.6.3. UTILIDAD/IMPACTO DEL INFORME DEL CEM O LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN 
PARA LA REGULARIZACIÓN MIGRATORIA DE LA VÍCTIMA

Respecto a la pregunta “En el contexto de violencia basada en género, ¿usted conoce si el informe 
que realiza el CEM o las medidas de protección dictadas por el juzgado de familia, pueden ayudar 
en el proceso de regularización migratoria en el caso de una víctima de violencia que se encuentre 
en situación de vulnerabilidad?”, se aplicó a todas las personas entrevistadas representantes del 
Estado y sociedad civil a nivel nacional y regional.

A nivel nacional, una de las personas entrevistadas representante del Estado ha señalado que el 
informe del CEM es válido para sustentar la situación de vulnerabilidad de la persona y con eso se 
le otorga la calidad migratoria especial a una víctima de violencia.  Por otro lado, 1 de las personas 
entrevistadas, representante de otra institución del Estado, señaló todo lo contrario, en el sentido 
de que los documentos del equipo interdisciplinario tienen la única finalidad de gestionar y 
tramitar ante las/los operadoras/es de justicia la protección de las víctimas ante situaciones de 
violencia, no siendo útiles para cualquier otro tramite o proceso. 

Con relación a las personas de la sociedad civil, la mayoría señaló desconocer las características 
de este tema en específico. Sólo 2 representantes señalaron que el informe del CEM o las medidas 
de protección no contribuyen al proceso de regularización migratoria; a pesar de que legalmente 
si es viable, pero ello no se refleja en la práctica. 
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A nivel regional, las personas representantes del Estado señalaron que el informe sí coadyuva 
en la regularización migratoria, porque identifica el nivel de vulnerabilidad frente a la violencia, 
motivo por el cual el/la juez/a, se pronuncia sobre la necesidad de regular la documentación de la 
víctima. Asimismo, 1 de las personas entrevistadas señaló que debería bastar con enviar un oficio 
a la Superintendencia Nacional de Migraciones. Sin embargo, en la realidad es muchas veces la 
trabajadora social del CEM quien realiza las coordinaciones necesarias con migraciones a fin de 
otorgar una calidad migratoria de residencia a la persona por ser víctima de violencia. 

Otro grupo de personas entrevistadas señalaron que las medidas de protección no se relacionan 
con el proceso de regulación migratoria. Por otro lado, algunas entrevistadas señalaron desconocer 
si las medidas de protección o los informes del CEM influyen de alguna manera en el proceso de 
regularización migratoria. 

De otro lado, casi la totalidad de las personas entrevistadas, de la sociedad civil a nivel regional, sí 
tenían conocimiento de que el informe del CEM o las medidas de protección ayudan al proceso de 
regularización migratoria en el caso de una víctima de violencia, pues se presenta como un caso 
de vulnerabilidad y migraciones pide constancias al CEM sobre la vulnerabilidad de las migrantes 
para que les puedan otorgar el carnet de extranjería. 

De manera específica, una de las personas entrevistadas, representante de la sociedad civil en 
Piura, señaló que cuando la madre es gestante o el niño es menor de 5 años, el informe del CEM 
o las medidas de protección les ayudan a contar con el SIS, pero son casos muy limitados

Solo 1 persona entrevistada, representante de la sociedad civil de San Juan de Lurigancho, señalo 
no tener conocimiento que el informe del CEM haya contribuido con el proceso de regularización 
migratoria.

5.6.4. DESAFÍOS A NIVEL REGIONAL 

Respecto a la pregunta “¿Cuáles son los principales desafíos que tiene su región para afrontar la 
violencia basada en género que sufren migrantes/refugiadas en nuestro país?” representantes 
del Estado como de la sociedad civil a nivel regional señalaron lo siguiente.

A nivel regional, solo 3 personas entrevistadas representantes del Estado han señalado que los 
principales desafíos son los siguientes:

•	 Cómo el Estado puede brindar atención integral a las víctimas de violencia cuando se 
encuentran en situación de tránsito. Así, por ejemplo, que tengan posibilidad de denunciar 
en un lugar y donde vayan se les brinde atención psicológica o social a través de otro 
CEM. Al respecto, una de las personas entrevistadas señaló que una dificultad es la no 
continuidad de la denuncia de parte de la agraviada.

•	 Contar con indicadores en los documentos de gestión sobre la violencia que sufren las 
migrantes o refugiadas. Principalmente, según indica una persona entrevistada, el Estado 
no cuenta con documentos de gestión con indicadores específicos para este tipo de 
población. Esto se supera con voluntad política, según indica una de las entrevistadas.
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•	 Invertir en generar espacios para albergues o casas refugio con enfoque de género y bajo 
el principio de no discriminación. 

•	 Cumplir con los lineamientos establecidos en el Decreto Legislativo n.° 1386, respecto a 
la responsabilidad del gobierno regional de implementar servicios de prevención frente a 
la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, a través de acciones de 
empoderamiento social y económico de las víctimas de violencia.

•	 Contar con personal capacitado, especializado en derechos de las personas migrantes; así 
como con profesionales que brinden servicio social para atender esta problemática.

•	 Fortalecer la articulación interinstitucional e intergubernamental para la atención integral 
de las víctimas migrantes/refugiadas.

A nivel regional, las personas entrevistadas representantes de la sociedad civil han señalado lo 
siguiente:

a)	 En el caso de Tumbes, señalaron que los principales desafíos en la región son los siguientes:

 La difusión e información sobre los derechos de la población migrante, así como contar con 
procedimientos y orientaciones específicas para brindar una atención adecuada a las víctimas 
migrantes y evitar una burocracia que pueda demorar los trámites en el proceso.

•	 Se requiere mayor inversión en los servicios, sobre todo, para contar con mayor número 
de profesionales que puedan dedicarse a atender a la población migrante que debido a sus 
características requieren ser contactadas mediante el trabajo de campo.

•	 Invertir en campañas de difusión y sensibilización a la población con respecto a esta 
problemática para que ellos puedan saber dónde acudir, por ejemplo, podría acudir a la 
comisaría sin tener ningún tipo documento o que, si es víctima de violencia familiar, podría 
acudir a regularizar su situación migratoria.

•	 Otro desafío es la sensibilización y capacitación a las/los operadoras/es de los servicios 
públicos, a fin de que comprendan la complejidad de la situación de las personas migrantes, 
y, sobre todo, las particularidades de la violencia contra las mujeres en contextos de 
migración.

b)	 En el caso de Lambayeque, se señaló que los principales desafíos en la región son los siguientes:

 Superar la desarticulación interinstitucional, en tanto no se cuenta con una ruta concertada 
entre las diversas instituciones; por ello, muchas veces se vuelve una competencia de los 
servicios que brindan las ONG y los del Estado.
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•	 Mejorar el diseño de indicadores de evaluación sobre los procesos y características de 
atención a la población migrante por parte de las instituciones públicas; por ejemplo, 
medir la rapidez con que tratan casos de mujeres víctimas de violencia basada en género.

•	 Construir confianza en las instituciones.

•	 Desarrollar acciones de prevención y protección como implementar proyectos de inversión 
para casas refugio para mujeres que sufren violencia o centros de cuidado diurno para 
niños menores de 5 años.

c)	 En el caso de Piura, han señalado que los principales desafíos en la región son los siguientes:

 Revisión de las políticas públicas a fin de no enfocarlas solo en personas peruanas 
documentadas.

•	 Se debe tomar en cuenta que, en contexto de pandemia y por motivo de la virtualización, 
las campañas de prevención y difusión de información se han visto obstaculizadas, en tanto 
las personas migrantes no cuentan con herramientas tecnológicas o recursos económicos 
para pagar planes o recargas al celular. En ese sentido, se hace necesario una estrategia y 
acciones de seguimiento de parte de la sociedad civil y la cooperación internacional sobre 
las acciones de sensibilización e información a la población migrante. Todo lo cual implica 
construir confianza en la población migrante, para que acuda sin temor a los servicios 
públicos. 

d)	 En el caso de San Juan de Lurigancho, se señaló los siguientes principales desafíos en el distrito:

 Erradicar los estereotipos que las/los operadoras/es del Estado tienen sobre las mujeres 
migrantes, sobre todo, venezolanas, que se expresa en frases como “¿por qué se la busco?, 
¿por qué se viste así?».

•	 Evitar la alta rotación de personal, especialmente de la Policía Nacional del Perú.

•	 Mejorar la articulación entre el Estado y las ONGs y no percibirse como “competencia”, 
dado que a veces pareciera que se vuelve una competencia entre quien brinda servicios a 
las mujeres migrantes.

5.7. RESPUESTAS A PREGUNTAS EFECTUADAS SOLO A REPRESENTANTES DEL ESTADO 

5.7.1. PRINCIPALES DIFICULTADES DE LAS MIGRANTES/REFUGIADAS VÍCTIMAS DE 
VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO PARA ACCEDER A LOS SERVICIOS PÚBLICOS

A nivel nacional y regional, se preguntó a las personas representantes del Estado lo siguiente: 
¿Cuáles cree que son las tres principales dificultades que tienen las personas migrantes/refugiadas 
víctimas de violencia basada en género para acceder al servicio (CEM, establecimiento de salud, 
defensa pública, comisaría, Ministerio Público, Poder Judicial) que brinda su institución? ¿Y en el 
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marco de la pandemia del COVID-19? Al respecto, cabe precisar que se han planteado dos tipos 
de respuestas, una que vincula las dificultades a las características y condiciones específicas de las 
personas migrantes, y otra que las relaciona a las características de los servicios públicos. 

Características y condiciones de las personas migrantes

De las personas entrevistadas representantes del Estado, cuatro coinciden en señalar que 
el principal problema es que las personas migrantes no cuentan con documentos migratorios 
formales, siendo esta dificultad para poder identificarse lo que hace que ellas mismas asuman que 
no pueden acceder a los servicios, es decir, sienten temor de que se les cuestione su condición 
de migrante o que se le haga alguna observación. A modo de ejemplo, una persona entrevistada 
señaló “el Estado se convierte una barrera cuando pedimos que se identifiquen con un DNI o 
porque exigimos que tengan alguna cédula y muchas veces las personas migrantes lo han 
extraviado en el camino”.

De manera específica, se preguntó “Si una migrante/refugiada víctimas de violencia basada en 
género se encuentra en situación migratoria irregular, no cuenta con su carnet de extranjería o 
no cuenta con su pasaporte, ¿puede acceder a los servicios que brinda el estado para las víctimas 
de violencia basada en género a nivel regional?”, esta fue aplicada a las personas entrevistadas 
representantes del Estado a nivel regional y a las personas entrevistadas representantes de la 
sociedad civil al mismo nivel.

A nivel nacional, todas las personas entrevistadas representantes del Estado han señalado que 
una persona migrante podría acceder sin problemas a los servicios públicos, aun si no contara con 
algún documento. Así, una de las personas entrevistadas señaló lo siguiente: “entendemos que 
se trata de derechos humanos, en realidad que no pueden ser limitados por un tema formal”.  De 
manera particular, la persona entrevistada de Migraciones señala que las instituciones públicas 
no siempre comprenden la diferencia entre una persona migrante y una persona refugiada. Así, 
menciona que “los tratan a todos como migrantes, no se advierten las especiales circunstancias 
que está atravesando la persona refugiada”. Otra persona entrevistada resaltó que su sector no 
necesariamente cuenta con los mecanismos para identificar si las personas beneficiarias son 
migrantes o refugiadas.

De otro lado, con relación a las personas representantes de la sociedad civil a nivel nacional, 
la mayoría señala que de conformidad con la legislación nacional una víctima extranjera 
independientemente de su calidad migratoria tiene el derecho a recibir asistencia, protección y 
atención. 

Sin embargo, como lo señala una de las personas entrevistadas de la sociedad civil, en la práctica 
muchas personas que han sido víctimas y que se encuentran en situación irregular no acceden a 
los servicios de protección por varios factores: 

1) La desinformación de las/los operadoras/es, y sus prejuicios, que se expresan en comentarios 
estereotipados. Así, una persona entrevistada indica que en una oportunidad escuchó que uno 
de los operadores dijo “Mira cómo se viste, ella es la que incita y tenía la culpa de la situación que 
estaba denunciando”.
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2) El temor que tienen las víctimas de no contar con documentos. Lo sienten como un limitante 
y les genera mucha inseguridad por lo que no ponen una denuncia o no buscan acceder a un 
servicio para recibir atención. En el caso de las víctimas de trata, una de las personas entrevistadas 
señaló que se logró la coordinación entre la oficina de migraciones y el establecimiento de salud 
para que se cumpla con la normativa.

Respecto de las nueve (9) personas entrevistadas representantes del Estado a nivel regional, 
cabe señalar que la mayoría indicó que las víctimas sí pueden acceder a los servicios aun cuando 
presenten una situación migratoria irregular, lo justifican por la vigencia de la normativa específica; 
el principio de no discriminación y el enfoque de derechos humanos, motivo por el cual prima el 
derecho de las víctimas más que la formalidad de contar con sus documentos de identidad.

No obstante, algunas personas representantes del Estado sí han señalado la importancia de la 
identificación. A modo de ejemplo se menciona lo señalado por una de las personas entrevistadas: 
“Bueno, creo que es un poco complicado, usted sabe que siempre incluso como nacional si te 
falta el DNI no te atienden”, motivo por el cual reafirman que la indocumentación es el principal 
problema para que las migrantes puedan atenderse adecuadamente. 

Este problema se agrava en cuanto a los servicios de salud, en tanto pueden acceder a servicios de 
emergencia, pero para una atención posterior en consultorio sí es un limitante cuando no cuentan 
con documentos de identidad.

Con relación a las seis personas entrevistadas de la sociedad civil a nivel regional, cabe resaltar 
que, en su mayoría, señalan que sí pueden acceder a los servicios en base a la normativa existente 
y que se realizan acciones de información dirigidas a la población migrante para que conozcan 
los alcances de los servicios y no tengan temor de denunciar si no cuentan con documentos de 
identidad.

Sin embargo, las personas entrevistadas de la sociedad civil en Tumbes han señalado que, en 
diversas zonas, se requiere del apoyo de la propia sociedad civil, el CEM o de Acnur para que 
puedan recibir atención sin necesidad de un documento de identidad. 

Señalan también que solo pueden acceder a servicios de emergencias en salud, pero una atención 
más integral y periódica depende de la documentación migratoria regular. En estos casos, la 
sociedad civil tiene que apoyarlas con el pago de servicios de salud privados. Señalan también 
que el mismo trámite de regularización migratoria es engorroso y no siempre es fácil.

Otra dificultad, identificada por tres personas entrevistadas representantes del Estado a nivel 
nacional, es que las personas migrantes no conocen sus derechos ni los servicios públicos a los 
que pueden acudir. Al respecto, una de las personas entrevistadas señala “principalmente el tema 
de la información respecto a sus derechos y mecanismos de protección que se han establecido por 
parte del Estado y otras organizaciones de la sociedad que pueden procurar apoyo y protección”. 

Sobre los representantes del Estado a nivel regional, algunas personas entrevistadas coinciden en 
señalar que existen ciertas condiciones personales de las víctimas de violencia basada en género 
que dificulta su acceso a los servicios públicos, como el temor de ser reportadas o denunciadas 
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como ilegales por no contar con sus documentos migratorios en regla, motivo que las inhibe 
de realizar denuncia alguna y el alto nivel de desinformación sobre sus derechos, los servicios 
públicos existentes, así como la ubicación de dichos servicios.  

Adicionalmente, los actores claves entrevistados de la región Tumbes señalaron que las víctimas 
migrantes no cuentan con un apoyo de red familiar o de apoyo social entre ellas. Por su parte, 
la/el entrevistado de Lambayeque destacó que el desempleo o subempleo puede ser una de 
las principales dificultades que tienen, en tanto, priorizan su trabajo y subsistencia en lugar de 
acceder a los servicios del CEM. Asimismo, las víctimas migrantes sienten miedo de que no se les 
atienda por no ser peruanas 

Las representantes de la sociedad civil, la mayoría de personas entrevistadas, han destacado que 
la situación documentaria irregular de las migrantes les genera inseguridad y temor para ir a 
denunciar. Otro aspecto que se vincula a las características de la población migrante, como dice 
CHS Alternativo, es el desarraigo, ya que no cuentan con familia o tejido social que las proteja, 
además, no hay una comunidad migrante unida. 

Asimismo, Plan Internacional señala que existen problemas para acceder a la información sobre 
dónde y cómo pueden acceder a los servicios públicos, lo cual genera ideas equivocadas como 
la obligación de pagar por acceder a los servicios públicos, limitando su intención de acudir a los 
servicios. Como lo señalan desde el Centro de Atención Psicosocial (CAPS), en algunos casos, las 
carencias económicas generan situaciones en que no cuentan con dinero ni para para pagar su 
traslado a los servicios públicos (pasajes).

Características de los servicios públicos

Las personas entrevistadas del Estado identifican como dificultades algunas características de los 
servicios públicos para el acceso a las víctimas migrantes:

1) La falta de una normativa interna adecuada para atender a las mujeres migrantes víctimas de 
violencia.

2) Falta de información sobre personas migrantes. Existe una falencia en el proceso de intercambio 
de información entre las entidades de tal manera que les permita articular de manera conjunta 
cuando se presenta una situación de violencia contra personas migrantes. 

3) Falta de comprensión o entendimiento por parte de las/los trabajadoras/es públicos respecto 
a la situación de vulnerabilidad en que se encuentran las personas migrantes por el solo hecho de 
ser migrantes, desarraigados completamente de su país de origen, de sus costumbres o su familia. 

4) Los servicios públicos a nivel nacional están pensados para el idioma español, no para lenguas 
nativas y mucho menos para lenguas extranjeras.

De igual manera, las personas entrevistadas del Estado a nivel regional coinciden con destacar 
dificultades generadas por las carencias de los mismos servicios públicos. Por un lado, la falta de 
difusión de los servicios, que se agrava en el caso de la PNP, en tanto suele ser la primera instancia 
de contacto con las víctimas migrantes. Sin embargo, no cumplen con informar de la existencia de 
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otros servicios públicos. 

Se resalta también que algunas autoridades y/o funcionariado no brindan las facilidades necesarias 
para que las víctimas migrantes puedan acceder a los servicios. Adicionalmente, han señalado que 
no cuentan con una ruta de atención apropiada que pueda guiar adecuadamente las funciones 
de cada institución. Además, existen tabúes sobre la población migrante y poca empatía con el 
problema de las mujeres migrantes.

Específicamente, los actores claves entrevistados, vinculados al sector salud, señalan que una de 
las principales dificultades es el aseguramiento vinculado a la falta de identificación de las mujeres 
migrantes. En esa lógica, las víctimas migrantes pueden acceder sin problemas a servicios de 
emergencia en salud. Sin embargo, si no cuentan con un seguro de salud como el SIS, no pueden 
acceder a todos los servicios de atención de salud.

Las representantes de la sociedad civil destacan la falta de un programa para la migración 
ordenada, sobre todo venezolana, que implique un sistema de visas y de ofertas de trabajo. 
Por otro lado, CHS Alternativo identifica que la xenofobia no es ajena al Estado, es decir, el 
funcionariado también tiene una percepción estereotipada de las personas migrantes. En el 
mismo sentido, Plan Internacional, identifica la discriminación que todavía se manifiesta por las/
los operadoras/es de los diferentes servicios, a nivel de educación; servicios de atención primaria 
en salud, por ejemplo, se presentan malos tratos, inclusive casos de urgencias cuya atención se 
posterga cuando se trata de población migrante. Adicionalmente, el funcionariado encargado de 
la atención en instituciones públicas no conoce de forma total y completa los derechos y servicios 
a los que las mujeres migrantes pueden acceder.

Planteando la misma pregunta a las personas representantes de sociedad civil a nivel regional han 
coincidido en identificar como dificultad la irregularidad documentaria de las personas migrantes. 
Tal como señala una entrevistada “esto es un inconveniente porque cuando quieren por ejemplo 
presentar una denuncia en la comisaría les solicita el documento de identidad, tampoco podrían 
acceder al SIS porque tampoco tiene documentación en regla, ni tampoco a la educación para sus 
hijos y también para los temas laborales y el tema de la vivienda”.  

Vinculado a ello, también se presenta la falta de información sobre los servicios públicos existentes 
y sus características como gratuidad y que no requiere la presentación de documentos de 
identificación para efectuar la denuncia. Todo ello suma a la sensación de temor de ir a denunciar 
y que se descubra su situación migratoria, así lo señala una entrevistada quien recalca que las 
migrantes dicen “prefiero aguantar lo que me está pasando en vez de que descubran su calidad 
migratoria”.

Otra dificultad es la carencia de recursos económicos y la falta de oportunidades laborales, lo cual 
genera dos barreras principalmente: la primera es la imposibilidad de asumir algún pago que se 
vincule al trámite de denuncia, por ejemplo, pasajes para trasladarse a la oficina o local donde 
se realiza la denuncia. Una entrevistada señala “a pesar de que nosotras podamos remarcar que 
el servicio es gratuito, algo como tan básico es el pasaje, no pueden trasladarse”. La segunda, las 
migrantes priorizan la satisfacción de necesidades básicas por encima de la urgencia de denunciar 
alguna situación de violencia. Al respecto, una entrevistada señala “A pesar de que puedan estar 
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viviendo violencia, una de sus principales preocupaciones es donde viven, es decir, no importa, 
aguanto lo que me está pasando, lo que yo estoy viviendo no importa, lo soporto, pero primero 
busco un techo donde estar, y si esta persona me da un techo que se va hacer, si tiene hijos 
menores es aún peor, está en una situación de mayor vulnerabilidad”. 

De otro lado, se han identificado como dificultades los prejuicios y el mal trato por parte de las/
los operadoras/es policiales, quienes realizan comentarios que cuestionan la validez de los hechos 
narrados por las víctimas. Una entrevistada señala “cuando acude sucede que algún policía le dice 
¿tú que habrás hecho?”.  

Dificultades para el acceso a servicios en contexto de emergencia sanitaria

Las representantes del Estado han identificado diversas problemáticas específicas. Para una de 
las representantes, uno de los problemas es que las víctimas migrantes no cuentan con redes 
familiares o de apoyo, lo cual incrementa su nivel de riesgo, aumentando la posibilidad de ser 
víctima de un hecho de violencia y disminuyendo las posibilidades de recibir ayuda. 

Peor aún, durante el estado de emergencia sanitaria a nivel nacional, se presentaron dificultades 
para encontrar cupos en los hogares refugio temporales, ya que los requisitos para el ingreso 
fueron más estrictos, incluyendo como requisito la prueba de descarte de COVID-19. 

Otra persona entrevistada identificó como problema la falta de comunicación entre instituciones 
para atender un caso. 

Por otro lado, cuatro de las personas entrevistadas coincidieron en señalar que, por motivos de 
la emergencia sanitaria por COVID-19 y, a pesar que se ha implementado las atenciones virtuales, 
el acceso a los servicios públicos sigue siendo limitado, lo cual no solo ha afectado a la población 
migrante o refugiada, sino a todas las personas en general. 

También se consultó a los representantes del Estado a nivel regional, si identifican alguna dificultad 
particular en el marco del estado de emergencia sanitaria por COVID-19. Por un lado, algunos 
entrevistados han identificado que, en el contexto de emergencia sanitaria, se han producido 
situaciones de explotación laboral y sexual, así como el aumento de la gravedad de las situaciones 
de violencia por la convivencia con el maltratador. A ello se ha sumado, que por motivo de las 
medidas de restricción de tránsito (cuarentena), los servicios no han estado operativos y, por ello, 
no ha habido la facilidad para su acceso.  

En la región Lambayeque, se destaca el cumplimiento del D. Leg. n.° 1470 indistintamente del 
nivel de riesgo de violencia, se prestó obligatoriamente la atención incluso desde sede policial. Sin 
embargo, señaló la entrevistada que en la sede policial se identificó estereotipos o constructos 
machistas que intimida a la víctima, y que cuestionan su denuncia. Lo mismo señalan en la 
región Piura-sector salud, y resaltan que han atendido a víctimas migrantes considerando que la 
situación de violencia familiar o de un tercero o física o psicológica debe ser considerado como 
una emergencia.
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5.7.2. PRINCIPALES DIFICULTADES PARA LA ATENCIÓN DE MIGRANTES/REFUGIADAS 
VÍCTIMAS DE VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO

De las quince personas entrevistadas representantes del Estado a quienes se les preguntó 
“¿Cuáles son las tres principales dificultades que tienen los servicios de su institución para atender 
a las migrantes/refugiada víctimas de violencia basada en género?”, solo dos indicaron que no ven 
dificultades. 

Dificultades internas institucionales

A nivel nacional, la mayoría de las personas entrevistadas, representantes del Estado, ha 
identificado diversas dificultades en la atención integral de las migrantes/refugiadas víctimas de 
violencia basada en género. Solo una persona entrevistada no identificó mayores dificultades. 

Entre las principales dificultades señaladas se pueden mencionar las siguientes: 

•	 La burocracia y demora en los trámites y procesos, que existe y afecta a todas/os. 

•	 El desconocimiento de las instituciones sobre la problemática de las personas migrantes, y 
mucho menos el conocimiento de la problemática de las personas refugiadas.

•	 Los servicios que brinda el Estado no han sido adecuados para atender a las personas 
migrantes y refugiadas de manera adecuada. 

A nivel regional, las personas representantes del Estado plantearon diversas dificultades internas 
de las instituciones: 

•	 Falta de conocimiento sobre las necesidades específicas y características de vida de las 
personas migrantes/refugiadas víctimas de violencia. Por ejemplo, señalan que el hecho 
de que algunas personas migrantes se encuentren en tránsito genera dificultades en el 
seguimiento de las denuncias, pues se pierde el contacto, en tanto, se mudan a otras zonas.  
Otras se ubican en zonas dispersas, lo cual complica contactarlas o hacer seguimiento de 
sus casos. Frente a esta problemática, algunas personas entrevistadas han señalado que 
las ONG cumplen un rol muy importante porque muchas veces es a través de ellos que 
pueden contactarse con las personas migrantes. 

•	 Dificultades con el personal que atienden en los servicios:

1)	 La carencia de recurso personal especializado y capacitado para atender adecuadamente 
a víctimas migrantes.

2)	 Personal que desconoce los procesos de atención o las instituciones con las que se 
puede articular.

3)	 Personal que no maneja idiomas extranjeros o lengua de señas, lo cual dilataría la 
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atención, en tanto, se debe coordinar con otras instituciones para contar con el apoyo 
de un intérprete.

4)	 Otro aspecto, son los tabúes o prejuicios que tiene el personal respecto a la violencia 
contra las mujeres migrantes. 

•	 Carencia de lineamientos específicos para orientar la actuación de los servicios respecto a 
la atención de víctimas migrantes.

•	 Problemas de operatividad de los servicios por diversas razones:

1)	 Falta de presupuesto.

2)	 Alta rotación: en los primeros y últimos trimestres del año varios/as de los/las 
profesionales renuncian para buscar otras oportunidades laborales.

3)	 Falta de servicios: por ejemplo, existen dificultades para ubicar una casa de acogida, 
en tanto, no en todas las regiones existe una y se complica conseguir un espacio para 
las víctimas.

•	 De manera específica, desde el sector salud se identificó como un problema que los 
sistemas de salud se relacionan a la violencia de género a partir del área obstétrica, sin 
considerar a los hombres y las personas LGBTI.

Dificultades de articulación interinstitucional

A nivel nacional, la mayoría de las personas entrevistadas representantes del Estado ha identificado 
diversas dificultades en la articulación interinstitucional que se expresa de diversas formas: 

•	 Una de las personas entrevistadas señaló que es un problema identificado la 
referencia de las mujeres migrantes víctimas de violencia desde una comisaría a un 
establecimiento de salud o de medicina legal a un establecimiento de salud para la 
atención y recuperación de la víctima.

•	 Las instituciones no brindan información sobre los servicios que brindan otras 
instituciones para la atención integral de la víctima. Así, una de las personas entrevistadas 
indicó que no se informa sobre el servicio gratuito que se brinda a través de la Defensa 
Pública. Frente a este problema considera necesario el diseño e implementación de 
protocolos de atención conjunta.

•	 Otra persona entrevistada señaló que las instituciones no trabajan coordinadamente 
y, por el contrario, se presentan situaciones de “figuretismo” de una institución frente 
a las otras. 
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A nivel regional, las personas entrevistadas han identificado problemas entre el Ministerio 
Público y el CEM; en tanto, el Ministerio Público no comprende los alcances funcionales de los 
centros. Respecto a Migraciones han identificado una demora en el trámite de regularización 
documentaria, así como la carencia de un protocolo de acción conjunta entre CEM y Migraciones 
para formalizar la articulación interinstitucional. Todos estos problemas responden a la falta de 
mecanismos o facilidad de comunicación entre instituciones.  

5.7.3. ACCIONES EN CASO LAS VÍCTIMAS HABLEN IDIOMA DISTINTO AL ESPAÑOL

Se preguntó solo a las personas entrevistadas representantes del Estado la siguiente pregunta: 
“Si una migrante/refugiada víctima de violencia basada en género tiene un idioma distinto al 
castellano, ¿su institución qué acciones realiza?”.

A nivel nacional, todas las personas entrevistadas del Estado coinciden en señalar que buscarían 
un intérprete o traductor. Sin embargo, difieren en la instancia pública con la que coordinarían 
el apoyo. Entre las instancias con las que se coordinaría, se mencionó el Ministerio de Cultura 
o el Ministerio de Relaciones Exteriores. Otra opción son las embajadas o la contratación de un 
traductor profesional. Sólo en el caso de Migraciones, se señaló que cuentan con personal dentro 
de la institución que maneja varios idiomas. 

A nivel regional, la mayoría de las personas entrevistadas representantes del Estado señalaron 
que no se ha presentado un caso con dichas características. Sin embargo, si se presentara en 
un futuro una situación así, plantean diversas salidas como solicitar apoyo de la Defensoría del 
Pueblo, alguna ONG como OIM y ACNUR, y/o a las autoridades locales o las embajadas a través 
de sus consulados.

Asimismo, una persona representante del Estado (CEM) en Piura señaló que considera un problema 
no contar con personal de la institución que maneje otros idiomas: “Es un poco complicado 
porque no tenemos intérprete. No se nos ha presentado un caso así en realidad, pero sería un 
caso complejo porque no tendríamos cómo comunicarnos”. 

Al respecto, consideramos que dicha inquietud refleja la constante dependencia de una institución 
respecto a otras que puedan brindar su apoyo con intérpretes, en tanto, su personal no cuenta 
con dichos conocimientos. Eso significa que la atención adecuada y oportuna a una migrante 
que maneja un idioma distinto al español depende de la rapidez de la coordinación con otra 
institución. 

De otro lado, otra persona entrevistada del Estado señaló lo siguiente: “No nos ha tocado, pero 
nosotros contamos con otras direcciones distritales “interconectadas” que nos permitan usar los 
servicios tecnológicos para poder en un determinado momento hacer las traducciones conforme 
corresponde, el Ministerio de Justicia tienen un registro de profesionales que dominan idiomas 
como el aymara, quechua y esto es un soporte para nosotros”.

5.7.4. ACCIONES EN CASO LA VÍCTIMA NO DESEA REALIZAR LA DENUNCIA

A las personas entrevistadas representantes del Estado, de manera específica del MIMP, se aplicó 
la siguiente pregunta: “Si la víctima de violencia basada en género migrante/refugiada no desea 
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realizar la denuncia respectiva, ¿qué acciones realiza en dicho caso o qué tipo de atención le 
brindan?”. Al respecto, señalaron lo siguiente: 

•	 Actúan como cualquier otro caso, es decir, si el equipo de profesionales evidencia que 
la vida e integridad de la víctima está en riesgo entonces como sector se procede a la 
denuncia de oficio y a solicitar las medidas de protección.

•	 Se genera un ambiente de confianza para orientar para que tome conciencia y más aún si 
va con el agresor.

•	 Se le asegura una medida de protección para que cuando vaya a cualquier lugar, esa 
medida sea su soporte técnico jurídico.

5.7.5. IMPLEMENTACIÓN DE LOS COMITÉS INTERSECTORIALES LOCALES EN LOS 
ESTABLECIMIENTOS DE SALUD

Respecto de la pregunta “¿Cómo se viene implementando los Comités Intersectoriales locales 
CEM-EE. SS.? y ¿cuáles son sus principales desafíos para la atención de la persona migrante/
refugiada víctima de VBG?”, solo tres personas entrevistadas representantes del Estado a nivel 
regional respondieron la pregunta de la siguiente manera:

•	 En el caso de Tumbes, la persona entrevistada señala que no tienen un CEM dentro del 
hospital o un centro de salud. Asimismo, señala que los Comités Intersectoriales han 
funcionado cuando se trata de un tema de salud comunitaria o la aplicación del kit de 
emergencia en caso de violación sexual.

•	 Otra persona entrevistada señala que no hay mucha actividad en varias de ellas dada la 
situación de la pandemia por el COVID-19. Respecto de su implementación, indica que 
han tratado de continuar el trabajo de prevención y promoción de los temas de violencia 
realizando reuniones virtuales. Y en la actualidad se encuentran elaborando los planes de 
trabajo para el 2021 por lo que se podría considerar en alguno de estos planes el trabajo 
algunas acciones para las personas migrantes víctimas de violencia basada en género.

•	 Otra persona entrevistada señaló que no cuenta con mayor información sobre su 
funcionamiento del Comité, pero sin perjuicio de ello, tanto el CEM como el EE. SS., vienen 
coordinando.

5.7.6. ACCIONES INTERNAS INSTITUCIONALES PARA LA ATENCIÓN ADECUADA A 
VÍCTIMAS MIGRANTES/REFUGIADAS 

5.7.6.1. Capacitaciones

A nivel nacional, las 6 personas entrevistadas representantes del Estado se les preguntó si su 
institución ha brindado y/o facilitado capacitaciones al personal de la institución en los siguientes 
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temas:
Tabla 20

Capacitaciones en instituciones a nivel nacional

Representantes del Estado a Nivel Nacional Sobre las Capacitaciones
2019 2020

Sí No No  responde Sí No No  responde
Violencia Basada en Género 5 1 0 4 2 0
Migraciones 1 3 2 1 3 2
Atención especializada 
para población migrante/
refugiada víctima de 
violencia basada en género

0 4 2 0 4 2

Fuente: Entrevistas semiestructuradas aplicadas (2020-2021)
Elaboración propia, 2021

Gráfico 28
Capacitaciones en instituciones a nivel nacional

2019 2020

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Tal como se puede apreciar, a nivel nacional, las instituciones supervisadas han capacitado a su 
personal en temas de violencia basada en género tanto en el 2019 como en el 2020, y en menor 
medida en temas de migraciones.

A nivel regional, las 9 personas entrevistadas representantes del Estado se les preguntó si su 
institución ha brindado y/o facilitado capacitaciones al personal de la institución en los siguientes 
temas:
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Tabla 21
 Capacitaciones a nivel regional

Representantes del Estado a Nivel Sub Nacional Sobre las Capacitaciones
2019 2020

Sí No No  responde Sí No responde No Sabe
Violencia Basada en Género 9 0 0 7 1 1
Migraciones 3 5 1 4 4 1
Atención especializada 
para población migrante/
refugiada víctima de 
violencia basada en género

3 6 0 3 5 1

Fuente: Entrevistas semiestructuradas aplicadas (2020-2021)
Elaboración propia, 2021

Gráfico 29 
Capacitaciones a nivel regional

2019 2020

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

A nivel regional, las instituciones supervisadas han organizado capacitaciones en temas de violencia 
basada en género, tanto en el 2019 como en el 2020, en las cuales sí han desarrollado temas de 
migraciones y atención especializada, aunque en menor medida que el tema de violencia basada 
en género.

En suma, cabe relevar la falencia de una capacitación especializada sobre la atención diferenciada 
a víctimas migrantes y refugiadas, más aún cuando todas las instituciones supervisadas han 
señalado que atienden a estas mujeres. 

5.7.6.2. Convocatorias laborales

Se preguntó a todas las personas entrevistadas representantes del Estado si en las convocatorias 
laborales que realiza desde el 2019, ¿su institución ha requerido que el personal cuente 
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previamente con los siguientes conocimientos: “Violencia basada en género (problemática y 
normativa)”, “Migraciones (problemática y normativa)” y “Atención especializada para población 
migrante/refugiada víctima de violencia basada en género”?:

A nivel nacional, las personas entrevistadas representantes del Estado indicaron lo siguiente:

Tabla 22 
Convocatorias laborales a nivel nacional

Representantes del Estado a Nivel Nacional Sobre las Convocatorias Laborales
2019 2020

Sí Requiere No Requiere No Sabe Sí Requiere No Requiere No Sabe
Violencia Basada en 
Género 5 1 0 5 1 0

Migraciones 1 4 1 1 4 1
Atención especializada 
para población 
migrante/refugiada 
víctima de violencia 
basada en género

1 4 1 1 4 1

Fuente: Entrevistas semiestructuradas aplicadas (2020-2021)
Elaboración propia, 2021

Gráfico 30
 Convocatorias a nivel nacional

2019 2020

Fuente: Información remitida por las instituciones
Elaboración: Defensoría del Pueblo

Como se puede apreciar, a nivel nacional, las instituciones supervisadas plantean requisitos en 
sus convocatorias respecto a conocimiento en temas de violencia basada en género, pero en 
mínima medida sobre migraciones o atención especializada a víctimas migrantes o refugiadas. 

A nivel regional, las personas entrevistadas representantes del Estado indicaron lo siguiente:
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Tabla 23 
Convocatorias a nivel regional

Representantes del Estado a Nivel Sub Nacional Sobre las Capacitaciones
2019 2020

Sí Requiere No Requiere No Sabe Sí Requiere No Requiere No Sabe
Violencia Basada en 
Genero 6 3 0 5 4 0

Migraciones 0 5 4 1 4 4
Atención especializada 
para población 
migrante/refugiada 
víctima de violencia 
basada en género

1 4 4 1 4 4

Fuente: Entrevistas semiestructuradas aplicadas (2020-2021)
Elaboración propia, 2021

Gráfico 31 
Convocatorias a nivel regional

2019 2020

A nivel regional, se puede apreciar un panorama similar al nivel donde las convocatorias exigen 
conocimientos sobre violencia basada en género y en mínima proporción temas de migraciones 
o atención especializada.

5.7.7. NIVEL DE ARTICULACIÓN INTERSECTORIAL E INTERGUBERNAMENTAL

Respecto a la pregunta “¿Con qué instituciones (servicios) articula o coordina su institución cuando 
identifica a una persona migrante/refugiada víctima de violencia basada en género? en una escala 
del 1 al 5, ¿cómo calificaría el nivel de articulación?”, la mayoría de entrevistadas/os han señalado 
que articulan con el CEM (60 %), con establecimientos de salud un 50 % y en un 40 % articulan con 
Comisaría, Ministerio Público y Defensa Pública. 
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Gráfico 32

 Nivel de articulación intersectorial e intergubernamental

5.7.8. CAMBIOS EN LAS INSTITUCIONES PÚBLICAS 

La pregunta “¿Cuáles serían los tres principales cambios que realizaría en su institución para 
mejorar los servicios que brindan atención a migrantes/refugiada víctimas de violencia basada 
en género?”, se aplicó a las quince personas entrevistadas representantes del Estado a nivel 
nacional y regional.

A nivel nacional, las personas entrevistadas representantes del Estado plantearon los siguientes 
principales cambios en sus instituciones:

•	 Necesidad de conocer con mayor profundidad las características y necesidades de la 
población migrante para un seguimiento adecuado.

•	 Brindar las condiciones legales para que las personas migrantes cuenten con los documentos 
migratorios “en regla” y puedan sentirse en confianza para acudir a los servicios públicos.

•	 Incrementar el número de profesionales de la salud que atiendan en horarios diferenciados 
de acuerdo a las características de la población migrante y sus necesidades. 

•	 Fortalecer las capacidades de las personas operadoras de los servicios públicos.

•	 De manera específica, se mencionó la necesidad de fortalecer la UDAVIT, en tanto órgano 
de apoyo al/la fiscal y a las víctimas y testigos de un delito.
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A nivel regional, las personas representantes del Estado plantearon diversos cambios que se 
pueden agrupar en cambios internos institucionales, cambios en la articulación interinstitucional 
y cambios en las condiciones de la población migrante:

	 Tabla 24

Cambios propuestos por personas representantes del Estado

Ítem Respuesta
Respecto a los cambios 
internos de la institución 
plantean lo siguiente:

•	 Fortalecer las capacidades de las/los trabajadoras/es, 
especialmente de la PNP, que es la primera institución a la 
que acuden las víctimas de violencia.

•	 Contar con personal especializado, psicóloga/o, 
trabajadoras/es sociales, médico legista, especialmente 
en la región Tumbes por ser zona de frontera. Asimismo, 
contar con trabajadoras/es sociales que identifiquen 
aquellas zonas donde se concentra población migrante y 
refugiada, a fin de conocer sus necesidades.

•	 Contar con intérpretes de idiomas extranjeros, nativos o 
lengua de señas que permita agilizar la comunicación con 
las víctimas migrantes.

•	 Desarrollar acciones de difusión de los servicios públicos a 
la población migrante. 

•	 Necesidad de contar con registros administrativos de 
atenciones que incluyan la variable migrante. 

•	 Contar con lineamientos o directivas específicas que 
orienten la actuación institucional vinculada a la atención 
a víctimas migrantes o refugiadas. 

Respecto a los cambios 
que se requieren para 
mejorar la articulación 
interinstitucional:

•	 Se plantea la necesidad de contar con un protocolo de 
actuación conjunta entre los CEM y Migraciones, a fin de 
fortalecer las competencias de cada institución. 

•	 Contar con un enlace en establecimientos de salud ubicados 
en el circuito de playas con mayor concurrencia de turismo 
extranjero, así como su articulación con la autoridad local. 

•	 Mejorar la coordinación con autoridades locales y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, Migraciones, PNP para 
la ubicación de un centro de acogida para las migrantes. 

Respecto a la condición 
de la población 
migrante:

•	 Agilizar los trámites de regulación migratoria, a fin de 
cumplir con el aseguramiento universal en salud.

•	 Considerar el tema de violencia contra mujeres migrantes 
como un tema prioritario, lo cual implica la celeridad de 
los trámites, así como la coordinación con ONG que tienen 
mayor contacto y cercanía con ellas. 
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5.8. RESPUESTAS A PREGUNTAS EFECTUADAS SOLO A REPRESENTANTES DE LA SOCIEDAD 
CIVIL

5.8.1. MODALIDADES DE VIOLENCIA DE GÉNERO QUE SUFREN LAS MIGRANTES/
REFUGIADAS

Respecto de las modalidades de violencia de género que sufren las migrantes y/o refugiadas en 
nuestro país, se preguntó solo a las 11 personas representantes de la sociedad civil.

A nivel nacional, las cinco (5) personas representantes de la sociedad civil indicaron que las 
migrantes y/o refugiadas sufren principalmente las siguientes modalidades de violencia basada 
en género:

•	 El hostigamiento sexual laboral como una modalidad poco visibilizada, pero constante, en 
tanto, es en el área laboral en el que las migrantes tienen contacto con la sociedad de acogida 
y esta expresa sus estereotipos en actos de hostigamiento sexual. Algunas de las personas 
entrevistadas mencionaron que, en la mayoría de los casos, las víctimas de este tipo de 
violencia son venezolanas. 

•	 La violencia económico-patrimonial que al ser la menos denunciada, es la menos visible. 

•	 Una de las personas entrevistadas indicó que en el centro de atención de víctimas de violencia 
basada en género y trata de personas en la cual atiende, durante todo el año 2020 han 
atendido un total de 93 víctimas: 3 de ellas peruanas y 90 de nacionalidad venezolana. Entre 
las formas de violencia más comunes han identificado la violencia física y psicológica; así como 
la violencia económica y la trata de personas. En menor número han identificado casos de 
violación sexual y feminicidio en grado de tentativa.

•	 La sexualización del cuerpo de las mujeres refugiadas y migrantes, así como comportamientos 
discriminatorios hacia adolescentes y mujeres. 

•	 La trata para fines de explotación sexual y laboral: al menos tres personas entrevistadas han 
señalado que debido a la pandemia y al cierre de frontera han aumentado dichos casos. 

•	 La violencia psicológica ejercida por el funcionariado al no recibirlas o no ser atendidas a la 
hora de requerir un servicio.

Respecto de las modalidades de violencia basada en género, las personas entrevistas representantes 
de la sociedad civil a nivel regional mencionaron las siguientes: 

•	 La violencia basada en género en espacios públicos, principalmente en el tránsito de un país a 
otro, durante lo cual se presentan muchos riesgos contra su integridad física y sexual. 

•	 El hostigamiento sexual laboral, especialmente contra las mujeres venezolanas 
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•	 Trata de personas contra migrantes, por motivo laboral y/o sexual.

•	 Violencia en relación de pareja. De manera específica mencionaron que el tipo de violencia 
mas frecuente que sufren las migrantes en nuestro país es la económica, sobre todo debido 
a la dependencia económica que tienen con sus parejas. Por ejemplo, el caso de mujeres 
migrantes que han tenido hijas/os de parejas peruanas, quienes las controlan mediante la 
dependencia económica, que sumada a su calidad migratoria las coloca en una situación de 
mayor vulnerabilidad. 

•	 La violencia contra las mujeres migrantes por el hecho de ser migrantes ejercida por 
funcionarios del Estado. Esta modalidad, según indica una de las personas entrevistadas, es 
una forma de violencia estructural por motivo de la discriminación, y xenofobia contra las 
personas migrantes.

De manera específica, en el caso de Tumbes, las personas entrevistadas representantes de la 
sociedad civil señalaron que las migrantes y/o refugiadas sufren principalmente las siguientes 
modalidades de violencia basada en género: 

1) Acoso sexual u hostigamiento sexual cuando se encuentra en situación de movilidad 

2) Violencia en relaciones de pareja

3) Trata de personas 

4) Acoso callejero

5) Violencia perpetrada por las/los operadoras/es del Estado. Como ejemplo, algunas personas 
entrevistadas señalaron que, en el caso de migrantes venezolanas, que reclaman atención 
adecuada, las/los operadoras/es les dicen “Veneca, vete a tu país a reclamar”. 

En el caso de Lambayeque, la persona representante de la sociedad civil señaló que las principales 
modalidades de violencia basada en género son: 

1) La violencia en relaciones de pareja (física y sexual) 

2) El acoso sexual en el ámbito laboral por los prejuicios que tiene la población masculina sobre 
la mujer venezolana, quien frecuentemente es vista como “objeto sexual” en los trabajos, por lo 
que les exigen utilizar vestimenta muy sexualizada

En el caso de Piura, las dos personas entrevistadas representantes de la sociedad civil

señalaron que las migrantes y/o refugiadas sufren principalmente las siguientes modalidades de 
violencia basada en género: 

1) Acoso 
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2) Discriminación 

3) Xenofobia 

4) Derechos laborales 

e) Todos los tipos de violencia, en especial la económica y patrimonial

En el caso de San Juan de Lurigancho, la representante de la sociedad civil resaltó que las principales 
modalidades de violencia que sufren las migrantes y/o refugiadas son las siguientes: 

1) Violencia sexual, especialmente acoso callejero

2) Discriminación y xenofobia

3) Violencia en las relaciones de pareja, principalmente violencia económico-patrimonial dado 
que muchas mujeres son dependientes económicamente de sus parejas, lo cual la coloca en una 
posición de mayor vulnerabilidad

5.8.2. PERCEPCIÓN SOBRE LA ACTUACIÓN DE CADA INSTITUCIÓN FRENTE A LAS 
MIGRANTES/REFUGIADAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA BASADA EN GÉNERO

Se preguntó a 11 representantes de la sociedad civil: “A partir de su experiencia ¿cómo calificaría 
usted la actuación de las siguientes instituciones frente a las migrantes/refugiadas víctimas de 
VBG? ¿en su región?”, obteniendo los siguientes resultados:

Gráfico 33 
Percepciones de la sociedad civil sobre la actuación del Estado
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Tal como se puede apreciar, los establecimientos de salud han sido calificados en su mayoría como 
buenos, seguidas por los CEM y Migraciones. 

De otro lado, la comisaría es la institución cuya atención ha sido calificada principalmente como 
mala de mala atención, seguida por el Poder Judicial, los gobiernos regionales y los propios 
establecimientos de salud. 

A nivel nacional, las cinco personas entrevistadas de la sociedad civil indicaron lo siguiente con 
relación a cada una de las entidades del Estado:

A continuación, presentamos los resultados a nivel regional sobre la calificación otorgada a cada 
institución: 

Tabla 25
 Percepciones por región sobre la actuación del CEM

Calificación de CEM Tumbes Piura Lambayeque SJL (Lima ) TOTAL 
Muy buena          
Buena 1 2 1   4
Regular       1 1
Mala              1       1
 Muy mala          

Respecto a la actuación de los CEM frente a las migrantes/refugiadas víctimas de violencia de 
género a nivel regional, la mayoría de personas calificaron su actuación como buena, una persona 
la calificó como regular y otra persona la calificó como mala.

Tabla 26 
Percepciones por región sobre la actuación de los establecimientos de salud

Calificación de EE.SS. Tumbes Piura Lambayeque SJL (Lima) TOTAL 
Muy buena          
Buena 1 1   1 3
Regular          
Mala 1 1 1   3
Muy mala          

Respecto a la actuación de los establecimientos de salud frente a las migrantes/refugiadas víctimas 
de violencia de género a nivel regional, tres personas calificaron como buena y tres personas 
como mala.
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Tabla 28

Percepciones por región sobre la actuación de Defensa Pública

Calificación de Defensa Pública Tumbes Piura Lambayeque SJL (Lima) TOTAL 
Muy buena 1 1 1   3
Buena          
Regular   1   1 2
Mala          
Muy mala 1       1

Respecto a la actuación de la Defensa Pública frente a las migrantes/refugiadas 
víctimas de violencia de género a nivel regional, tres personas calificaron como muy 
buena, dos personas calificaron como regular y una persona calificó como muy mala.

Tabla 29

Percepciones por región sobre la actuación de la Comisaría

Calificación de Comisarías Tumbes Piura Lambayeque SJL (Lima) TOTAL 
Muy buena          
Buena   1 1 1 3
Regular 1       1
Mala 1 1     2
Muy mala          

Respecto a la actuación de las Comisarías frente a las migrantes/refugiadas víctimas de violencia 
de género a nivel regional, tres personas calificaron como buena, dos personas calificaron como 
mala y una persona calificó como regular.

Tabla 30

Percepciones por región sobre la actuación de Ministerio Público

Calificación de Ministerio 
Público Tumbes Piura Lambayeque San Juan de 

Lurigancho TOTAL

Muy buena          
Buena   2 1   3
Regular 2       2
Mala          
 Muy mala          

Respecto de la actuación del Ministerio Público frente a las migrantes/refugiadas víctimas 
de violencia de género a nivel regional, tres personas calificaron como buena, dos personas 
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calificaron como regular y una persona no respondió.

Tabla 31
Percepciones por región sobre la actuación de Poder Judicial

Calificación de Poder Judicial Tumbes Piura Lambayeque San Juan de 
Lurigancho TOTAL

Muy buena          
Buena 1 1   1 3
Regular 1 1 1   3
Mala          
 Muy mala          

Respecto de la actuación del Poder judicial frente a las migrantes/refugiadas víctimas de violencia 
de género a nivel regional, tres personas la calificaron como buena, tres personas como regular.

Tabla 32
 Percepciones por región sobre la actuación de Gobierno Regional

Calificación de Gobierno 
Regional Tumbes Piura Lambayeque SJL (Lima) TOTAL

Muy buena          
Buena 1       1
Regular   1 1 1 3
Mala 1 1     2
 Muy mala          

Respecto de la actuación del Gobierno regional frente a las migrantes/refugiadas víctimas de 
violencia de género a nivel regional, tres personas la calificaron como regular, dos personas la 
calificaron como mala y una persona la calificó como buena.

Tabla 33

 Percepciones por región sobre la actuación de Gobierno Local

Calificación de Gobierno Local Tumbes Piura Lambayeque SJL (Lima) TOTAL 
Muy buena          
Buena   1     1
Regular 2   1 1 4
Mala   1     1
 Muy mala          

Respecto de la actuación del Gobierno local frente a las migrantes/refugiadas víctimas de violencia 
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de género a nivel regional, 4 personas entrevistadas calificaron como regular, una persona 
entrevistada la calificó como mala y una persona entrevistada la calificó como buena.

Tabla 34
Percepciones por región sobre la actuación de Migraciones

Calificación de Migraciones Tumbes Piura Lambayeque SJL (Lima) TOTAL 
Muy buena          
Buena 1 1 1 1 4
Regular 1 1     2
Mala          
 Muy mala          

Respecto de la actuación de Migraciones frente a las migrantes/refugiadas víctimas de violencia 
de género a nivel regional, 4 personas entrevistadas calificaron como buena y 2 personas 
entrevistadas la calificaron como regular.

5.8.3. DIFICULTADES DE LAS MIGRANTES/REFUGIADAS PARA RECIBIR ATENCIÓN

Respecto a la pregunta “¿Cuáles considera son las tres principales dificultades que tienen las 
migrantes/refugiadas víctimas de violencia basada en género para su atención integral en el país/ 
región?”, las 11 personas entrevistadas de la sociedad civil han indicado diversas dificultades que 
se mencionarán a continuación.

A nivel nacional, las personas entrevistadas de la sociedad civil han señalado las siguientes 
dificultades que tienen las personas migrantes/refugiadas víctimas de violencia basada en género 
para ser atendidas de manera integral: 

•	 Su situación documentaria. Muchas personas no cuentan con documentos y eso les genera 
inseguridad y temor para ir a denunciar. 

•	 Otra dificultad es la vinculada a las características de la población migrante, que es el 
desarraigo. No cuentan con familia o tejido social que las proteja a lo que se suma la falta 
de una comunidad migrante bien integrada. 

•	 Existen problemas para que las personas migrantes accedan a la información sobre dónde 
y cómo pueden acceder a los servicios públicos. Ello genera ideas equivocadas como el 
pago por acceder a los servicios públicos cuyos gastos no pueden asumir. En ese sentido, 
una de las personas entrevistadas ha señalado que es una dificultad la carencia de un 
programa para la migración ordenada, sobre todo venezolana que implique un sistema de 
visas y de ofrecimiento de trabajo. 

•	 La xenofobia en el Estado que se ve expresada en algunos funcionarios o funcionarios que 
tiene una percepción estereotipada de las personas migrantes. Otra persona entrevistada 
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ha señalado que la discriminación todavía se manifiesta en las/los operadoras/es de los 
diferentes servicios mediante malos tratos y dificultades para el acceso a los servicios. 
Cabe resaltar que una de las personas entrevistadas indicó que inclusive en urgencias, 
ocasionalmente postergan la atención de las personas que son migrantes.

•	 Desconocimiento del personal encargado de la atención en instituciones públicas sobre 
los derechos y servicios a los que las mujeres migrantes pueden acceder.

A nivel regional, las seis (6) personas entrevistadas de la sociedad civil han señalado que la principal 
dificultad es la irregularidad documentaria, es decir, que no cuentan con documentación legal o 
que la misma se encuentra en trámite, siendo que la emergencia nacional sanitaria ha retrasado 
significativamente estos procesos. 

Según las personas entrevistadas, la falta de documentación genera una serie de consecuencias 
que se relacionan entre sí para ahondar en la vulnerabilidad de las migrantes. Así, lo ha señalado 
la persona entrevistada de la sociedad civil en Piura: “Esto es un inconveniente porque cuando 
quieren por ejemplo presentar una denuncia en la comisaría les solicita el documento de identidad, 
tampoco podrían acceder al SIS porque tampoco tiene documentación en regla, ni tampoco a la 
educación para sus hijos y también para los temas laborales y el tema de la vivienda”.  

En el caso de Tumbes, las personas entrevistadas de la sociedad civil señalan que las principales 
dificultades que tienen las migrantes/refugiadas víctimas de violencia basada en género para su 
atención integral en su región son las siguientes:

1)	 No tener una situación migratoria regular.

2)	 No contar con documentación al ingresar al país. No cuentan con pasaporte o cédula. 

3)	 La falta de información sobre los servicios públicos existentes y sus características, como la 
gratuidad y la posibilidad de presentar una denuncia sin necesidad de mostrar sus documentos, 
lo cual las lleva a pensar que deben pagar por los servicios y que solo pueden denunciar las 
personas cuya situación migratoria se encuentra regularizada.

En el caso de Lambayeque, la persona entrevistada de la sociedad civil señala que las principales 
dificultades que tienen las migrantes/refugiadas víctimas de violencia basada en género para su 
atención integral en su región son las siguientes:

1)	 No contar con medios económicos.

2)	 No tener los documentos, incluso no tienen algunas la cédula de refugio.

3)	 No tener oportunidades de trabajo.

En el caso de Piura, las personas entrevistadas de la sociedad civil señalan que las principales 
dificultades que tienen las migrantes/refugiadas víctimas de violencia basada en género para su 
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atención integral en su región son las siguientes:

1)	 No contar con documentación dado que la mayoría ingresa al Perú con una situación migratoria 
irregular. Esto es un inconveniente cuando quieren, por ejemplo, presentar una denuncia, en 
la comisaría donde se les solicita el documento de identidad. Tampoco pueden acceder al SIS 
porque no cuentan con documentación “en regla”, ni pueden inscribir a sus hijos en el colegio. 
También tienen problemas para conseguir trabajo y vivienda.

2)	 Estereotipos, prejuicios y maltrato por parte de los/las operadores/as policiales, quienes 
realizan comentarios que cuestionan la validez de los hechos narrados por las víctimas. Una 
entrevistada señaló que cuando las mujeres migrantes acuden a la comisaría, la policía le dice 
“¿tú que habrás hecho?”.

3)	 La poca información que existen sobre los servicios y la ruta de acción del sistema de protección 
nacional.

En el caso de San Juan de Lurigancho, la persona entrevistada de la sociedad civil señala que 
las principales dificultades que tienen las migrantes/refugiadas víctimas de violencia basada en 
género para su atención integral en su región son las siguientes:

1)	 La falta de información sobre los servicios públicos existentes y sus características, como la 
gratuidad y falta de obligatoriedad de presentar sus documentos para realizar la denuncia 
correspondiente. Todo ello suma a la sensación de temor de ir a denunciar y que se descubra 
su situación migratoria. Así, señala que las migrantes dicen: “prefiero aguantar lo que me está 
pasando en vez de que descubran su calidad migratoria”.

Otra dificultad es la carencia de recursos económicos y la falta de oportunidades laborales, lo 
cual genera principalmente dos barreras: la primera es la imposibilidad de asumir algún pago 
que se vincule al trámite de denuncia, por ejemplo, pasajes para trasladarse a la oficina o 
local donde se realiza la denuncia: “a pesar que nosotras podamos remarcar que el servicio es 
gratuito, algo como tan básico es el pasaje, no pueden trasladarse”. La segunda barrera es que 
las migrantes priorizan la satisfacción de necesidades básicas por encima de la urgencia de 
denunciar alguna situación de violencia: “A pesar de que puedan estar viviendo violencia, una 
de sus principales preocupaciones es donde viven, es decir, no importa, aguanto lo que me 
está pasando, lo que yo estoy viviendo no importa, lo soporto, pero primero busco un techo 
donde estar, y si esta persona me da un techo que se va hacer, si tiene hijos menores es aún 
peor, está en una situación de mayor vulnerabilidad”. 

5.8.4. ACCESO AL KIT DE EMERGENCIA CASO DE VIOLENCIA SEXUAL DE PERSONAS 
MIGRANTE/REFUGIADA

Respecto a la pregunta “¿Conoce usted si las víctimas de violencia sexual migrante/refugiada 
reciben el kit de emergencia en los establecimientos de salud regional? ¿de manera gratuita?”, 
dos personas entrevistadas de la sociedad civil señalaron que las víctimas sí recibieron el kit 
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de emergencia o que lo recibieron después de varios días. Otras tres indicaron que no tiene 
conocimiento si les dan el kit de emergencia; y solo una persona entrevistada indicó que conocieron 
un caso en el cual no se brindó el kit de emergencia.

En el caso de Tumbes, una de las personas entrevistadas señala que el trámite para la entrega 
del kit de emergencia es muy lento y que lo brindan a las víctimas luego de varios días a pesar 
de que, por su propia naturaleza, dicho kit debe entregarse de manera inmediata, pues se trata 
precisamente de una emergencia; mientras que la otra persona entrevistada indica que no ha 
tomado conocimiento de casos de violación sexual

En el caso de Lambayeque, ha señalado que conoce que la atención es gratuita, pero que no han 
conocido ningún caso de una mujer migrante víctima de violencia sexual.

En el caso de Piura, una de las personas entrevistadas recordó un Informe Defensorial que 
evidenció que la mayoría de los establecimientos tenía estos kits, pero el personal no lo sabía, 
por lo cual no lo entregaban ni a las peruanas ni a las extranjeras. Asimismo, otra de las personas 
entrevistadas señaló que, aunque no han conocido casos de violaciones sexuales, sí saben que 
una cooperante tiene un proyecto que implica la entrega del kit de emergencias. 

En el caso de San Juan de Lurigancho, la persona entrevistada indicó que las víctimas de violencia 
sexual sí reciben el kit de emergencia de manera gratuita sean o no mujeres migrantes, sin importar 
su nacionalidad. No obstante, no saben si dicha entrega se produce porque van acompañadas por 
una persona de la institución o porque están actuando conforme a la normativa nacional. 

5.8.5. PRINCIPALES DESAFÍOS PARA FORTALECER LOS SERVICIOS QUE BRINDAN 
ATENCIÓN A MIGRANTES/REFUGIADA VÍCTIMAS 

Respecto a la pregunta “¿Cuáles son los principales desafíos que tiene el Estado peruano para 
afrontar la violencia basada en género que sufren migrantes/refugiadas en nuestro país?”, las 
cinco personas entrevistadas representantes de la sociedad civil plantean diversos desafíos:

a)	 Desafíos vinculados directamente a mejorar las condiciones de vida de las personas 
migrantes: una de las personas entrevistadas plantea priorizar el proceso de regularización 
migratoria, erradicando la idea de que se generaría una migración masiva. Según su opinión, 
se debe analizar y responder adecuadamente a la migración en general, lo cual impactará en 
la atención de las mujeres. Específicamente, en el caso de las mujeres migrantes se deben 
plantear respuestas vinculadas a las oportunidades laborales seguras y el reconocimiento de 
sus derechos laborales, a fin de romper con la dependencia económica vinculada a la violencia. 

b)	 Desafíos vinculados a las mismas instituciones y sus servicios: una de las personas entrevistadas 
señala que se debe conocer qué cantidad de migrantes hay en el país y cuáles son sus 
necesidades, entre otros aspectos. La falta de esta información dificulta al Estado brindar un 
servicio adecuado. Otro desafío es superar la desconfianza que sienten las víctimas migrantes/
refugiadas en las instituciones públicas. Vinculado a ello, una de las personas entrevistadas 
plantea que se desarrollen acciones de apoyo a las víctimas que no necesariamente tengan 
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como fin la denuncia de los hechos, sino brindarles un periodo de reflexión y un espacio de 
tiempo antes de realizar la denuncia, debiendo recibir algún tipo de protección durante este 
proceso de toma de decisiones. 

c)	 Desafíos vinculados al fortalecimiento de capacidades de las/los operadoras/os sobre 
los derechos de las víctimas; sensibilización sobre la importancia del buen trato, respeto, 
no revictimización de las mujeres; abordaje diferencial para niños, niñas y adolescentes, 
discapacidad, población LGTBIQ y acciones que permitan superar los prejuicios respecto a la 
población migrante. Otras capacidades que necesitan ser mejoradas son la implementación 
y ejecución adecuada de los presupuestos asignados, sobre todo en gobiernos regionales y 
locales. Al respecto, una de las personas entrevistadas señala que este desafío implica a su 
vez, un incremento del presupuesto asignado para esta problemática.

5.8.6. RECOMENDACIONES PARA MEJORAR LOS SERVICIOS DE ATENCIÓN

La pregunta “¿Cuáles serían las tres principales recomendaciones que realizaría para mejorar los 
servicios de atención/protección a migrantes/refugiada víctimas de violencia basada en género 
en el país/región?”, se aplicó a las 11 personas entrevistadas de la sociedad civil.

Al respecto, se plantea principalmente partir por conocer las características y necesidades de la 
población migrante, a fin de adecuar los servicios a sus necesidades diferenciadas. Así, una de 
las personas entrevistadas indica que “hay que preguntarle al migrante qué quiere”. Y en esa 
misma lógica, otra persona entrevistada señala que “todas las propuestas de atención a víctimas 
de violencia, o sea, que no solo sea pensada para mujeres peruanas sino también para las mujeres 
refugiadas y migrantes”. 

Asimismo, se plantean las siguientes recomendaciones:

•	 Fortalecer las capacidades del personal encargado de los servicios de atención.

•	 Incrementar el presupuesto para la atención de la violencia basada en género.

•	 Diseñar e implementar programas comunicacionales sostenidos que lleguen efectivamente 
a la población con información clara sobre cómo acceder a los servicios y exigir sus 
derechos. 

•	 Una respuesta integral desde una lógica intersectorial, a través de un espacio donde las 
instituciones públicas tomen decisiones en base a sus competencias funcionales y las 
cuales se puedan traducir en medidas específicas de política o planes, cumpliendo con los 
compromisos internacionales; no solo con los específicos, sino a nivel general con todos 
estándares de derechos de las personas migrantes.

•	 Promover la investigación sobre la problemática de las personas migrantes en el país y las 
familias transnacionales, impulsada tanto por el sector privado como público.
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•	 Articular con las organizaciones de sociedad civil y las agencias humanitarias, quienes 
tienen la información más actualizada, a fin de brindar apoyo constante a las instituciones 
públicas a través de asistencia técnica y el apoyo directo a las familias migrantes y 
refugiadas.

•	 Diseñar acciones de integración entre la población migrantes y la población de acogida, 
desde la lógica de los beneficios y oportunidades que trae para el país la migración. 

A nivel regional, las personas entrevistadas representantes de la sociedad civil plantearon diversas 
recomendaciones para mejorar los servicios de atención, siendo las principales las siguientes:

•	 Conocer la realidad de las mujeres migrantes en cada región a partir de un diagnóstico real 
de sus características, especialmente, edad, ubicación, necesidades, etc. 

•	 Contar con una base de datos única, construida con información de las instituciones 
públicas y privadas que brindan servicios a víctimas migrantes, que contenga información 
sobre los casos atendidos, los tipos de violencia, los servicios involucrados en la atención 
de la persona, a fin de identificar las buenas prácticas y los obstáculos que se presenten. 

•	 Mejorar la gestión interna de las instituciones y las competencias de las/los operadoras/
es. Esto implica, según indican las personas entrevistadas, contar con un perfil adecuado 
para las convocatorias de personal, que incluya requisitos de formación y capacitación 
en el tema de migración y en el enfoque de género. Además, se deben incluir actividades 
y/o procesos de sensibilización y capacitación especializada en el tema, dirigidos a todo el 
personal que trabaja en los servicios, desde aquel que brinda la atención directa, hasta los 
voluntarios y el personal administrativo y de apoyo que interactúe con las personas que 
buscan acceder a los servicios.

•	 Incrementar el presupuesto destinado a los servicios públicos, así como diseñar e 
implementar planes, programas, proyectos y un marco normativo específico sobre el tema. 

•	 Fortalecer los niveles de articulación interinstitucional a nivel regional entre instituciones 
públicas y privadas, a través de espacios de intercambio de opiniones y propuestas.   

En suma, como señala una entrevistada se debe “ver como se los acoge de la mejor manera, no 
mirándolos como un problema sino como una oportunidad para el país”.
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Marco normativo internacional sobre prevención y atención de violencia basada en género en 
población migrante y refugiada

6.1. Los instrumentos internacionales del sistema universal e interamericano de protección 
de derechos humanos no han reconocido de manera explícita la prevención y atención de la 
violencia basada en género en población migrante y refugiada. Sin embargo, existe un amplio 
reconocimiento del principio a la igualdad y no discriminación, del derecho a una vida libre de 
violencia y del acceso a servicios para su atención para todas las personas sin discriminación por 
razón de su sexo, género y/o nacionalidad.

6.2. En el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos destaca la Convención 
interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer “Convención de 
Belém Do Pará”, donde se establece que los Estados Partes se comprometen en adoptar, por 
todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar 
todas las formas de violencia contra la mujer, tomando especialmente en cuenta la situación de 
vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir en razón de su condición de migrante o refugiada.

6.3. En el Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos, destacan las recomendaciones 
generales referidas a la mujer y la salud (R.24), a  las trabajadoras migratorias (R.26), al cumplimiento 
del artículo 2° de la Cedaw (R.28),  a las dimensiones de género del estatuto de refugiada, el asilo, 
la nacionalidad y la apatridia de las mujeres (R.32) ), al acceso de las mujeres a la justicia (R 33), a  
la violencia por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación general 
n.°19 (R35); así como las Observaciones finales  del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer sobre los informes periódicos séptimo y octavo combinados del Perú, del año 
2014, en las que se expresa preocupación por la falta de información específica por parte del 
Estado peruano respecto a las medidas dirigidas a abordar la discriminación y la violencia a las 
que se enfrentan las mujeres migrantes.

Asimismo, destacan las observaciones generales sobre los trabajadores domésticos migratorios 
(O.1), los trabajadores migratorios en situación irregular y de sus familiares, del Comité de 
Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (O.2), la 
no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales) del Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (O.20), y el informe “Los derechos humanos de las personas 
migrantes: buenas prácticas e iniciativas en el ámbito de la legislación y las políticas migratorias 
con perspectiva de género, del Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes 
(2019).

6.4. El Comité de la Cedaw, ha emitido importantes recomendaciones a los Estados, destacando 

6.CONCLUSIONES



125Violencia basada en género contra mujeres migrantes en el Perú

las siguientes:

a. La importancia de examinar la migración de la mujer desde la perspectiva de la desigualdad 
entre los géneros, las funciones tradicionales de la mujer, el desequilibrio del mercado laboral, 
la generalizada violencia por motivo de género y la feminización de la pobreza; así como la 
migración laboral a nivel mundial. De esta manera, se reafirma la importancia de la incorporación 
de la perspectiva de género para analizar la situación de las mujeres migrantes y elaborar 
políticas para combatir la violencia contra ellas, cuya vulnerabilidad al abuso sexual, el acoso 
sexual y la violencia física se agrava cuando son indocumentadas. El Comité ha recomendado 
disponer servicios adecuados desde el punto de vista lingüístico y cultural, tomando en cuenta 
cuestiones de género como el alojamiento de emergencia, la atención de la salud, servicios 
de policía, programas para trabajadoras migratorias víctimas de violencia en el hogar, servicios 
sociales y de emergencia; así como recursos jurídicos y reparación cuando sean víctimas de VBG 
por empleadores u otras personas (Recomendación 26).

b. La adopción de medidas legislativas y de otra índole para respetar el principio de no devolución, 
y velar porque las víctimas de persecución en razón de género que necesitan protección, no 
sean devueltas bajo ninguna circunstancia a un país en el que peligran sus vidas, o sean objeto 
de formas graves de discriminación, como la VBG (Recomendación 32).

c. Ante la presencia de factores interseccionales que dificultan el acceso a la justicia, se 
recomienda instalar “centros de atención integral”, que incluyan servicios jurídicos y sociales, 
a fin de reducir la cantidad de trámites que deben realizar las mujeres migrantes y refugiadas 
para acceder a la justicia (Recomendación 33), así como la necesidad de derogar toda normativa 
que impida o disuada a mujeres migrantes y refugiadas de presentar recursos para garantizar el 
pleno respeto de sus derechos (Recomendación 35).

d. En situaciones de emergencia nacional, como la que se ha presentado a raíz de la pandemia 
por COVID-19, es necesario garantizar a las mujeres migrantes - incluso a aquellas en situación 
irregular y sin seguro médico - el acceso adecuado a la atención sanitaria excluyendo la obligación 
de los proveedores de informar de su situación a las autoridades migratorias. Asimismo, se debe 
garantizar la provisión de otros servicios esenciales en casos de violencia, como medidas de 
protección, asistencia médica y psicosocial, casas de acogida y programas de rehabilitación; así 
como el acceso efectivo a la justicia.

6.5. El Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes ha recomendado la 
identificación   temprana de mujeres y  niñas migrantes que pudieran ser víctimas de VBG en 
los puntos de entrada de los países a fin de garantizar su asistencia y protección, así como la  
coordinación  entre  autoridades policiales  locales  y  de  inmigración  para fomentar la denuncia,  
la asistencia y apoyo integrado  con independencia de si el delincuente es identificado, enjuiciado 
o condenado y al margen del estatus migratorio de la persona. Informe “Los derechos humanos de 
las personas migrantes: buenas prácticas e iniciativas en el ámbito de la legislación y las políticas 
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migratorias con perspectiva de género” (2019).

6.6. En el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, tanto la Comisión 
Interamericana de Protección de Derechos Humanos (CIDH) como la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos y el Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI) 
se han pronunciado sobre el derecho a la prevención y, atención de la violencia basada en género 
en población migrante y refugiada. De manera particular, destacan las siguientes recomendaciones 
de la Comisión a los Estados:

a. Para el procedimiento de determinación de la condición de persona, se debe contar con 
intérpretes capacitadas, especialmente mujeres, para aquellos casos que involucren violencia 
sexual y/o de género; así como la adopción de medidas para cumplir con el objetivo de la 
traducción precisa, adecuada y confiable de un lenguaje al otro, sin expresión de opiniones 
o consejos durante el proceso. Se debe garantizar la imparcialidad de las intérpretes, quienes 
además no deben tener conflictos de interés para recibir y procesar denuncias sobre violencia 
basada en género por parte de personas en itinerario migratorio o proceso de refugio. Informe 
Debido proceso en los procedimientos para la determinación de la condición de persona 
refugiada, y apátrida y el otorgamiento de protección complementaria.2

b. Se debe contar con mecanismos para recopilar datos e información periódica, pública, 
completa, desglosada y confiable, así como aprobar protocolos de recolección, registro y 
sistematización de la misma, especialmente en los sistemas de acceso a la justicia, que reflejen 
la situación específica de las mujeres migrantes. Informe Violencia y discriminación contra 
mujeres, niñas y adolescentes: buenas prácticas y desafíos en América Latina y en el Caribe

c. Brindar protección efectiva a mujeres migrantes con un abordaje integral desde la perspectiva 
de género y de los derechos de migrantes. Informe Derechos humanos de migrantes, refugiados, 
apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados internos: Normas y Estándares del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos

d. Es necesario fortalecer la respuesta de los servicios para la atención de la violencia basada en 
género en contextos de emergencias nacionales o locales, tal como lo ocurrido en los últimos 
dos años con la pandemia de COVID-19. Para ello, se propone adoptar medidas concretas como 
el uso de canales alternativos de comunicación, redes comunitarias para ampliar medios de 
denuncia y órdenes de protección, protocolos de atención, capacidad de gentes de seguridad y 
actores de justicia involucrados en la investigación y sanción de hechos de VBG y materiales de 
orientación sobre el manejo de casos en las instituciones estatales. 

Asimismo, es esencial evitar implementar medidas que obstaculicen, intimiden y/o desincentiven 
el acceso de las personas en situación de movilidad humana a programas, servicios y políticas 
de respuesta y atención ante la pandemia de COVID-19, como pueden ser acciones de control 
migratorio o represión en las cercanías de hospitales o albergues, así como el intercambio de 
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información de servicios médico hospitalarios con autoridades migratorias de carácter represivo. 
Informe sobre Pandemia y Derechos Humanos en las Américas.

6.7. En el contexto de la pandemia por COVID-19, se enfatiza la necesidad de reforzar y declarar 
indispensables las líneas de atención a la violencia, centros de orientación y atención psicológica, 
psicosocial y jurídica, atendiendo a la vulnerabilidad de las mujeres migrantes. (Informe COVID-19 
en la vida de las mujeres. Razones para reconocer los impactos diferenciados). Asimismo, es 
necesario desplegar acciones específicas centradas en el aumento de la violencia provocada 
por las medidas implementadas para reducir el contagio de COVID-19, como casas de acogida 
para mujeres y niñas migrantes que no pueden movilizarse y no tienen opciones de espacios 
seguros durante los periodos de confinamiento. (Informe La violencia contra las mujeres frente 
a las medidas dirigidas a disminuir el contagio del COVID-19- Nota con orientaciones: Cedaw y 
COVID-19)

Marco normativo nacional sobre prevención y atención de violencia basada en género en 
población migrante y refugiada 

6.8. La normativa nacional relacionada a la prevención y atención de la violencia basada en género 
en población migrante y refugiada está comprendida en el Plan Nacional contra la violencia de 
género 2016 – 2021, el Decreto Legislativo n.° 1350 y su correspondiente Reglamento, el Texto 
Único Ordenado de la Ley n.° 30364, “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar”, el Protocolo Base de actuación conjunta en el 
ámbito de la atención integral y protección frente a la violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar.

a. El Plan Nacional contra la violencia de género 2016-2021 reconoce la situación de vulnerabilidad 
de las mujeres en un país distinto al lugar de origen, lo cual las expone a ser víctimas de trata 
de personas, tráfico ilícito de migrantes o otras formas de violencia de género. En razón a 
ello, se deben adoptar medidas específicas que garanticen su protección, debida atención y la 
construcción de una base de datos de personas afectadas que centralice la información existente 
y así desarrollar acciones articuladas. Por su parte, el Decreto Legislativo de Migraciones n° 1236, 
señala la obligación de la autoridad migratoria de comunicar a las autoridades competentes los 
casos de violencia familiar y sexual contra extranjeros/as, a fin de que se adopten acciones 
administrativas o jurisdiccionales correspondientes. 

b. El Decreto Legislativo de Migraciones n.° 1350 y su Reglamento desarrollan aspectos referidos 
a la vulnerabilidad, desprotección y riesgo de las personas migrantes víctimas de violencia 
basada en género para acceder al pleno ejercicio de sus derechos fundamentales en nuestro 
país. De esta manera, se establece la obligación de la oficina de Migraciones y del Ministerio 
de Relaciones Exteriores en comunicar a las autoridades competentes dicha situación para 
la adopción de acciones administrativas o jurisdiccionales en su favor, inclusive la emisión de 
documentos y/o permisos de permanencia temporal o residencia pertinentes, así como la 
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obligación de comunicar a las autoridades competentes de situaciones de vulnerabilidad  que 
ellos conozcan, para la adopción de acciones como dar atención oportuna, administrativa o 
jurisdiccional, con la finalidad de que accedan a los servicios públicos (especialmente en salud, 
educación y trabajo) y se le brinde protección de sus derechos fundamentales. 

Dicha facultad procura también la colaboración interinstitucional para obtener información y 
documentación sobre la situación de vulnerabilidad y perjuicio de los derechos de las personas 
migrantes mediante la capacitación a funcionarios públicos para detectar posibles casos, 
estudios e investigaciones  para el diseño y elaboración de políticas públicas específicas y 
programas especiales de prevención, elaboración de protocolos de actuación interinstitucional, 
mecanismos de coordinación y cooperación con entidades públicas y privadas de otros países 
para la prevención y respuesta, acciones de comunicación y difusión de la normatividad 
migratoria vigente y, sensibilización a funcionarios públicos sobre necesidades y particularidades 
específicas de las poblaciones extranjeras e inmigrantes en el territorio nacional.

c. El Texto Único Ordenado de la Ley n.° 30364, “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar” y su reglamento reconocen 
a las “personas en condición de vulnerabilidad” como las personas que, por diversos aspectos 
como la migración o el refugio, tienen dificultades para ejercer con plenitud sus derechos. 
Asimismo, el Reglamento establece como una modalidad de violencia en particular aquellos 
actos violentos cometidos contra las migrantes.

d. Por su parte, el “Protocolo Base de actuación conjunta en el ámbito de la atención integral y 
protección frente a la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar” establece 
que la atención para las personas migrantes debe ser diferenciada. Enfatiza la identificación y 
fortalecimiento de redes de apoyo; información sobre la legislación y mecanismos previstos en 
el Perú frente a la violencia; la coordinación con instituciones públicas, privadas, organizaciones 
no gubernamentales (ONG) o empresas de transportes para el traslado de la persona a su 
lugar de origen o domicilio de la red familiar idónea. En el caso de niños, niñas y adolescentes 
en situación de riesgo o desprotección familiar, se prioriza la coordinación con la Unidad de 
Protección Especial – UPE y la coordinación con la Embajada o Consulado para la ubicación de 
familiares o amistades; así como servicios de asistencia jurídica, defensa pública y derivación a 
servicios sociales complementarios, como los hogares refugio temporal.

e. En el caso del Protocolo de actuación conjunta entre los Centros Emergencia Mujer (CEM) 
y los Establecimientos de Salud (EE. SS.) para la atención de las personas víctimas de violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar; se destaca la atención a migrantes 
internos y externos tanto en los EE. SS. y CEM, así como la identificación y fortalecimiento en 
redes de apoyo familiar y comunitaria, el cuidado integral y  acompañamiento durante la ruta de 
atención, medidas necesarias para la promoción, prevención, atención y recuperación integral 
de la salud física y mental en todos los EE. SS.
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Principales respuestas a preguntas efectuadas a representantes del Estado y sociedad civil

6.9. Percepción sobre la actuación del Estado: Comparten la percepción de una “regular” 
actuación por parte del Estado en la atención a las víctimas migrantes y refugiadas. Reconocen 
ciertos avances, como una respuesta articulada entre distintas instituciones públicas y privadas, 
que considera las necesidades diferenciadas de las víctimas migrantes y refugiadas. La propia 
percepción se evidencia a nivel regional, al señalar que los esfuerzos institucionales aún resultan 
insuficientes para atender adecuadamente a la población migrante víctima de violencia por la falta 
de lineamientos específicos y operadoras/es que manejen la normativa aplicable a la problemática 
particular de la población migrantes.

6.10. Acciones estatales en favor de las víctimas: Las víctimas de VBG con situación migratoria 
irregular tienen dificultades para acceder a los servicios públicos. Desde el Estado se identificó 
como deficiencias internas la falta de comprensión de las diferencias entre la calidad de persona 
migrante y refugiada. A dicha percepción, las representantes de la sociedad civil agregan que en 
la práctica se presentan problemas por la desinformación y prejuicios de las/los operadoras/es y 
el gran temor de las víctimas de ser descubiertas por no contar con documentos. A nivel regional, 
se destaca la intervención de instituciones internacionales ante las instituciones públicas, para 
procurar la atención de víctimas migrantes y refugiadas indocumentadas. El acceso a los servicios 
de salud se limita a la atención en emergencias si son indocumentadas y en consecuencia no 
acceden a una atención permanente o a mediano o largo plazo.

6.11. Respecto a la utilidad/impacto del informe elaborado por el  CEM o las medidas de 
protección para la regularización migratoria de la víctima: Las respuestas fueron  disímiles. 
Algunas representantes del Estado señalaron que el informe del CEM fundamenta el nivel de 
vulnerabilidad de la víctima y, con ello, le permite tramitar la calidad migratoria especial. Sin 
embargo, también señalaron que sirve únicamente para tramitar medidas de protección. Las 
representantes de la sociedad civil a nivel regional, señalaron que el informe del CEM o las medidas 
de protección ayudan al proceso de regularización migratoria como prueba de la vulnerabilidad 
de la víctima y documento que es presentado ante migraciones.

6.12. Trabas y dificultades para acceder a servicios: Para los  representantes del Estado, no contar 
con una situación migratoria regular, el desconocimiento de sus derechos y de los servicios a los 
que pueden acceder, es la principal traba para acceder a los servicios. A ello se une el temor de 
las migrantes de acudir a algún servicio público y ser denunciadas como ilegales, no contar con 
redes sociales o familiares que le brinden apoyo; y el hecho de que la mayoría se encuentran 
en situación de desempleo o subempleo. Desde la sociedad civil agregan la carencia de un 
programa para una migración ordenada, la permanencia de un funcionariado con una percepción 
estereotipada de las personas migrantes y el desconocimiento de los derechos y servicios para las 
mujeres migrantes. A ello, se suman las dificultades económicas para el traslado de las víctimas 
a los servicios público, así como los propios obstáculos del servicio público como la falta de 
normatividad interna adecuada, la escasa información sobre las características de la población 
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migrante y la falta de disponibilidad de servicios en otra lengua distinta al español.

A nivel regional, se identifica la falta de difusión de los servicios, autoridades y/o funcionariado 
que no brindan las facilidades para el acceso a los servicios y la falta de una ruta de atención 
adecuada. Asimismo, en el contexto de la emergencia sanitaria se suman, la ausencia de redes 
familiares o de amistades que apoyen a las víctimas, dificultades para encontrar cupos en los 
hogares refugio temporales, la falta de comunicación entre instituciones para atender un caso, la 
limitación en el acceso a los servicios públicos aun siendo de atención virtual, el incremento de la 
explotación laboral y sexual, y la gravedad de las formas de violencia.

6.13. Desafíos para la atención de mujeres migrantes víctimas de violencia basada en género: 
Desde  el Estado, se identifica la necesidad de una actuación articulada, protocolos de atención 
a víctimas migrantes y en tránsito, la construcción de indicadores de gestión sobre migración, 
albergues o casas refugio, capacitación  y sensibilización para superar los estereotipos relacionados 
a las mujeres migrantes que se expresan en maltrato verbal y otras formas de violencia.

Desde la sociedad civil se plantea mejorar las condiciones de vida de las personas migrantes a 
través de la implementación de espacios de encuentro entre mujeres, un plan de reintegración 
individual de las víctimas y el incremento del presupuesto asignado para estas tareas. En Tumbes, 
Lambayeque, Piura y San Juan de Lurigancho, señalan la necesidad de una mayor difusión de los 
derechos de la población migrante, de los servicios públicos y la  ruta de atención interinstitucional 
existentes desde el Estado y en su relación con las ONGs; evitar la alta rotación de personal 
policial; contar con centros de cuidado diurno para menores de edad;  la mejora de servicios en el 
contexto de la pandemia, considerando la carencia de herramientas tecnológicas para insertarse 
en la virtualidad de los servicios. En Tumbes, plantean ampliar la cantidad de personal de campo 
que contacte directamente a las víctimas migrantes o refugiadas. 

6.14. Acciones frente a víctimas que hablen un idioma distinto al español: Representantes del 
Estado coinciden en que se debe contar con un intérprete o traductor, pero no tienen claro a qué 
institución contactar. Algunos indicaron al Ministerio de Cultura, otras al Ministerio de Relaciones 
Exteriores o embajadas. En el nivel regional, se planteó el establecimiento de alianzas estratégicas 
con la Defensoría del Pueblo, ONG y consulados. Las respuestas reflejan la necesidad de un trabajo 
articulado interinstitucional, con competencias claras y con orientaciones claras que dispongan 
competencias específicas al respecto.

6.15. Acciones institucionales frente a los siguientes aspectos:

a. Negativa de la víctima a denunciar: Las representantes del Estado señalaron que actúan de 
oficio en caso la vida e integridad de la víctima esté en peligro.

b. Implementación de Comités intersectoriales locales en los establecimientos de salud: 
Representantes regionales señalaron que por el contexto de la pandemia no se realizaron 
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actividades, pero que en sus recientes planes de trabajo podrían incluir el tema de migrantes. 
En algunos casos, manifestaron desconocer si se cuentan con los Comités y ratificaron la 
coordinación entre los establecimientos de salud y los CEMs.

c. Nivel de articulación intersectorial e intergubernamental: La mayoría de entrevistadas/os 
señalan que articulan con el CEM de su localidad (60 %), con establecimientos de salud (50%) y 
con las comisarías, el Ministerio Público y la defensa pública en un 40% de los casos.

d. Respecto a las capacitaciones institucionales: Se brindaron y/o facilitaron capacitaciones 
sobre violencia basada en género durante el 2019 y 2020, sin embargo, no se incluyó el tema de 
mujeres migrantes o refugiadas. A nivel regional, se realizó un mayor número de capacitaciones 
sobre migraciones y violencia basada en género contra migrantes y refugiadas, tanto en el 2019 
y 2020.

e. Requisitos de nivel de conocimiento del tema en convocatorias laborales: A nivel nacional 
y regional, tanto en el 2019 y 2020, se ha identificado dicho requisito en las convocatorias. 
Sin embargo, no se solicitan conocimientos previos en tema de migraciones y la atención 
especializada a víctimas migrantes/refugiadas.

6.16. Principales cambios en las instituciones públicas: Las representantes del Estado reconocen 
la necesidad de conocer cuáles son las características y necesidades de la población migrante, 
el apoyo para la regularización migratoria, servicios diferenciados, y el fortalecimiento de 
capacidades de las/los operadoras/es. A  nivel  regional,  se señala la necesidad de fortalecer las 
capacidades  de  las trabajadoras/es, especialmente a la PNP, el incremento presupuestal que 
permita la  contratación de psicóloga/o, trabajadoras/es sociales, médico legista, y traductores/
as, sobre todo en la región Tumbes, por ser zona de frontera; la difusión de los servicios, registros 
institucionales con la variable migrante/refugiada, protocolos específicos de atención, y mejorar 
la articulación interinstitucional y con ONGs que tienen cercanía con la población migrante.

Principales respuestas exclusivas de representantes de la sociedad civil a nivel nacional y regional

6.17. Modalidades de violencia de género que sufren las migrantes: se identificaron las siguientes: 
hostigamiento sexual laboral, violencia económico-patrimonial por parte de sus parejas, trata 
de personas para fines de explotación laboral y sexual, violencia física y psicológica, violencia 
psicológica perpetrada por operadores/as de diversas instituciones públicas expresada como 
discriminación o xenofobia. A nivel regional, situaciones de violencia basada en género contra 
migrantes en tránsito, como acoso sexual en espacios públicos, la violencia física y sexual.

a. Principales dificultades de las migrantes/refugiadas para recibir atención: la principal 
dificultad es la situación documentaria irregular, la carencia de redes sociales para obtener 
protección y apoyo, el poco acceso a información sobre servicios públicos existentes, la carencia 
de un programa para fomentar una migración ordenada, xenofobia y discriminación por parte 
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de algunos funcionarios o funcionarios.

b. Acceso al kit de emergencia en caso de violencia sexual: reconocieron que se atendió un 
escaso número de casos denunciados, y que solo en algunas ocasiones recibieron el kit de 
emergencia inmediatamente, mientras que en otros casos fue entregado después de varios días.

7.RECOMENDACIONES
AL MINISTERIO DE SALUD

7.1. Incorporar en los registros administrativos las variables migrante y refugiada; y, en la 
identificación de las personas, considerar las opciones con carnet de extranjería, sin carnet de 
extranjería u otro documento que acredite la identidad de la persona.

7.2. Disponer de mecanismos para recopilar datos y disponer de información periódica, completa, 
desglosada y confiable, de las personas migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en 
género atendidas en los establecimientos de salud.

7.3. Adoptar todas las medidas necesarias para que las víctimas de violencia sexual migrantes y 
refugiadas reciban el kit de emergencia de manera gratuita e inmediata, sin importar su situación 
migratoria y sin necesidad de contar con carnet de extranjería u otro documento que acredite su 
identidad.

7.4. Diseñar e implementar programas de capacitación obligatoria dirigida al personal que brinda 
servicios de atención a las víctimas de violencia basada en género en temas de movilidad humana, 
normativa sobre los derechos de las personas migrantes, en especial los derechos de las de las 
mujeres migrantes víctimas de violencia basada en género.

7.5. Promover una campaña de información permanente, dirigido a las mujeres migrantes y 
refugiadas víctimas de violencia basada en género, para acceder a los servicios que brinda el Estado 
para su atención y protección de manera gratuita y libre, sin importar su situación migratoria ni 
que tenga documentos que acrediten su identidad.

Al MINISTERIO DE LA MUJER Y POBLACIONES VULNERABLES

7.6. Modificar el Protocolo Base de actuación conjunta en el ámbito de la atención integral y 
protección frente a la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, la Guía de 
Atención Integral de los Centros Emergencia Mujer, el Protocolo de Actuación Conjunta entre el 
Centro Emergencia Mujer y los Servicios de Defensa Pública, el Protocolo de Actuación Conjunta 
entre los Centros Emergencia Mujer (CEM) y los Establecimientos de Salud (EE. SS.), el Protocolo 
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de actuación conjunta de los CEM y las  Comisarías o Comisarías Especializadas en materia de 
protección contra la Violencia Familiar de la Policía Nacional del Perú; incorporando aspectos 
relativos a la atención de las mujeres migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en 
género, específicamente:

a. Cuando se trate de mujeres migrantes y/o refugiadas víctimas de violencia basada en género, 
el CEM debe elaborar y enviar a las autoridades migratorias, cuando así lo solicite la autoridad 
migratoria y con consentimiento de la víctima, toda la documentación que acredite su situación 
de vulnerabilidad.

b. Informar a las mujeres migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en género sobre 
la normativa migratoria relativa a las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad, 
especialmente aquella que reconoce que todo funcionario o funcionaria debe atender la 
solicitud de ayuda de toda mujer migrante o refugiada, accediendo de manera libre e irrestricta 
a los servicios que brinda la entidad correspondiente, a pesar de su situación migratoria o de la 
disponibilidad que tenga sobre su documentación. 

7.7. Adoptar todas las medidas necesarias para fortalecer la articulación intersectorial y atender 
de manera integral a las mujeres migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en género. 
De manera específica, se recomienda contar con planes y protocolos de trabajo intersectorial a 
nivel nacional y local para la atención y protección de mujeres migrantes y refugiadas víctimas 
de violencia basada en género, así como un directorio de contactos de instituciones privadas o 
públicas vinculados para atender a personas migrantes/refugiadas.

A MIGRACIONES

7.8. Disponer que en el marco de los servicios migratorios que brindan las/os funcionarias/os, se 
brinde información sobre la violencia basada en género y los servicios que brinda el Estado para 
su atención y protección.

7.9. Recordar a los/las funcionarios/as que ante un caso de violencia basada en género, se debe 
realizar las coordinaciones y derivaciones inmediatas con el CEM más cercano; y/o servicio de 
Defensa Pública del MINJUSDH, garantizando principalmente la seguridad física y personal de la 
víctima y su entorno.

7.10. Disponer que, en todos los Puestos de Control Migratorio y/o fronterizo, Centro Binacional 
de Atención en Frontera (Cebaf), jefaturas zonales, agencias descentralizadas y puestos de 
verificación migratoria, se brinde información a todas las personas migrantes y refugiadas sobre 
el derecho que tienen de acceder a todos los servicios que brinda el Estado para su atención y 
protección frente a la violencia basada en género, de manera gratuita y libre, sin importar su 
situación migratoria o la carencia de documentos que acrediten su identidad. Asimismo, deben 
contar con un directorio de servicios que permita derivar a las víctimas de violencia basada en 
género.
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Al MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

7.11. Actualizar la normativa sobre Defensa Pública y el Protocolo de Actuación Conjunta entre 
los Centro Emergencia Mujer y los Servicios de Defensa Pública, incorporando aspectos relativos 
a la atención de las mujeres migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en género:

a. Cuando se trate de mujeres migrantes y/o refugiadas víctimas de violencia basada en género, 
se debe elaborar y entregar toda la documentación que acredite la situación de vulnerabilidad 
de la víctima.

b. Informar a las mujeres migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en género sobre 
la normativa migratoria relativa a las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad. Todo 
funcionario o funcionaria debe reconocer que toda mujer migrante o refugiada puede acceder 
de manera libre a los servicios que brinda la entidad, sin importar su situación migratoria ni que 
carezca de documentos que acrediten su identidad.

AL INSTITUTO DE MEDICINA LEGAL

7.12. Adoptar una disposición interna que establezca la obligación de derivar a todas las mujeres 
migrantes víctimas de violencia, a un establecimiento de salud y a un Centro Emergencia Mujer para 
garantizar su atención integral y multidisciplinaria que contribuya a su protección, recuperación y 
acceso a la justicia.

A LA POLICÍA NACIONAL DEL PERÚ

7.20. Actualizar en coordinación con el MIMP, el Protocolo de actuación conjunta de los Centros 
Emergencia Mujer y Comisarías o Comisarías Especializadas en Materia de Protección contra la 
Violencia Familiar de la Policía Nacional del Perú, incorporando aspectos relativos a la atención de 
las mujeres migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en género, tomando en cuenta 
los siguientes aspectos:

a. Cuando se trate de mujeres migrantes y/o refugiadas víctimas de violencia basada en 
género, el CEM debe elaborar y enviar a las autoridades migratorias toda la documentación 
que acredite la situación de vulnerabilidad de la víctima

b. Informar a las mujeres migrantes y refugiadas víctimas de violencia basada en género sobre 
la normativa migratoria relativa a las personas extranjeras en situación de vulnerabilidad.

c. Todo funcionario o funcionaria saber e informar que toda mujer migrante o refugiada 
puede acceder de manera libre e irrestricta a los servicios que brindan las instituciones 
públicas, sin importar su situación migratoria ni la falta de documentos que acrediten su 
identidad.
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•	 DEFENSORÍA DEL PUEBLO (2020) Informe de Adjuntía N°027-2020-DP/ADM “Informe de 
supervisión sobre el funcionamiento del Sistema Nacional Especializado de Justicia para la 
Protección y Sanción de la Violencia contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar (SNEJ)”

Instrumentos normativos internacionales

•	 Consenso de Montevideo sobre Población y Desarrollo

•	 Declaración Universal de Derechos Humanos

•	 Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer

•	 Resolución n.° 54/166. Protección de los migrantes de la Asamblea General de la ONU

•	 Declaración de Nueva York para los Refugiados y los Migrantes

•	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP)

•	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC)

•	 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Cedaw)

•	 Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH)

•	 Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares.

•	 Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
“Convención de Belém Do Pará”

•	 Principios Interamericanos sobre los Derechos Humanos de todas las Personas Migrantes, 
Refugiadas, Apátridas y las Víctimas de la Trata de Personas (o Principios Interamericanos).

Decisiones internacionales

•	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Recomendación general n.°35 
sobre la violencia por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación 
general N°19

•	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Recomendación general n.° 
33 sobre el acceso de las mujeres a la justicia

•	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Recomendación General n.° 
32 sobre las dimensiones de género del estatuto de refugiada, el asilo, la nacionalidad y la 
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apatridia de las mujeres.
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n.° 28 relativa al artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
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•	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Recomendación general No. 
26 sobre las trabajadoras migratorias
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24. Artículo 12 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer - La mujer y la salud

•	 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. Observaciones finales sobre 
los informes periódicos séptimo y octavo combinados del Perú (2014)
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•	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General 20. La no 
discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales (artículo 2, párrafo 2 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)	

•	 Relator Especial sobre los derechos humanos de los migrantes. Informe “Los derechos humanos 
de las personas migrantes: buenas prácticas e iniciativas en el ámbito de la legislación y las 
políticas migratorias con perspectiva de género (2019)	

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe “Debido proceso en los 
procedimientos para la determinación de la condición de persona refugiada, y apátrida y el 
otorgamiento de protección complementaria” 

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe “Violencia y discriminación 
contra mujeres, niñas y adolescentes: Buenas prácticas y desafíos en América Latina y en el 
Caribe.

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe Derechos humanos de 
migrantes, refugiados, apátridas, víctimas de trata de personas y desplazados internos: 
Normas y Estándares del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe Anual 2019 de la Comisión 
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Interamericana de Derechos Humanos.

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe sobre Personas Trans y de 
Género Diverso y sus derechos económicos, sociales, culturales y ambientales.

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe sobre Pandemia y Derechos 
Humanos en las Américas.

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe sobre Derechos Humanos de 
las personas con COVID-19.	

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe Situación de Derechos 
Humanos en Venezuela.	

•	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Declaración conjunta sobre el acceso 
a la justicia en el contexto de la pandemia del COVID-19.	

•	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-21/14 de 19 de agosto de 
2014. Derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad 
de protección internacional.

•	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Declaración de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos n.° 1/20 “COVID-19 y derechos humanos: los problemas y desafíos 
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•	 Comisión Interamericana de Mujeres (CIM). Informe COVID-19 en la vida de las mujeres. 
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•	 Comisión Interamericana de Mujeres (CIM). Informe La violencia contra las mujeres frente a 
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Instrumentos normativos nacionales

•	 Decreto Supremo n.° 08-2016-MIMP mediante el cual se aprueba el Plan Nacional Contra la 
Violencia de Género 2016 – 2021

•	 Decreto Legislativo n.° 1350, DL “De Migraciones” y su correspondiente Reglamento aprobado 
mediante Decreto Supremo n.° 007-2017-IN

•	 Texto Único Ordenado de la Ley n.° 30364: Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar

•	 Decreto Supremo n.° 009-2016-MIMP mediante el cual se aprueba el Reglamento de la Ley n.° 
30364: Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres e integrantes 
del grupo familiar
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•	 Decreto Supremo n.° 004-2019-MIMP mediante el cual se modifica diversos artículos del 
Reglamento de la Ley n.° 30364: Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres e integrantes del grupo familiar

•	 Protocolo Base de actuación conjunta en el ámbito de la atención integral y protección frente 
a la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar

•	 Protocolo de Actuación Conjunta entre los Centros Emergencia Mujer (CEM) y los 
Establecimientos de Salud (EE. SS.) para la atención de las personas víctimas de violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, en el marco de la Ley n.° 30364 y 
personas afectadas por violencia sexual

•	 Programa Presupuestal orientado a Resultados de Reducción de la Violencia contra la Mujer 
(Anexo de la RS n.°024-2019-EF)

•	 Norma Técnica de Salud para el Ciudadano Integral a Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar 
Afectados por Violencia Sexual

•	 Protocolo de Actuación conjunta de los Centros Emergencia Mujer y Comisarías o Comisarías 
Especializadas en Materia de Protección contra la Violencia Familiar de la Policía Nacional del 
Perú

•	 Protocolo de Actuación conjunta entre el Centro Emergencia Mujer y los servicios de defensa 
pública

•	 Protocolo del Ministerio Público para la atención de víctimas del delito de trata de personas, 
personas en situación de tráfico ilícito de migrantes y víctimas de delitos en el contexto de la 
migración

•	 Protocolo interinstitucional de acción frente al feminicidio, tentativa de feminicidio y violencia 
de pareja de alto riesgo (actualizado)

•	 Política Nacional Migratoria 2017 – 2025

•	 Directiva de Acreditación de Personas Extranjeras en Situación de Vulnerabilidad.
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